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INTRODUCCIÓN
El título de este trabajo bien podría haber sido otro, pues quien emprende la tarea 
de estudiar un organismo como el Tribunal Tributario Administrativo puede centrar 
su enfoque en diversas y múltiples perspectivas. Ya sea reseñar sus orígenes y su 
inserción en el sistema tributario nicaragüense, ubicarlo en el concierto 
internacional, estudiar las características de su procedimiento y la significación de 
sus pronunciamientos a la luz del principio de legalidad en la materia, enfatizar el 
respeto absoluto al derecho de defensa, a la igualdad de las partes en el proceso, 
remarcar su papel como control de legitimidad de los actos de la administración 
tributaria. O bien resaltar su integración interdisciplinaria, puntualizando la 
independencia e imparcialidad que han teñido sus decisiones a lo largo de estos 
sus primeros años de vida, entre muchos otros tópicos.
Para desarrollar este trabajo, mediante el cual pretendo acceder al título de 
Licenciado en Derecho, decidí avocarme más bien a la significación de sus 
pronunciamientos a la luz de los principios de seguridad jurídica, para expresar 
mis opiniones al respecto, y finalmente  realizar una recopilación de los criterios 
jurídicos más relevantes en los fallos de este  organismo en los años 2009, 2010 y
2011.
En esta investigación el lector podrá distinguir varios momentos. El primero 
referido al estudio y abordaje en la doctrina y Derecho comparado sobre dos 
situaciones controversiales en el Derecho tributario: la consideración de la 
jurisprudencia como fuente de esta rama del Derecho, y el análisis de lo que 
significaría para el ordenamiento jurídico nicaragüense los criterios que emita el 
Tribunal Tributario Administrativo mediante sus fallos oficiales; y el segundo 
referido a la discusión sobre la vigencia constitucional de este organismo dentro 
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del sistema administrativo tributario de nuestro país. Luego, como punto 
intermedio se presenta un breve análisis de la estructura y funcionamiento interno 
del Tribunal Tributario, en el que asimismo repasaremos su desarrollo y 
composición actual. Ya al final de esta investigación, encontraremos un 
compendio sistematizado sobre los criterios más relevantes emitidos por este 
Tribunal en los años 2009, 2010 y 2011, los que esperamos sean de gran utilidad 
para los usuarios del sistema tributario nicaragüense, al servirse a través de ellos 
de interpretaciones actualizadas de las normas fiscales.
Cabe destacar que la motivación para este trabajo investigativo, surge por lo
interesante que resulta disertar sobre un organismo que en su denominación, 
utiliza dos vocablos con los que identificamos tradicionalmente a dos Poderes del 
Estado, el primero “Tribunal”, relacionado ampliamente con la judicatura, o sea el 
Poder Judicial, y su tercer vocablo “Administrativo”, mediante el cual idealizamos a 
la  Administración Pública, al Gobierno, en otras palabras al Poder Ejecutivo. Sin 
embargo, como se verá en el cuerpo de esta investigación, debemos advertir que 
no todos los Tribunales per se, son parte del Poder Judicial en Nicaragua; 
tampoco se puede afirmar que la totalidad de los organismos administrativos están 
adscritos al Poder Ejecutivo. Por lo cual resulta enriquecedor hablar de este 
tópico, pues aunque la institución aludida, no es el único ente dentro de la rama 
administrativa del Estado que funciona como un tribunal, si es el primero en que la 
ley se atreve a nombrarlo expresamente así “Tribunal”, pero sin pertenecer al 
Poder Judicial, y en su particular, orientado hacia el ámbito tributario.




Desarrollar un estudio crítico sobre la significación de las resoluciones del Tribunal 
Tributario Administrativo a la luz del Principio de Seguridad Jurídica.
OBJETIVOS ESPECÍFICOS
Indicar brevemente conceptos y generalidades del Derecho tributario 
nicaragüense.
Analizar la existencia de la jurisprudencia como fuente del Derecho tributario.
Examinar la naturaleza jurídica de los precedentes administrativos en nuestro
sistema legal, con énfasis en su importancia dentro de la disciplina tributaria.
Describir la evolución histórica del Derecho administrativo, y de los sistemas de 
control de  legalidad de los actos de la Administración en el Derecho comparado. 
Identificar al Principio de Autotutela administrativa como manifestación del 
Principio de Separación de Poderes  
Estudiar la existencia legal del Tribunal Tributario Administrativo en el sistema 
constitucional nicaragüense.
Abordar la creación de instituciones descentralizadas con funciones de control de 
legalidad de actos administrativos 
Explicar el funcionamiento, antecedentes y organización interna del Tribunal 
Tributario Administrativo.
Determinar los criterios más relevantes emitidos por el organismo estudiado, en 
sus resoluciones de los años 2009, 2010 y 2011.
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CAPÍTULO 1
EL DERECHO TRIBUTARIO NICARAGÜENSE: GENERALIDADES Y 
PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES
Como en todo estudio sobre temas tributarios, no podemos desarrollar el mismo
sin primero repasar algunas notas generales sobre esta rama del Derecho, y su 
perspectiva en el ámbito nicaragüense. Y es que, para comprender lo que significa 
la trascendencia jurídica del Tribunal Tributario Administrativo, resulta necesario 
retomar conceptos y principios básicos que regulan al Derecho Tributario, como 
etapa previa para adentrarnos en el cuerpo de este trabajo investigativo.
1.1. CONCEPTO
Valdés Costa (s.f), citado por Báez y Báez (2007, p. 28) nos dice que el Derecho 
Tributario es la rama del Derecho Financiero que estudia el aspecto jurídico de la 
tributación en sus diversas expresiones: como actividad del Estado, en las 
relaciones de éste con los contribuyentes, y en las que se suscitan entre 
particulares. El Derecho Tributario es la única disciplina del Derecho donde el 
Estado asume la triple función de creador de la obligación, acreedor de ella y juez 
de los conflictos que se presenten. 
Para Bermúdez (2008, p. 4) el Derecho Tributario o Derecho Fiscal comprende el 
conjunto de normas jurídicas que regulan el nacimiento, determinación y 
aplicación de los tributos, y los derechos y obligaciones que nacen tanto para el 
sujeto obligado como para el Estado acreedor. Este autor, contrario a lo que opina 
Valdés Costa (citado en el párrafo precedente) opina que el Derecho Tributario en 
sus inicios se consideró una rama del Derecho Financiero, no obstante a inicios 
del siglo XX y debido al desarrollo de estudios particulares sobre el tributo y la 
imposición, poco a poco obtuvo su autonomía científica como disciplina jurídica.
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Dentro del Derecho Tributario es posible encontrar una parte general, que 
comprende los principios que regulan la potestad tributaria del Estado y sus 
límites, comprendiendo normas de organización administrativa en concordancia 
con las garantías constitucionales; y se encuentra también una parte especial que 
corresponde a los estatutos especiales que regulan los distintos gravámenes 
establecidas por la ley.
1.2. EL PODER TRIBUTARIO
1.2.1. Concepto
Se define el poder tributario del Estado como la facultad que el ordenamiento 
jurídico le reconoce para imponer, modificar o suprimir en virtud de una ley 
obligaciones tributarias. Según Massone (citado por Bermúdez, 2010), la potestad 
tributaria es la facultad de instituir impuestos y tasas (en el caso nicaragüense 
también se incluyen las contribuciones especiales) como también deberes y 
prohibiciones de naturaleza tributaria; es, en otras palabras, el poder general del 
Estado aplicado a un sector determinado de la actividad estatal: la imposición. 
Para Villegas (1998), la potestad tributaria (o poder tributario) es la facultad que 
tiene el Estado de crear unilateralmente tributos, cuyo pago será exigido a las 
personas sometidas a su competencia espacial; es la capacidad potencial de 
obtener coactivamente prestaciones pecuniarias de los individuos y de requerir el 
cumplimiento de los tributos mediante los medios instrumentales necesarios para 
tal obtención.
Sin embargo, en relación al Poder Tributario, parte de la doctrina distingue dos 
facetas. Dentro del sistema nicaragüense, Báez y Báez (2007) se refieren a ellas 
como: el poder de imposición, y la capacidad legal de ejercitarlo. Así,
conceptualizan el Poder Tributario, en su faceta de poder de imposición, como la 
facultad jurídica del Estado consistente en exigir coactivamente prestaciones 
pecuniarias, la cual no puede ser suprimida, delegada o cedida. Siendo el artículo 
114 de la Constitución Política el que fundamenta esta posición al expresar que: 
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“Corresponde exclusivamente y de forma indelegable a la Asamblea Nacional la 
potestad para crear, aprobar, modificar o suprimir tributos.”
Siempre dentro de la clasificación de Báez y Báez (2007), encontramos la 
definición de la segunda faceta del poder tributario, a la que ellos llaman 
“Competencia Tributaria”, entendida como la posibilidad jurídica de ejercitar el 
poder tributario en la realidad material. El poder tributario es indelegable; lo que 
puede transferirse es la competencia tributaria, o sea, el derecho de hacer efectiva 
la prestación.
Para Balladares (2011, p. 11) la potestad tributaria normativa (a la que Báez y 
Báez llaman “poder de imposición”) consiste en el poder para dictar normas 
jurídico-tributarias por parte del Estado, esto es, crear tributos a través de leyes, 
mientras que la potestad de imposición (denominada por Báez y Báez como 
competencia tributaria)  es el conjunto de atribuciones que suponen la aplicación 
del sistema tributario delineado legalmente a efectos de la liquidación, recaudación 
y gestión de los tributos. En el primero de los casos el Estado actúa en un plano 
abstracto o fase normativa, mientras que en el segundo opera en un plano 
concreto o fase aplicativa.
Como se ve, los autores mencionados distinguen entre dos caras de una misma 
moneda, y aunque usando terminología diferente, ambos coinciden en diferenciar 
la facultad del Estado de crear el tributo y su régimen jurídico, de aquella orientada 
a ejecutar la percepción material de esta prestación pecuniaria. Balladares (2011, 
p. 11), se refiere a esta doble significación de la manera siguiente:
Así pues, son dos acepciones distintas de una misma locución, que es 
necesario tener conceptualmente diferenciadas según lo aportado por 
MICHELI, terminología que es acorde con la duplicidad de planos en la 
consideración de la actuación del Estado, es decir, abstracto y concreto, o bien 
legislativo y ejecutivo, correspondientemente.
En resumen podemos concluir que el Poder Tributario puede ser de dos especies, 
el primero, el poder tributario originario (a como lo denomina Bermúdez, 2010), 
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potestad de imposición (Báez y Báez, 2007), o potestad tributaria normativa
(Balladares, 2011), es aquel poder natural que tiene el Estado y que de acuerdo al 
marco legal es ejercido, conforme a la estructura de los Poderes, por el 
Legislativo, quien tiene la facultad de crear, modificar y derogar tributos. Esto en 
consonancia con el principio anglosajón de no taxation without representation (no 
imposición sin representación), en los países de Derecho en general, en los que el 
ejercicio de esa potestad es dada por los electores a sus representantes ante los 
parlamentos, congresos o asambleas, que encarnan en sí al Poder Legislativo. 
Por otro lado, el Poder Tributario Derivado, según la denominación encontrada en 
Bermúdez (2010), llamado por Báez y Báez (2007) como competencia tributaria, o 
potestad de imposición, de acuerdo a la terminología en Balladares (2011), es 
aquel que desempeñan los organismos del Estado con una delegación de 
facultades, en el caso de Nicaragua este poder derivado lo tiene el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público (MHCP), quien de conformidad al artículo 21, numeral 
a) de la Ley No. 290, “Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del 
Poder Ejecutivo”: define, supervisa y controla la política tributaria. 
De igual manera, algunas de las funciones delegadas mencionadas, se 
materializan a través de la Dirección General de Ingresos (DGI), o la Dirección 
General de Servicios Aduaneros (DGA), quienes son los entes recaudadores de 
tributos por excelencia. También son titulares del Poder Tributario derivado las 
corporaciones de Derecho público que administran tributos de forma 
independiente del poder central, entre ellas tenemos a los municipios, y aquellos 
relacionados a las contribuciones de Seguridad Social, como el Instituto 
Nicaragüense de Seguridad Social (de forma general), el Instituto de Previsión 
Social Militar (para las fuerzas armadas), y el Instituto de Seguridad Social y 
Desarrollo Humano (para las fuerzas de seguridad bajo la rectoría del Ministerio 
de Gobernación).
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1.2.2. Características del Poder Tributario
Según la clasificación encontrada en Bermúdez (2010, p. 5), podemos distinguir 
las siguientes características del Poder Tributario:
Es originario: El Estado lo detenta o lo adquiere siempre de un modo originario. 
Si a lo dicho sumamos que la ley es la expresión de la voluntad general, y que por 
ella se manifiesta a soberanía del pueblo sobre dos aspectos: el consentimiento 
del impuesto y el poder de ejecución, debemos necesariamente concluir que este 
poder tributario siempre se expresará en un principio de legalidad. 
Es irrenunciable: Es imposible su abandono por parte del Estado. Para el Estado 
es además obligatorio y permanente, sus autoridades no pueden renunciar a él. La 
irrenunciabilidad no obsta a que se dicten leyes condonatorias de impuestos, ya 
que lo irrenunciable es el poder tributario, más no la recaudación que se logre con 
su aplicación.
Es abstracto: Ello quiere decir que existe siempre, independientemente de si se 
ejerce o no.
Es imprescriptible: Si el Estado no ejerce este poder, no significa que esté deje 
de existir. Dicho de otro modo, este poder no se extingue por el paso del tiempo. 
Loa anterior no significa que sea imprescriptible el derecho que tiene el Estado de 
exigir el cumplimiento de una obligación que nace y se impone en virtud de este 
Poder. En efecto, si el Estado no requiere el cumplimiento de esta obligación 
dentro del plazo que el mismo marco legal le señale, se extinguirá por prescripción 
su derecho.
Es territorial: Este poder se ejerce dentro de los límites del territorio del mismo 
Estado. Por esta razón en todos los tributos que existan puede verificarse la 
ocurrencia de un requisito de territorialidad.
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1.2.3. Límites al Poder Tributario
El Poder tributario como tal, no es absoluto en sí mismo, éste posee límites tanto 
en su ámbito externo como interno. 
Externamente el Poder Tributario del Estado está limitado por la imposibilidad de 
gravar con tributos economías que se manifiestan o desarrollan fuera de sus 
fronteras y que no tienen ninguna vinculación territorial con él. Como se ha dicho, 
por esta razón, todas las leyes tributarias manifiestan como requisito del hecho 
gravado, la concurrencia de un factor territorial. Manifestación de éste límite, a 
como opina Bermúdez (2010) son los esfuerzos que realizan los distintos Estados 
para evitar la doble tributación internacional por medio de tratados y convenios de 
integración.
En el orden interno, el Poder Tributario se encuentra limitado por los principios 
constitucionales tributarios, que son normas auto restrictivas impuestas por la 
soberanía en el ejercicio de las facultades de todas las autoridades, incluido el 
Poder Legislativo, constituyendo al mismo tiempo el reconocimiento supremo de 
los derechos humanos que permiten a las personas el libre ejercicio de sus 
actividades. Estas limitaciones al Poder Tributario, se erigen como garantías de 
justicia y protección para los ciudadanos, por lo que hablaremos de éstas a 
continuación.
1.3. PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE LA TRIBUTACIÓN
Si el poder tributario se entiende como la atribución constitucional otorgada al 
Estado a efectos de crear, modificar, suprimir y aplicar el sistema de tributos, cuyo 
ejercicio ofrece el contenido al Derecho Tributario, los principios de justicia 
tributaria son los límites fundamentales al ejercicio de tal poder, es decir, 
constituyen la otra cara de la moneda de la creación de tributos, y en tanto que 
límites del Estado respecto del ámbito tributario, se conforman como la última 
línea infranqueable para la defensa de los derechos y garantías de los 
contribuyentes (Balladares, 2011).
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1.3.1. Principio de legalidad
Conforme a este principio, no puede establecerse ningún tributo o carga impositiva 
sino por medio de una ley. Se sostiene que no hay tributo sin ley (nullum tributum 
sine lege), lo cual significa que no puede existir un tributo sin una ley dictada 
previamente y que lo establezca en forma expresa. En términos genéricos se 
sostiene que en un Estado de Derecho nadie puede ser obligado a hacer lo que no 
manda la ley, ni privado de lo que ella no prohíbe. En Nicaragua, esta aseveración 
es recogida en el artículo 32 de la Constitución Política. 
El fundamento de este principio se encuentra en la necesidad de proteger el 
Derecho de propiedad de los contribuyentes y el consagrar un grado mínimo de 
seguridad jurídica. Este principio sin embargo, admite dos posiciones. A como 
sostiene Bermúdez (2010), por un lado se encuentran los partidarios de la doctrina 
de la reserva de ley restringida, para quienes sólo es necesario que la ley 
precise los elementos fundamentales de la obligación tributaria, tales como los 
sujetos y el hecho imponible, pudiendo los demás elementos ser integrados 
incluso por la administración. Por otro lado, existe la doctrina de reserva de ley 
amplia que sostiene que la ley no solo debe establecer los sujetos y el hecho 
imponible, sino que debe ir más allá, fijando la tasa, la base imponible, las 
exenciones, infracciones y los procedimientos.
Para Massone (citado por Bermúdez, 2010) por ejemplo, el principio de legalidad 
debe comprender “el hecho jurídico tributario, la correspondiente base imponible, 
la tasa, y el sujeto pasivo de la obligación tributaria, comprendiéndose además las 
normas que regulan la determinación y aplicación de los tributos y las sanciones 
por la infracción de los mismos”. La doctrina de la reserva legal amplia es la 
mayoritaria en Nicaragua.
La garantía de legalidad se encuentra consagrada en nuestra Constitución Política 
en el siguiente articulado:
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Art. 114: Corresponde exclusivamente y de forma indelegable a la Asamblea 
Nacional la potestad para crear, aprobar, modificar o suprimir tributos. El 
Sistema Tributario debe tomar en consideración la distribución de la riqueza y 
de las rentas...
Art. 115: Los Impuestos deben ser creados por ley que establezca su 
incidencia, tipo impositivo y las garantías a los contribuyentes. El Estado no 
obligará a pagar impuestos que previamente no estén establecidos en una ley. 
Art. 183: Ningún poder del Estado, organismo de gobierno o funcionario tendrá 
otra autoridad, facultad o jurisdicción que las que le confiere la Constitución 
Política y las leyes de la República.
De la lectura de estos textos constitucionales se puede determinar qué:
Sólo una ley puede establecer tributos.
Que esta ley sólo puede tener su origen en la Asamblea Nacional.
El Presidente de la República no puede, en uso de la Potestad Reglamentaria, 
crear impuestos.
Que los convenios entre particulares relativos a impuestos o tributos son 
inoponibles al Fisco.
1.3.2. Principio de capacidad contributiva
Según este principio, denominado también principio de proporcionalidad y equidad 
(Báez y Báez, 2007), los sujetos pasivos deben contribuir a los gastos públicos en 
función de su capacidad económica, debiendo aportar una cuota justa y adecuada 
de sus ingresos. El artículo 114 de la Constitución Política, consagra este principio 
al expresar que: “El sistema tributario debe tomar en consideración la distribución 
de la riqueza y de las rentas.”
1.3.3. Principio de Igualdad
El principio de igualdad, en su doble aspecto de igualdad ante la ley, concretado 
en materia tributaria en la igualdad ante las cargas públicas, y de la igualdad de 
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las partes de la relación jurídica tributaria, es conocido también como principio de 
isonomía (Báez y Báez, 2007). En palabras de Giuliani Fonrouge (citado por Báez 
y Báez, 2007) este principio no se refiere a la igualdad numérica, que daría lugar a 
mayores injusticias, sino a la necesidad de asegurar el mismo tratamiento a 
quienes se encuentran en análogas situaciones, de modo que no constituye una 
regla férrea, porque admite la formación de distingos o categorías, siempre que 
éstas sean razonables, con exclusión de toda discriminación arbitraria, injusta u 
hostil contra determinadas personas o categorías de personas. 
La Constitución Política de Nicaragua en su Artículo 27 contempla esta garantía 
de igualdad. Ni la ley ni autoridad alguna podría establecer diferencias arbitrarias. 
La igual repartición de los tributos es una especie de igualdad ante la ley. Por lo 
cual, Bermúdez (2010, p. 9) afirma que la igualdad ante la ley en materia tributaria, 
consiste en que “las normas jurídicas deben ser similares para todas las personas 
que se encuentren en situaciones similares y debe ser diversa para aquellas que 
se encuentren en posiciones distintas”.
Este principio en consecuencia involucra un concepto de equidad vertical, por el 
cual cada contribuyente debe ser sujeto de una carga impositiva acorde a su 
capacidad económica; y un elemento además de equidad horizontal, por el cual 
los individuos de cada uno de los grupos que representan distintos niveles de 
capacidad contributiva deben ser tratados en igualdad de condiciones en relación 
con los demás individuos del mismo grupo.
La igualdad presupone la distinción razonable entre quienes no se encuentran en 
situaciones similares. La discriminación se constituye en arbitraria cuando la 
discriminación realizada carece de racionalidad, obedece a un mero capricho o 
bien, si tal discriminación es realizada por el legislador o una autoridad pública sin 
orientarse al bien común.
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1.3.4. Principio de generalidad
Para Báez y Báez (2007) este principio es una derivación del anterior principio de 
igualdad: no se trata de que todos deban pagar tributos, sino que nadie debe ser 
eximido por privilegios personales. El gravamen se debe establecer en tal forma 
que cualquier persona, cuya situación coincida con la señalada como hecho 
generador, debe quedar sujeta a él. El beneficio legal de dispensa de impuestos, 
constituye una excepción al principio de generalidad de la tributación. En términos 
generales el artículo 24 de la Constitución Política recoge este principio: “Toda 
persona tiene deberes para con la familia, la comunidad, la patria y la 
humanidad…”
1.3.5. Principio de no confiscación
Según Balladares (2010) la no confiscatoriedad no es un principio autónomo de 
justicia tributaria, sino una exigencia derivada de la protección constitucional de la 
propiedad privada, actuando al mismo tiempo, como límite de la progresividad 
tributaria. Por otro lado, Báez y Báez (2007) afirman que los tributos son 
confiscatorios cuando extraen una parte esencial de la propiedad o de la renta. El 
segundo párrafo del artículo 114 de la Constitución Política, es el que contiene 
dicho principio, estableciendo que: “Se prohíben los tributos o impuestos de 
carácter confiscatorio”. 
1.4. DERECHOS Y GARANTÍAS DE LOS CONTRIBUYENTES
Los derechos y garantías de los contribuyentes son las obligaciones o los deberes 
que debe cumplir la Administración Tributaria en cuanto a las funciones de 
recaudación, control, y educación tributaria. Los contribuyentes tienen el pleno 
derecho de exigir a la Administración Tributaria que le informe de cómo pagar los 
impuestos. Estos derechos y garantías se encuentran reflejados en el Código 
Tributario de Nicaragua del Art. 63 al 171.
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1.4.1. Derechos en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales
Para cumplir fácilmente con sus obligaciones ante el fisco, tales como la 
presentación de declaraciones, el cálculo de impuestos, entre otras, el 
contribuyente, según lo recoge el Código Tributario (CTr.) tienen derecho a: 
Que le presten la asistencia e información necesaria acerca de sus derechos y 
obligaciones en materia fiscal, así como para poder cumplir con las mismas (Art. 
64 CTr.)
Que las autoridades publiquen los textos actualizados de las normas tributarias 
(Art. 66 CTr.)
Que las autoridades fiscales realicen campañas de difusión a través de medios 
masivos de comunicación, para fomentar y generar en la población nicaragüense 
la cultura constructiva y divulgar los derechos de los contribuyentes (Art. 150, 
numeral 1. CTr.)
A formular consultas sobre el tratamiento fiscal aplicable a situaciones reales y 
concretas y que las autoridades le contesten por escrito en un plazo de sesenta 
días (Art. 73 y siguientes CTr.)
1.4.2. Derechos en visitas domiciliarias y fiscalizaciones 
De conformidad a lo dispuesto en el Art. 67 del Código Tributario, durante las 
revisiones en su contabilidad, o en el marco de programas de fiscalización, el 
contribuyente o responsable tiene derecho a:
Que las fiscalizaciones se efectúen en su domicilio tributario; sin menoscabo    
que la Administración Tributaria pueda realizar fiscalizaciones de escritorio y 
otras actividades fiscalizadoras. Cuando se trate de revisiones de escritorio, no 
se exigirá a las autoridades tributarias la presentación de identificación 
institucional. Cuando dicha fiscalización se fundase en discrepancias 
resultantes de los análisis o cruces de información realizados, se comunicará 
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mediante notificación del órgano tributario al contribuyente, de conformidad con 
el procedimiento establecido en los numerales 7 y 10 del artículo 103 del 
Código Tributario.
Exigir a las autoridades fiscales su cédula de identidad, identificación 
Institucional y credencial dirigida al contribuyente donde se ordene el tipo de 
fiscalización que se va a revisar. La credencial deberá contener los tributos, 
conceptos, períodos o ejercicios fiscales a revisar. El original de la credencial 
deberá entregarse al contribuyente o responsable
Que una vez finalizada la fiscalización y antes de abandonar el local del 
contribuyente o responsable, la Administración Tributaria a través del auditor y 
del supervisor le comunicará mediante por escrito, que se dio por finalizada la 
auditoría y a que se le brinde información preliminar de lo verificado; todo de 
conformidad con los procedimientos así establecidos mediante normativa 
institucional.
No estar sometido en forma simultánea a más de una fiscalización de la 
Administración Tributaria por iguales tributos, conceptos, períodos o ejercicios 
fiscales a revisar.
No ser fiscalizado por tributos, conceptos, ni períodos o ejercicios fiscales 
prescritos.
No ser fiscalizado o auditado por tributos, conceptos, ni períodos o ejercicios 
fiscales ya auditados integralmente por autoridad fiscal, salvo que la 
Administración tenga pruebas evidentes y suficientes de que se ha cometido 
evasión o defraudación tributarias en el período ya revisado.
1.4.3. Otros derechos 
El Código Tributario dedica especial atención a los derechos y garantías de los 
contribuyentes, lo que, obviamente, viene a reforzar los derechos sustantivos de 
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estos últimos y a mejorar sus garantías en el seno de los distintos procedimientos 
tributarios. 
Las autoridades fiscales deben facilitarle en todo momento el ejercicio de sus 
derechos y el cumplimiento de sus obligaciones. Para lo cual los sujetos pasivos 
tienen derecho a conocer la identidad de las autoridades fiscales bajo cuya 
responsabilidad se tramitan los procedimientos y actuaciones administrativas
(Artículo 67, inciso 2. CTr.).
Asimismo los contribuyentes tienen derecho a no aportar documentos que ya 
están en poder de la autoridad tributaria actuante, de igual manera los funcionarios 
fiscales deben guardar confidencialidad y reserva de sus datos, y demás 
información que conozcan, salvo cuando la ley lo autorice (Artículos 68 y 69 CTr.).
Los sujetos pasivos de la obligación tributaria, tienen derecho a ser tratados con 
respeto y consideración por los servidores públicos de la Administración Tributaria, 
también a que se les oiga en los trámites previos a la emisión de la resolución en 
la que se determine un débito fiscal a su cargo; y a obtener cuando lo solicite, el 
texto de las respuestas a consultas y las resoluciones administrativas o judiciales, 
de acuerdo a lo dispuesto en la Ley de acceso a la información pública.
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CAPÍTULO 2
LA JURISPRUDENCIA COMO FUENTE DEL DERECHO TRIBUTARIO
2.1. FUENTES DEL DERECHO
Cuando la expresión “fuentes” se utiliza en el lenguaje jurídico, esta utilización se 
hace en un sentido metafórico, pues por fuente, rigurosamente hablando, se 
entiende el lugar donde emana o por donde sale el agua, en sentido figurado, el 
principio u origen de una cosa. Lo anterior por metáfora, sencilla y repetida, pero 
expresiva y técnica de las fuentes naturales o manantiales de agua, se entiende 
que el Derecho “brota” de las costumbres, en primer término, y de la ley, en los 
países de Derecho escrito (Díez-Picazo, 1977, y Cabanellas, 2006)
La expresión “fuentes del Derecho”, a como sostiene Díez-Picazo (1977) la 
utilizaremos en su estricto y genuino significado técnico que, como fuente de 
producción de las normas jurídicas, puede designar al mismo tiempo a la persona 
o grupos sociales que ostentan el poder y la facultad de crear normas (potestas 
normandi) y, a la forma o tipo en que la norma aparece o se manifiesta. 
La potestas normandi reside en el Estado o, si se prefiere, en las personas que 
ostentan la titularidad del poder político. Díez-Picazo (1977) afirma que esa 
potestad normativa también reside en determinados grupos sociales y en último 
término en la comunidad en general, sin embargo nos habremos de decantar por 
la afirmación de que es el Estado, en cualquiera de sus manifestaciones 
constitucionales, el que ostenta dicha potestad, pues si bien es cierto que la 
soberanía reside en el pueblo, éste no puede ejercer el poder sino a través de las 
instituciones legalmente creadas, e inclusive en el caso de la iniciativa ciudadana, 
serán los representante del pueblo ante la Asamblea Nacional (llámense 
diputados) quienes darán trámite y aprobarán, en el mejor de los casos, la 
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propuesta popular, y nunca el grupo social propositivo tendrá la capacidad de 
crear una norma de forma autónoma, salvo que la Constitución lo permita, 
situación que en la actualidad no se contempla en la Carta Magna. 
2.2.  ORIGEN Y DEFINICIÓN DEL TÉRMINO JURISPRUDENCIA
Jurisprudencia es un término latino que puede encontrar sus orígenes en la 
antigua Roma. En ese entonces el intérprete del ius1 era el prudens (gran 
conocedor del Derecho), a él acudían en busca de asesoramiento jueces y 
pretores. Puede decirse que la palabra jurisprudencia viene del latín iurisprudentia, 
compuesto del genitivo de ius, iuris (Derecho) y prudentia, contracción de 
providentia (previsión).
Según Cabanellas (2006) el emperador Justiniano definió la jurisprudencia en 
estos términos, repetidos como pocos: Divinarum atque humanarum rerum notitia, 
justi injustique scientia. (El conocimiento de las cosas divinas y humanas, la 
ciencia de lo justo y de lo injusto).
La jurisprudencia era ejercida en los primeros tiempos por los pontífices. A fines 
del s. IV a. C.  y comienzos del s.III a. C. ; deja de ser pontifical para convertirse 
en oficio libre. Esta es la base para la formación del Corpus Iuris, y básicamente 
se ocupa del Derecho privado, pues deja a otros, a los cuerpos funcionariales el 
cuido de la res pública (cosa pública). La tarea principal de los jurisprudentes era 
afanarse en la resolución de casos vitales y candentes. Las enseñanzas que ellos 
brindaron constituyen la plasmación del espíritu más auténtico del Derecho 
Romano aplicado a cada caso concreto (Guzmán, 2008).
                                                          
1 Usado en la lengua latina para designar el fenómeno que nosotros llamamos “Derecho”. 
Constituye un elemento utilizado de varias formas por los distintos textos jurídicos. Posee una gran 
gama de significados que torna imposible su reconducción a un concepto verdaderamente unitario 
y claro. Aunque un concepto aceptado es el de “arte de los bueno y lo justo”.
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La jurisprudencia, denominada también precedente judicial, stare decises, doctrina 
jurisprudencial, sentencia normativa, o criterio jurisprudencial, es la decisión del 
más alto tribunal de un país que, al resolver un caso concreto, establece un 
principio o doctrina jurídica vinculante para el propio tribunal supremo y para todos 
los órganos jurisprudenciales inferiores, mientras no sea derogada o modificada 
por resolución debidamente motivada del propio tribunal supremo. Así se entiende 
a la jurisprudencia tanto en el sistema romano germánico como en el anglosajón 
(Torres, 2009).
En un sentido amplio Messineo (1979) entiende por jurisprudencia a toda decisión 
emanada de autoridad judicial o gubernativa (administrativa), 
independientemente de su rango y categoría, al interpretar y aplicar el Derecho. 
Así por ejemplo, se habla en Nicaragua de jurisprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia, jurisprudencia de los Tribunales de Apelaciones, e inclusive de  
“jurisprudencia administrativa”, de cuya naturaleza jurídica y alcance se tratará
más adelante.
2.3. LAS FUENTES DEL DERECHO EN LOS SISTEMAS JURÍDICOS 
CONTINENTAL Y ANGLOSAJÓN
2.3.1. Nociones generales
En el sistema de Derecho romano germánico (civil law o derecho continental), al 
cual pertenece el Derecho nicaragüense, la ley, en su acepción material, es la 
fuente principal de Derecho. Dicho precepto está contenido en el artículo 94 del 
Código de Procedimiento Civil, el que estatuye que: “Los Tribunales y Jueces 
aplicarán de preferencia: 1.- La Constitución, 2.- Las leyes y decretos legislativos; 
y 3.- Los acuerdos y decretos ejecutivos”.
En nuestro caso la misma ley estipula qué elementos se utilizarán en forma 
subsidiaria a ella, por lo cual, si hubiese duda en la aplicación de ésta, se emplea 
la doctrina legal admitida por la jurisprudencia de los Tribunales, en su 
defecto se resuelven las cuestiones por los principios generales del Derecho o por 
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lo que dicte la razón natural; y en última instancia se aplica la opinión sostenida 
por los intérpretes del Derecho o por lo que se disponga en las legislaciones 
análogas extranjeras.
Este orden en las fuentes del Derecho nicaragüense, está contenido en el artículo 
443 Pr, el que literalmente establece que:
Los jueces y Tribunales no pueden en ningún caso dejar de resolver a las 
partes sus pretensiones. Cuando a juicio de ellos no haya ley que prevea el 
caso o duden a cerca de la aplicación del derecho, observarán las siguientes 
reglas: 1º. Aplicarán lo que esté previsto en la legislación para casos 
semejantes o análogos. 2º. A falta de esto, se estará a la doctrina legal 
admitida por la jurisprudencia de los Tribunales. 3º. En defecto de las dos 
reglas precedentes, se resolverá la cuestión por los principios generales del 
derecho o por lo que dicte la razón natural. 4º. En último extremo, se aplicará la 
opinión sostenida por los intérpretes o expositores del derecho o por lo que se 
disponga en legislaciones análogas extranjeras, inclinándose siempre a favor 
de las opiniones más autorizadas.
En un sentido afín, se pronuncia el Título Preliminar del Código Civil español, en 
cuyo artículo 1, inciso 6, estatuye que: “La jurisprudencia complementará el 
ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo reiterado, establezca el 
Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los principios 
generales del Derecho.”
En el sistema de Derecho del Common law (Derecho anglosajón) la fuente 
principal del Derecho es el precedente judicial. También es fuente de Derecho la 
ley, pero la importancia inicial del Derecho legislado2 es inferior al Derecho judicial, 
pues la norma legal, como expresa David:
Sólo se verá plenamente incorporada al Derecho una vez que haya sido 
aplicada e interpretada por los tribunales, y en la forma y medida en que se 
haya llevado a cabo esa interpretación y aplicación. . . se tiende a citar tan 
pronto como se pueda, no el texto legal, sino la sentencia en que haya recibido 
aplicación dicho texto legal. Sólo en presencia de dichas sentencias sabrá el 
jurista lo que quiere decir la ley, porque solamente entonces encontrará la 
                                                          
2 Al Derecho legislado en el sistema inglés se le conoce con el nombre de Statue law, que 
comprende propiamente los statutes (estatutos) y las Acts of Parliament (Actas u Ordenanzas del 
Parlamento).
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norma jurídica en la forma que resulta familiar, es decir, en la forma de regla 
jurisprudencial” (1969, pp.297-298).
2.3.2.  El precedente judicial en el Derecho anglosajón
El principio del stare decises et quieta movere (estese a los decidido, mantenga la 
quietud) significa que los jueces deben respetar lo decidido anteriormente y no 
cuestionar los puntos de Derecho ya resueltos. La decisión judicial, además de 
resolver una controversia, establece un precedente que servirá de fundamento 
para la solución de casos futuros semejantes.
Sus orígenes más remotos se encuentran en el Derecho romano donde surgió con 
el fin de evitar las arbitrariedades de los reyes, cónsules y emperadores romanos. 
Antes de Justiniano suplió la ausencia de normas, precisó el sentido de las pocas 
leyes existentes, consagró costumbres y garantizó la independencia de los jueces, 
evitando que se dictasen sentencias ad hoc en beneficio de los que ostentaban el 
poder. 
Se introdujo en Inglaterra con la invasión de los normandos de origen francés, o 
sea con la victoria del rey normando Guillermo el Conquistador en 1066. A partir 
de entonces convivieron en la isla los pueblos originarios y los invasores, lo que
originó que se fusionaran los Derechos, especialmente costumbristas, de los 
anglosajones, celtas, romanos y normandos. Esto fue posible debido a que 
Guillermo el Conquistador respetó la lex terrea, creando así, un Derecho distinto al 
de los otros pueblos europeos, que refleja el espíritu de una nación con una 
mentalidad política y cultural propia (Pound, 1954).
En la Edad Media, en la Europa continental la autoridad del rey era omnipotente, 
contrariamente, en Inglaterra, antes de la invasión normanda, el señor feudal era 
muy poderoso, los jueces dependían de él y no de un casi inexistente poder 
central. En opinión de Pound (1954) el poder de los señores feudales obligó a los 
reyes normandos a que gobernaran con asistencia o a través del consejo real 
(curia regia) integrado por los nobles más influyentes. Las funciones de gobierno 
se encomendaron a los ministros de la corte y la función legislativa al Parlamento 
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del rey. La función jurisdiccional se hizo a través de tres instituciones: la Court of 
King’s Bench (asuntos administrativos), la Court of Common Pleas (controversias 
civiles) y la Court of Exchequer (asuntos tributarios). 
Sobre la base de estas cortes se ha configurado la organización actual de los 
tribunales británicos, a partir de las leyes Administration of Justice Act (Acta de la 
Administración de Justicia de 1970) y Court Act (Acta de los Tribunales de 1971). 
Las cortes convirtieron a las costumbres feudales, de las tribus sajonas primitivas 
y de los pueblos invasores, en el Common law (Derecho común). Al interpretar y 
aplicar el Derecho existente, especialmente costumbrista, a la solución de casos 
concretos crearon precedentes obligatorios para ellas mismas y para las cortes 
inferiores, precedentes que ni ellas mismas podían cambiar, salvo por razones de 
trascendencia, lo que brindó predictibilidad al Derecho, evitó que el rey, sus 
ministros o el parlamento atentaran contra lo que se había venido considerando 
como justo o legal, lo que determinó que el stare decises se erijiera como un 
principio democrático.
En otros términos, en la antigüedad el Derecho inglés fue consuetudinario, luego 
con las decisiones de los jueces, quienes no podían decidir en forma distinta 
donde existe la misma razón, porque ésta no puede ser contradictoria, el Derecho 
consuetudinario se convirtió en jurisprudencial (David, 1969). Es decir, resuelto un 
caso concreto, en lo sucesivo todas las sentencias debían uniformarse a la 
decisión anterior cuando los casos son semejantes. Lo decidido en un caso 
concreto se convertía entonces en norma general.
En el precedente del sistema del Common law, según la distinción de Torres 
(2009) hay dos elementos: la ratio decidendi y el obiter dictum. La ratio decidendi
o Holding es el argumento que motiva la decisión normativa de una sentencia, es 
decir, es el núcleo central de la decisión o la razón de la decisión; sin la ratio 
decidendi, la decisión no sería la misma; se determina la ratio decidendi
analizando los hechos materiales de la sentencia y su fundamentación. El obiter 
dictum se refiere a aquellas consideraciones que no son necesarias para la 
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solución del caso, sólo sirven para robustecer la razón de la decisión, corroboran 
la decisión pero no tienen efecto vinculante, tienen solamente una función 
complementaria, persuasiva; si el obiter dictum se elimina, la decisión normativa 
de la sentencia sigue siendo la misma. 
2.3.3. La jurisprudencia en el sistema continental
Como en el sistema del Common law, en el romano germánico (sistema 
continental), históricamente, la costumbre fue anterior a la legislación. La distinción 
entre costumbre y ley, a como expresa Guzmán (2008) se hace a la manera de los 
griegos, quienes expresaban la siguiente fórmula: si está escrito es ley, si no está 
escrito es la costumbre. De la segunda se dice que es la más primitiva de las
formas en que nace el Derecho, lo cual resulta normal pues esta fuente es la más 
natural y espontánea.
Históricamente, el Derecho creado por los jueces tuvo una gran importancia, pero 
un conjunto de factores hizo que a raíz de la Revolución Francesa se produjese 
una fuerte reacción contra la admisión de la jurisprudencia como fuente del 
Derecho. La supremacía total de la ley que proclamaba la revolución y el dogma 
de la separación de poderes hicieron que se asignara a los jueces únicamente la 
aplicación de la ley, y al poder legislativo su creación (Océano, 2007).
Con las recopilaciones de Justiniano, pasando por las cartas de la Edad Media
que establecían los derechos de los señores feudales y los súbditos, las Grandes 
Ordenanzas de Luís XIV y Luís XV, los códigos prusiano y bávaro, los 
monumentos jurídicos universales como son el Código Napoleón de 1804, el 
Bürgerliches Gesetzbuch o BGB alemán del 1900 y el italiano de 1942, y los 
monumentos jurídicos latinoamericanos como son el Ezboco de Gómez Texeira de
Freitas en Brasil, el Código Civil de Andrés Bello que rige, con algunas 
modificaciones, en Colombia, Chile y Ecuador, y el Código de Vélez Sársfiel en 
Argentina, además de los numerosos códigos y leyes dictadas en los diferentes 
países de tradición romano germánica, floreció, creció y se desarrolló el Derecho 
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escrito, lo que ha determinado que en el Estado moderno, el Derecho sea obra, 
casi exclusiva, del legislador.
No obstante, en países desarrollados del sistema romano germánico, al cual 
dijimos, pertenece el sistema nicaragüense, el Derecho legislado, aunque en una 
posición preponderante, es alimentado, actualizado, y reforzado con la obra de los 
jueces, quien en opinión de Torres (2009) son los únicos intérpretes del 
ordenamiento jurídico con efectos vinculantes, razón por la que se afirma que la 
ley es lo que el juez quiere que sea. 
En los países con sistema de Derecho romano, una sólida formación jurídica de 
estos jueces, pero especialmente sus convicciones morales, les impide que 
resuelvan casos iguales o semejantes en forma diferente, o sea, advertida o 
inadvertidamente, están en la senda del precedente judicial obligatorio creando 
una justicia predecible, presupuesto necesario de la seguridad jurídica existente 
en esos países.
2.4. LA JURISPRUDENCIA COMO FUENTE DEL DERECHO TRIBUTARIO
NICARAGÛENSE
2.4.1. Críticas a su denominación como fuente del Derecho
Como se ha repasado, la jurisprudencia posee una sustancial relevancia en 
sistemas jurídicos como el Derecho anglosajón, caracterizados por ser 
eminentemente consuetudinarios. Sin embargo en la realidad jurídica 
nicaragüense la discusión es más amplia. Los inconvenientes para tener a la 
jurisprudencia como fuente del Derecho, y particularmente como fuente del 
Derecho tributario, deben ser observados primero, desde la óptica del Derecho 
civil, al ser éste el Derecho común por excelencia y base para el resto del 
ordenamiento jurídico nacional.
De la lectura el texto del Código de Procedimiento Civil, aparece en el inciso 2 de 
su artículo 443 la “doctrina legal” como subsidiaria de la “analogía”, ubicándose a  
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priori, como tercera fuente del Derecho Civil en nuestro país. No obstante, a como 
sostiene Guzmán (2008) la jurisprudencia como tal no puede ser considerada 
como fuente del Derecho civil. De esa aseveración expongo las razones que el 
jurista esgrime al respecto.
En verdad nuestro ordenamiento jurídico civil no utiliza, más que una única vez, la 
expresión jurisprudencia, quizá atendiendo al amplio sentido que ella tiene y al 
tiempo en que fueron dictados los códigos; así pues cuando los abogados 
mentamos esa palabra a lo que nos estamos refiriendo es a la llamada por el 
código “doctrina legal”, la cual se denomina así no porque tuviera rango de ley, 
sino por versar sobre la inteligencia de las leyes.
En ese sentido hay que otorgarle a jurisprudencia, ser opinión relativa a la forma 
de interpretar y aplicar una norma a un caso concreto. No obstante, a como 
sostiene Guzmán (2008) un análisis serio y detenido de esta “fuente del Derecho”, 
fuerza la interrogante sobre si esta “doctrina legal” es vocabulario del código, o 
“jurisprudencia”, en la práctica de foro siendo una mera expresión particular de la 
opinión de un Tribunal sobre la forma en que se aplica una norma, es una 
verdadera fuente del Derecho Civil.
La opinión del Dr. Guzmán se funda en Albaladejo (1991) cuya respuesta es 
claramente contraria a que constituya como una fuente del Derecho. Esta tajante 
respuesta, que sin duda matizaremos más adelante, la sostiene principalmente en 
el argumento de que, partiendo primero de la función de una fuente jurídica, no se 
puede decir que la jurisprudencia sea tal, pues su función no es crear normas de 
Derecho positivo, ni mucho menos.
Y es que si se acepta que la doctrina legal es una fuente del Derecho, entonces 
estaríamos aceptando que ella es vinculante para toda la ciudadanía y además, 
que tales opiniones se hallan revestidas de todas las características de una norma 
jurídica. Así, lógicamente se induce que el intérprete que genera la doctrina legal, 
también legisla y ello es incompatible con el Ordenamiento constitucional 
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nicaragüense3, especialmente, en el caso del principio de separación de poderes4
y del principio de legalidad5 con el que los entes se hallan limitados en su hacer 
por las facultades que la norma les otorga.
Esta dificultad que presenta la doctrina legal, lleva a los autores citados a la  idea 
de que entonces, ésta no pueda concebirse  como una fuente del Derecho.
En el ámbito legislativo la carencia de carácter de norma que tiene la doctrina 
legal, se encuentra reflejado en la armonización de varios preceptos. En primer 
lugar la Constitución Política, que establece con rotundidad que los jueces son 
independientes en sus criterios6, y en consecuencia, sólo deben obediencia a la 
Constitución y a  las leyes.
2.4.2. La jurisprudencia como interpretación oficial de la norma
Si bien es cierto, Albaladejo (1991) es categórico al excluir a la jurisprudencia o 
doctrina legal, del sistema de fuentes del Derecho, en el caso de la interpretación 
de las normas jurídicas, el referido autor sí admite que la jurisprudencia pueda 
tener vital importancia, llegando a utilizar, a modo de descripción popular, la frase: 
" La ley reina y la jurisprudencia gobierna".
Afirma, en el caso de su sistema jurídico (el español) que el Tribunal Supremo 
puede otorgar una interpretación a una norma que es la que se aplica aunque 
pueda ser errónea. Admite que hasta se puede plantear que la Jurisprudencia es 
más importante que la Norma Jurídica, pues, como antes se explica, prevalece no 
el sentido de la norma sino el que la jurisprudencia establece.
                                                          
3 Artículo 138 Cn: Son atribuciones de la Asamblea Nacional: 1) Elaborar y aprobar las leyes y 
decretos, así como reformar y derogar los existentes.
4 Artículo 129 Cn: Los Poderes Legislativo, Ejecutivo, Judicial y Electoral, son independientes entre 
sí y se coordinan armónicamente, subordinados únicamente a los intereses supremos de la nación 
y a lo establecido en la presente Constitución.
5 Artículo 183 Cn: Ningún Poder del Estado, organismo de gobierno o funcionario tendrá otra 
autoridad, facultad o jurisdicción, que las que le confiere la Constitución Política o las leyes de la 
República. 
6 Artículo 165 Cn: Los magistrados y jueces en su actividad judicial, son independientes y sólo 
deben obediencia a la Constitución y a la ley…
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A pesar de lo dicho anteriormente, según opinión del mismo autor, la 
jurisprudencia es fuente, de alguna manera, lo cual sólo se justifica por dos 
posibles razones:
Bien porque es considerada como fuente indirecta, lo que es lo mismo que decir 
que es fuente pero tomando por "fuente" algo distinto de lo que realmente es.
O bien porque lo que se quiere decir es, no que crea normas, sino que el sentido 
que les da al interpretarlas es de obligado acatamiento; lo cual no es ser fuente 
sino tener el poder de establecer la interpretación que ha de ser considerada 
oficial.
Tampoco se puede afirmar que la jurisprudencia es fuente por llenar las lagunas 
que dejan la ley y la costumbre, ya que el ordenamiento jurídico no tiene lagunas
(Albaladejo, 1991). Esto es así porque las posibles lagunas que dejasen la ley y la 
costumbre son llenadas aplicando los Principios Generales del Derecho. Por lo 
tanto lo que aparentemente establece la jurisprudencia no es regulación suya, sino 
de los Principios Generales que por ser abstractos necesitan ser aplicados al caso 
concreto.
Por último, Albadalejo explica que si aparentemente se puede afirmar que en el 
Código Civil español (caso similar al de nuestro Código de Procedimiento Civil) se 
le da esa función de llenar el ordenamiento jurídico, lo que en realidad se pretende 
es generar el respeto que en verdad se merece y la importancia que en la 
resolución de un asunto supone lo declarado por la jurisprudencia al aplicar e 
interpretar las normas.
Esta opinión del profesor Albadalejo la comparten Díez-Picazo, Bercovitz, 
Salvador Coderch, y Paz-Ares (1991), aunque con algunos matices que a 
continuación estudiaremos. Éstos, no tan distintos puntos de vista, se orientan a 
examinar la naturaleza de la jurisprudencia en un plano más bien práctico o 
funcional al cual no hay que restarle importancia pues no debemos olvidar que es 
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la práctica jurídica la que permite que el Derecho sea un campo cambiante al ritmo 
de la sociedad que normativiza.
Aún así, en su argumentación comienzan destacando la ambigüedad del inciso 6, 
artículo 1º del Título Preliminar del Código Civil español (“La jurisprudencia 
complementará el ordenamiento jurídico con la doctrina que, de modo reiterado, 
establezca el Tribunal Supremo al interpretar y aplicar la ley, la costumbre y los 
principios generales del Derecho” ).
Por un lado, afirman que no se cita a la jurisprudencia como fuente del Derecho, 
aunque sistemáticamente se la coloca dentro del precepto dedicado a la 
enumeración y puntualización de las fuentes.
Además se le asigna la función de complemento, o de agente integrador del 
ordenamiento jurídico, aunque no se precisa de manera especial en qué consiste 
esta función. A primera vista complementar es suplir las deficiencias de otras 
fuentes, pero no parece que sea esta la función asignada por el legislador; pues, 
como también explicaba el profesor Albadalejo, el ordenamiento jurídico es 
perfecto, ya que los Principios Generales del Derecho cumplen la función de llenar 
las posibles lagunas de la ley.
Ya en el caso del sentido práctico de la jurisprudencia, Diez-Picazo et al (1991)
establecen, alejándose de la ambigüedad que presenta la ley y adentrándose en el 
plano práctico antes mencionado, las funciones de la jurisprudencia:
 Una función de interpretación de las normas fijando el alcance de la 
inteligencia o la significación de las expresiones ambiguas u oscuras.
 Una función de interpretación integrada de las normas cuando se establece 
en ellas variantes.
 Y por último una función doble: primero de consagración de los principios 
jurídicos generales extraídos del ordenamiento, y segundo una función de 
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aplicación a través de procesos de concreción de las reglas exigidas por 
tales principios.
Para mejor comprensión de la cuestión abordada, es dable traer a colación la 
opinión del jurista español Castán Tobeñas (1986) sobre este asunto que nos 
ocupa; y aunque los puntos de vista de este autor no son sustancialmente distintos 
a los antes expuestos, su formulación sirve para tratar de concluir sobre una 
discusión que pudiere surtir campo para una tesis monográfica más focalizada.
El autor empieza aclarando que se trata de un problema más teórico que practico. 
En el terreno de la dogmática pura parece ser cierto que, sea cualquiera el valor 
que se reconozca a los usos judiciales en el orden de la interpretación y desarrollo 
de las normas jurídicas; no cabe considerar a la jurisprudencia como fuente del 
Derecho, al menos como fuente normal, sustantiva e independiente, toda vez que 
la creación o producción de nuevas reglas jurídicas no está dentro de la 
competencia de los Jueces y Tribunales, los cuales no pueden, 
constitucionalmente, desenvolverse más que dentro de la aplicación del Derecho 
reconocido como existente por los órganos legislativos. 
Pero, prácticamente, es bien difícil separar los respectivos campos de la 
producción y de la aplicación del Derecho, de la actividad jurisdiccional y de la 
actividad creadora. Se dice, con verdad, que la ley no tiene valor más que si se la 
aplica y en el modo en que se la aplica. Es la jurisprudencia la que constituye la 
forma viva del Derecho.
Por ello resulta indudable que la jurisprudencia puede ostentar la categoría y 
significado de una fuente del Derecho de naturaleza muy peculiar, que no puede 
ser confundida con las demás fuentes y que tiene sobre ellas la ventaja de realizar 
en el grado máximo posible la aproximación del hecho al Derecho.
Trascendencia jurídica de los precedentes del Tribunal Tributario Administrativo
45
2.4.3. El valor “aclarativo o explicativo” de la jurisprudencia en el Derecho tributario 
nicaragüense
Habida cuenta de lo hasta ahora estudiado, parece ser que, sobre la base de las 
premisas anteriores, y en estricto sentido de establecer un sistema de fuentes del 
Derecho Tributario, el legislador decidió dotarnos con la herramienta llamada 
“Código Tributario de la República de Nicaragua7”, donde se halla de forma 
jerarquizada un número de fuentes de esta rama del Derecho. 
Así tenemos en primer lugar a la Constitución Política, que es por supuesto la 
norma suprema y cúspide del ordenamiento jurídico; luego las leyes, inclusive el 
mismo código tributario; después los tratados, convenios o acuerdos 
internacionales vigentes; en cuarto lugar los reglamentos o disposiciones que dicte 
el Poder Ejecutivo en el ámbito de su competencia; en quinto lugar la 
Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia; y en sexto las disposiciones 
de carácter general que emita el titular de la Administración Tributaria con 
fundamento en las leyes respectivas y en estricto marco de su competencia.
Es destacable que en el ordenamiento tributario nicaragüense se encuentre 
establecida la Jurisprudencia (y como se ha leído la de la Corte Suprema de 
Justicia) como fuente de esta área del Derecho, a pesar de que está vigente en 
Nicaragua el más estricto principio de legalidad. Éste es  el que de manera más 
directa e inmediata, refleja el mandato constitucional de que los tributos se 
establezcan por medio de ley aprobada por el parlamento8.Y no sólo eso, sino que 
también se hará referencia a la necesidad de que los elementos estructurales que 
componen los tributos: hecho imponible, sujetos, base imponible, tipo de 
gravamen, etc., deben también manifestarse por medio de una ley9; de tal manera 
                                                          
7 Ley No. 562 (“la gaceta”, 2005), reformada por la Ley No. 598 (“la Gaceta”, 2006).
8 Artículo 114 Cn: Corresponde exclusivamente y de forma indelegable a la Asamblea Nacional la 
potestad para crear, aprobar, modificar o suprimir tributos…
9 Artículo 115 Cn: Los impuestos deben ser creados por ley que establezca su incidencia, tipo 
impositivo y garantías a los contribuyentes. Esta norma se encuentra más desarrollada en el 
artículo 3, inciso 3 del Código Tributario, el que prescribe que: Sólo mediante ley se podrá: Definir  
el hecho generador de la obligación tributaria; establecer el sujeto pasivo del tributo como 
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que el principio de legalidad no se limita a ordenar la mera aparición formal del 
tributo, sino que profundiza y comprende la aprobación por los súbditos, de todos 
los elementos que, en definitiva, van a utilizarse para determinar la cuota que han 
de pagar.
Por lo cual esta determinante en el ordenamiento tributario nos hace pensar que,
el legislador nicaragüense abrió un capítulo más en la constante caja de pandora 
de nuestro Derecho, al incluir como fuente de la disciplina tributaria a la 
Jurisprudencia. Pareciese, a priori, que la agria discusión doctrinaria en el Derecho 
civil nacional y comparado, hubiese sido callada por el legislador, quien sin más 
convierte a la Jurisprudencia en otra fuente de la rama tributaria, obviando las 
particularidades que en el “Derecho madre” (el civil) se han suscitado, y que con 
detenimiento hemos analizado.
Sin embargo, la premisa anterior, pudiera tener su norte en lo estipulado por el 
artículo 4 del Código Tributario, cuya letra nos dice que las normas tributarias se 
deben interpretar con arreglo a todos los métodos admitidos en el Derecho común 
y los establecidos en los convenios internacionales con fundamento en la 
legislación internacional respectiva. En todo caso, según prescribe el precitado 
artículo, la interpretación tiene un objeto eminentemente aclaratorio o 
explicativo y no implica en forma alguna que por esta vía se pueda crear, 
alterar, modificar o suprimir disposiciones legales existentes.
Por lo cual tiene lógica la opinión sostenida por Albaladejo y Díez Picazo, al 
afirmar ambos autores que la jurisprudencia tiene una función de interpretación 
autorizada, por así decirlo, pues lo que estatuyen los tribunales servirá de base 
para escudriñar el sentido y alcance de la norma, aplicada al caso concreto, y su 
valor erga omnes cuando el máximo tribunal haya interpretado determinada 
disposición legal en un sentido general aplicable a todos los casos que incurran en 
supuesto normativo. Lo anterior sería el límite sobre el cual permanecer al 
                                                                                                                                                                                
contribuyente o responsable; la responsabilidad solidaria; así como fijar la base imponible y de la 
alícuota aplicable.
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momento de tener a la jurisprudencia como fuente del Derecho tributario, 
entendiéndola como una fuente supletoria (es como dice el Código de 
procedimiento civil: “A falta de…”) de valor aclaratorio sobre el sentido de las leyes 
y normas tributarias.
2.4.4.  ¿Qué entender por Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia?
La jurisprudencia es definida por Torres (2009) como el conjunto de fallos firmes y 
uniformes de los tribunales; sin embargo, en el caso de Nicaragua el artículo 443 
del Código Procesal civil hace alusión a “la jurisprudencia de los tribunales”, sin 
referirse a un órgano especial, que por su nivel superior esté dotado de la 
capacidad para generar esa “jurisprudencia”. 
Este problema del Derecho civil tiene apenas una ínfima solución en nuestro 
Derecho Tributario, pues la ley de la materia deja sentado que se tiene como 
fuente del Derecho a la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia. Sin 
embargo su abordaje comienza y termina allí, siendo que no detalla cómo se 
formará esa jurisprudencia, ni qué  requisitos deben cumplirse para que una 
sentencia o conjunto de ellas deje sentada doctrina legal. 
En este sentido, por ejemplo, y al contrario del ordenamiento nicaragüense, la Ley 
de Amparo mexicana, segundo párrafo del art. 192, dispone que: 
Las resoluciones constituirán jurisprudencia, siempre que lo resuelto en ellas 
se sustenten en cinco sentencias ejecutorias ininterrumpidas por otra en 
contrario, que hayan sido aprobadas por lo menos por ocho ministros si se 
tratara de jurisprudencia de Pleno, o por cuatro ministros, en los casos de 
jurisprudencia de las salas.
El Código Procesal Civil y Mercantil de Guatemala (arts. 621 y 627) preceptúa
que para que se siente jurisprudencia, la Corte Suprema de Justicia debe emitir 
cinco fallos uniformes, no interrumpidos por otro en contrario. Así mismo el Código 
Procesal Civil del Perú, define en su artículo 400 lo que debe entenderse como 
“Doctrina jurisprudencial”:
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Art. 400. Doctrina jurisprudencial. Cuando una de las salas lo solicite, en 
atención a la naturaleza de la decisión a tomar en un caso concreto, se 
reunirán los Vocales en Sala Plena para discutirlo y resolverlo.
La decisión que se tome en mayoría absoluta de los asistentes al Pleno 
constituye doctrina jurisprudencial y vincula a los órganos jurisdiccionales del 
Estado, hasta que sea modificada por otro pleno casatorio.
En el caso nicaragüense deben tenerse en cuenta diversos factores. Primero, que 
al referirse el Código Tributario a jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, 
debemos determinar a cuál de las salas del Tribunal supremo se refiere. 
Recordemos que las cuestiones tributarias, por ser de Derecho Público, se 
suscitan entre los particulares y la Administración Tributaria (que es parte del 
Estado), entonces cualquier caso que llegue al conocimiento de la Corte Suprema 
lo hará por la vía constitucional, ya sea que se lesionen derechos y garantías 
consagradas en la Carta Magna, y habida cuenta del control constitucional que 
ejerce el máximo tribunal, o por la vía de lo contencioso-administrativo, que es el 
área donde se ventilan las controversias entre los particulares y el Estado10. 
Un dato interesante es que, hasta hace poco, la Sala de lo Contencioso-
administrativo de la Corte Suprema de Justicia se encontraba inoperante, siendo  
que mediante la Sentencia No. 40 de las nueve de la mañana del diez de junio de 
dos mil dos, reunida la Corte Plena de nuestro Tribunal Supremo, fue declarada 
parcialmente inconstitucional la Ley 35011, de regulación de la jurisdicción 
contenciosa administrativa. Siendo que la inconstitucionalidad declarada, según 
interpretación anterior del Supremo Tribunal, dejo inaplicable lo referido a la 
impugnación de los actos administrativos suscitados entre la Administración y los 
particulares, no habría entonces opinión de la sala mencionada en cuanto a la 
aplicación de la ley tributaria a casos concretos, en tanto que la vigencia de la Ley 
350 se mantenía sólo para los procedimientos de impugnación de las 
                                                          
10 No obviemos sin embargo, que nos referimos siempre al Derecho público, pues el Estado puede 
actuar como sujeto de una relación privada, en cuyo caso serían competentes para conocer las 
instancias de la judicatura civil; así mismo en las relaciones en las que el Estado actúa como sujeto 
de Derecho laboral (también Derecho Privado) serían competentes los organismos judiciales del 
trabajo.
11 Ley No.350, Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo contencioso-administrativo, aprobada el 
18 de mayo de 2000, publicada en La Gaceta No. 140  141 del 25 y 26 de julio de 2000.
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disposiciones de carácter general, y procedimientos especiales (controversias 
entre los municipios y el Gobierno Central, entre otras). Esta interpretación del 
máximo Tribunal puede verse en la Sentencia No. 09 de las ocho y treinta minutos 
de la mañana del seis de noviembre del dos mil siete, e incluso hasta mediados 
del año 2011, aparecía como nota aclaratoria en el sitio web del Poder Judicial, en 
el apartado de la Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Aunque, si bien es cierto lo anterior, la misma Sala de lo Contencioso 
Administrativo de la Corte Suprema de Justicia, en su Sentencia las diez de la 
mañana del día veintiocho de agosto de dos mil nueve, interpretó en su 
Considerando III que la inconstitucionalidad se dio:
…básicamente en cuanto a que la competencia para conocer de la Justicia 
Contencioso Administrativo, no corresponde a los Jueces y Tribunales 
Ordinarios de manera difusa, como se concibió en la Ley 350, de acuerdo al 
Sistema Inglés, sino de manera concentrada en la Propia Corte Suprema de 
Justicia… Hoy podemos afirmar con toda certeza que efectivamente el 
administrado puede y tiene la potestad para reclamar los actos y omisiones, 
generales o particulares de la Administración Pública.
Por lo tanto, puede decirse que la sala antes referida, “reactivó” su función de 
conocer las controversias entre la Administración Pública y los particulares, 
situación que redunda en el fortalecimiento del derecho a la defensa de los 
administrados. Lo que es lamentable, es que este “restablecimiento” haya ocurrido 
por la vía jurisprudencial, y no mediante una reforma a la Ley No. 350, que llenara 
los vacíos producidos por la declaración de inconstitucionalidad parcial.
Volviendo a la jurisprudencia de la Corte en general, debemos recordar que en
ciertos casos también debe tomarse en cuenta la interpretación emanada de la
Corte Plena, cuando deba fallarse sobre la inconstitucionalidad erga omnes de 
algún artículo o el todo de determinada norma tributaria.
En síntesis, entendemos la jurisprudencia en el Derecho tributario nicaragüense, 
como el criterio jurídico emanado de las Sentencias de la Corte Suprema de 
Justicia, sea la Sala de lo Constitucional, de lo Contencioso Administrativo, o de la 
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Corte en Pleno, y siendo que la ley no establece un número mínimo de fallos que 
en su reiteración formen jurisprudencia, se deberá tener cada Resolución como 
criterio jurisprudencial, salvo que la interpretación que se colija en ella, sea 
contraria a una Sentencia de fecha más reciente, en cuyo caso entenderemos que 
el criterio ha sido abandonado, y que se ha establecido nueva jurisprudencia.
Sin embargo, el cambio de criterio no puede ser arbitrario, y ante todo debe existir 
motivación debida sobre las circunstancias y fundamentos que se tienen para 
variar la jurisprudencia. Tal apreciación se colige de la lectura del último párrafo 
del artículo 13 de la Ley 26012, ley orgánica del poder judicial, norma que estatuye 
que: “Los Jueces y Magistrados deben resolver de acuerdo a los fallos judiciales 
precedentes y solo podrán modificarlos explicando detalladamente las razones 
que motiven el cambio de interpretación”.
2.5.  LA MANIFESTACIÓN DEL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA A 
TRAVÉS DE LA APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA
Como se ha visto, en ambos sistemas, tradiciones o familias jurídicas, el Derecho 
Civil y el Common law, rigen los principios de “igualdad de todos los ciudadanos 
ante ley”13, y “a igual razón, igual derecho”. Esto significa que si todas las 
personas son iguales ante la ley, el juez debe dar la misma respuesta jurídica a 
todos los casos iguales, semejantes o análogos. Una vez que la norma ha sido 
interpretada en un determinado sentido para su aplicación a un caso concreto, esa 
interpretación adquiere carácter de precedente jurisprudencial, es decir, a la 
manera de norma general y abstracta, de modo que en el futuro todos los casos 
semejantes al ya resuelto tendrán la misma solución jurídica, lo que garantiza al 
ciudadano una justicia predecible con la consiguiente seguridad jurídica para el 
desenvolvimiento de sus actividades.
                                                          
12 Ley No. 260: “Ley Orgánica del Poder Judicial de la República de Nicaragua”, aprobada el día 7 
de Julio de 1998, y publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 137 del 23 de Julio del mismo año.
13 Articulo 27 Cn: Todas las personas son iguales ante la ley, y tienen derecho a igual protección…
Trascendencia jurídica de los precedentes del Tribunal Tributario Administrativo
51
En el sistema tributario nicaragüense, la misma promulgación del Código 
Tributario tuvo especial énfasis en garantizar la vigencia del principio de seguridad 
jurídica, el que fue considerado por los legisladores como uno de los pilares del
sistema. Así, en el Considerando IV de la exposición de motivos del Código, los 
diputados expresaron que esta ley dedica especial atención a los derechos y 
garantías de los contribuyentes, lo que, obviamente viene a reforzar los derechos 
sustantivos de éstos últimos y a mejorar sus garantías en el seno de los distintos
procedimientos tributarios. En palabras de los formadores de la ley, la norma 
delimita, por cierto con bastante claridad y precisión, las pertinentes obligaciones y 
atribuciones de la Administración Tributaria. Ello resulta esencial para materializar 
aquellos que, con toda certeza se consagran como principios jurídicos rectores del 
sistema tributario: el principio de seguridad jurídica y el principio de igualdad en la 
tributación.
En el siguiente Considerando V los legisladores nos arrojan un concepto uniforme 
de lo que debe entenderse por seguridad jurídica, concepto que compagina con lo 
que hemos estado abordando hasta ahora. Y es que por seguridad jurídica ha de 
entenderse la posibilidad de prever las consecuencias y el tratamiento 
tributario de las situaciones de los contribuyentes, pudiendo pronosticar, de 
previo, las correspondientes decisiones administrativas y judiciales sobre tales 
situaciones y acciones. De la misma manera se recalca en este concepto que en 
la medida en que se observe dicho principio se promueve la plena confianza de 
los ciudadanos en sus instituciones y se les protege de la arbitrariedad.
Es así que en todos los sistemas jurídicos democráticos, la administración de 
justicia tiene por función, además de resolver conflictos e incertidumbres sociales, 
crear seguridad jurídica, tratando igual a los casos iguales y dando a cada parte 
litigante lo que le corresponde, con las correcciones establecidas por la ley o el 
precedente judicial, garantizando a la comunidad una justicia predecible.
Es imposible que jueces honestos e idóneos de uno y otro sistema de Derecho, 
guiados más por sus convicciones personales que obligados por el ordenamiento 
Trascendencia jurídica de los precedentes del Tribunal Tributario Administrativo
52
jurídico, resuelvan casos semejantes en forma diferente. Los que resuelven casos 
iguales en forma diferente son los otros, los que carecen de principios éticos o 
tienen una formación profesional deficiente.
El juez no es más que la boca de la ley, pues esta no opera por sí sola, sino que 
para su aplicación tiene que ser interpretada a fin de determinar cuál es su sentido 
y alcance con relación a un hecho específico; si se sostiene que el texto de la ley 
es claro, que no presenta dudas sobre su significado, se llegará a tal conclusión 
después de la interpretación. La interpretación o hermenéutica jurídica es la 
conditio sine qua non del Derecho, sin ella no hay desenvolvimiento del 
ordenamiento jurídico. La interpretación dada a la norma legal, consuetudinaria o 
contenida en los principios generales, sirve de fundamento indispensable para 
resolver casos futuros semejantes.
2.6. NATURALEZA JURÍDICA DEL CRITERIO DE LA ADMINISTRACIÓN: 
¿QUÉ ES LA “JURISPRUDENCIA ADMINISTRATIVA”?
Habiendo realizado un copioso análisis acerca del significado de la jurisprudencia, 
y su presencia dentro del sistema de fuentes del Derecho tributario nicaragüense, 
podemos entrar a discutir un tema que escasamente ha sido abordado por los 
juristas de nuestro país, y que incluso en el Derecho comparado resulta difícil 
encontrar documento que verse sobre lo que ha sido dado en llamar,
“jurisprudencia administrativa”; de esto hablaremos a continuación.
Siempre dentro de la teoría de las fuentes del Derecho, existe doctrina que tiene 
en cuenta a las fuentes no escritas del Derecho tributario, en este caso la 
costumbre. Alarcón García (2009) la define como la repetición de actos o del 
hecho que la constituye, más la convicción de la colectividad de que tal hecho 
tiene un valor jurídico. Su ámbito de aplicación en el Derecho Tributario es muy 
reducido como consecuencia de la vigencia del principio de reserva de Ley.
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No obstante lo anterior, en palabras de la misma autora es posible la admisión de 
otras formas imperfectas de costumbre, tales como la práctica administrativa y 
el precedente. 
Según Cortés Domínguez (1977) no hay duda que un tributo no puede 
establecerse ni estructurarse por medio de la costumbre. Sin embargo, es más 
dudoso que la costumbre o alguna de sus formas imperfectas de manifestarse no 
tengan trascendencia en aquellos campos del Derecho tributario ajenos a la 
relación jurídica tributaria material. Veamos:
En Principio, conviene distinguir la costumbre propiamente dicha de la práctica 
administrativa y del precedente. Aquella exige la repetición del hecho o de los 
actos que la constituyen, unida a la opinio iuri, es decir, a la convicción de que tal 
hecho o tales actos tienen un valor jurídico, es decir, deben hacerse así. Es 
evidente que cuando tales actos son contrarios a la ley (consuetudo contra legem) 
o independiente de ella (praeter legem) no pueden constituir una norma jurídica en 
materia tributaria. Pero cuando el uso es secundum legem (conforme a la ley) no 
parece que deba negársele su carácter de fuente; sólo que esta manifestación de 
la costumbre apenas tiene importancia en Derecho tributario.
La práctica administrativa es el uso de la Administración. La forma constante y 
uniforme de la actuación de los organismos administrativos. Se distingue de la 
costumbre en que no contiene la convicción de su vinculatoriedad, sino que se 
trata, simplemente, de un uso; son formas características del actuar administrativo, 
pero no reflejan principios jurídicos, sino reglas de buena gestión burocrática, por 
tanto, no obligan ni a la Administración ni a los administrados (Alarcón García, 
2009).
Es muy difícil precisar hasta dónde llegue el valor normativo de la práctica 
administrativa que, desde luego, tiene una gran trascendencia en la vida tributaria. 
¿Acaso no constituiría una lesión al derecho de un contribuyente el que la 
Administración observara con él una conducta que le es desfavorable, muy 
diferente a la que sigue con los demás sujetos pasivos del impuesto? La práctica 
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administrativa, en efecto, supone muchas veces la manifestación externa y 
concreta de la interpretación que la Administración da a los preceptos tributarios. 
¿Puede afirmarse, sin dudar, que la práctica administrativa –siempre que se 
pruebe- no genera una expectativa justa y legítima en los contribuyentes a que la 
Administración operará en la forma acostumbrada?
En todo caso parece claro que la práctica administrativa puede constituir una 
prueba del entendimiento que “tradicionalmente” ha dado la Administración a una 
norma tributaria. 
Por lo que se refiere al precedente, que es la actuación de la administración en 
cuanto resuelve, Cortes Domínguez (1977) manifiesta que la doctrina y la 
jurisprudencia españolas (en su caso) le han negado, en algunas ocasiones,
categoría de fuente del Derecho tributario (obsérvese que ya hemos analizado la 
amarga discusión sobre si la misma jurisprudencia es fuente del Derecho en 
general), fundándose en que no tienen carácter vinculante, que, en todo caso, 
correspondería a la norma en la que el precedente se ha basado. Pero al igual que 
ocurría en la práctica administrativa, esa opinión no puede sustentarse de modo 
absoluto, porque de hecho “los particulares pueden acogerse a los precedentes 
administrativos para forzar a la Administración a actuar en un determinado 
sentido” (García de Enterría, 1975), y ello porque la Administración no puede 
actuar arbitrariamente, de ahí que la Administración tenga prohibido apartarse del 
precedente cuando ello signifique una arbitraria discriminación para un particular, 
dado que eso constituiría una violación al principio de seguridad jurídica.
Esta arbitraria discriminación es lo que precisamente busca erradicar el Código 
Tributario nicaragüense, cuando en el Considerando V de su exposición de 
motivos expresa que por seguridad jurídica ha de entenderse la posibilidad de 
prever las consecuencias y el tratamiento tributario de las situaciones de los 
contribuyentes, pudiendo pronosticar, de previo, las correspondientes 
decisiones administrativas y judiciales sobre tales situaciones y acciones. 
Nótese que en la exposición de motivos se habla de pronosticar las decisiones 
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administrativas, por lo cual implícitamente, en nuestro sistema jurídico tributario 
parece admitirse esta idea de que, en aras del respeto al principio de seguridad 
jurídica, la Administración debe respetar el criterio que ha sostenido 
reiteradamente y que ha aplicado en la resolución de los recursos presentados por 
los contribuyentes y responsables. 
En sistemas jurídicos como el peruano, la relevancia del precedente administrativo 
es tal que incluso en su Código Tributario se contempla la publicación de las 
resoluciones del Tribunal Fiscal, como medio de protección de los derechos de los 
contribuyentes, llegando a utilizar la ley el concepto de “Jurisprudencia 
administrativa”, para referirse a la “interpretación de modo expreso y con 
carácter general de la legislación” (nótese que, a como se ha dicho en líneas 
anteriores, la función de la jurisprudencia es básicamente la interpretación oficial 
de la norma). 
En este sentido, el Decreto Supremo No. 135-99-EF: “Texto Único Ordenado del 
Código Tributario”, publicado el diecinueve de agosto de mil novecientos noventa y 
nueve en el Diario Oficial “El Peruano”, dispone en su artículo 154 que: 
Las resoluciones del Tribunal Fiscal que interpreten de modo expreso y con 
carácter general el sentido de normas tributarias, así como las emitidas en 
virtud del Artículo 102°, constituirán jurisprudencia de observancia 
obligatoria para los órganos de la Administración Tributaria, mientras 
dicha interpretación no sea modificada por el mismo Tribunal, por vía 
reglamentaria o por Ley. En este caso, en la resolución correspondiente el 
Tribunal Fiscal señalará que constituye jurisprudencia de observancia 
obligatoria y dispondrá la publicación de su texto en el Diario Oficial. De 
presentarse nuevos casos o resoluciones con fallos contradictorios entre sí, el 
Presidente del Tribunal deberá someter a debate en Sala Plena para decidir el 
criterio que deba prevalecer, constituyendo éste precedente de observancia 
obligatoria en las posteriores resoluciones emitidas por el Tribunal. La 
resolución a que hace referencia el párrafo anterior así como las que impliquen 
un cambio de criterio, deberán ser publicadas en el Diario Oficial. En los casos 
de resoluciones que establezcan jurisprudencia obligatoria, la Administración 
Tributaria no podrá interponer demanda contencioso-administrativa. 
Por lo tanto, del análisis del caso peruano, podemos comprender el alcance y la 
función del precedente administrativo, llamado por algunos como jurisprudencia 
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administrativa, como medio de protección de los derechos de los usuarios de 
determinada ley, que en el caso estudiado y de referencia a este trabajo, serían 
los contribuyentes y sujetos pasivos  y activos de la obligación tributaria, todo lo 
anterior, en el marco del Principio de Seguridad Jurídica.
Es aquí que juega su papel dentro del sistema tributario nicaragüense, el Tribunal 
Tributario Administrativo (de cuya creación y alcance trataremos más adelante), 
como organismo superior dentro de la administración pública, encargado de dirimir 
reclamaciones tributarias a través de sus resoluciones,
De tal manera que la creación por medio del Código Tributario, de un organismo 
colegiado dedicado exclusivamente a la resolución de las reclamaciones
suscitadas entre la Administración Tributaria y los particulares, máxime que dicho 
ente es independiente de esa Administración Tributaria, nos trae la pregunta de si 
en realidad, el criterio oficial vertido por esta autoridad, no constituye acaso una 
herramienta para la defensa de los derechos y garantías de los contribuyentes y 
responsables. Pues en opinión de este servidor cabe decir que, si la ley tributaria 
busca la permanencia del principio de seguridad jurídica, y que el fin de éste es la 
previsión de las actuaciones de los órganos administrativos y judiciales, 
entonces la opinión del Tribunal Tributario Administrativo debe considerarse 
criterio autorizado de interpretación de las normas tributarias. A priori, la anterior 
pareciera una fuerte premisa en un sistema poco acostumbrado a adentrarse en la 
profundidad de sí mismo, pues a veces no estamos conscientes de las 
oportunidades que nos ofrece la ley, sin embargo la idea planteada no es más que 
una posibilidad que nos ofrece el ordenamiento jurídico, y que para la mejor 
defensa de los derechos y garantías de los contribuyentes, permite abordar los 
criterios contenidos en sus innumerables resoluciones emitidas en estos casi cinco 
años de existencia, como una herramienta más para la protección de estos 
derechos, y una muestra de la vigencia del Principio de Seguridad Jurídica 
tributaria en Nicaragua.
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CAPÍTULO 3
EL TRIBUNAL TRIBUTARIO ADMINISTRATIVO Y SU VIGENCIA EN EL 
SISTEMA JURÍDICO NICARAGÛENSE
En el presente estudio, se aborda la importancia de las resoluciones del Tribunal 
Tributario Administrativo a la luz del principio de seguridad jurídica, es decir que, al 
ejercer este organismo una labor de interpretación de las normas tributarias, a 
través de los pronunciamientos que emite, está proveyendo a los usuarios del 
sistema, ya sea funcionarios de la Administración Tributaria, contribuyentes, 
responsables o ciudadanos en general, de una herramienta eficaz para la 
comprensión de esta parte del ordenamiento jurídico, lo que a la postre permite 
una aplicación correcta de la legislación fiscal, y reglamentos derivados. 
Sin embargo, para decir que tales resoluciones están revestidas de esa 
trascendencia, habrá que establecer que el órgano que las dicta no adolece de 
vicios en su constitución o funcionamiento, y que el mismo no contraviene en su 
actuar al ordenamiento jurídico, en cuya cúspide se encuentra la Constitución 
Política.
En este capítulo se abordará la vigencia del Tribunal Tributario Administrativo en el 
Derecho nicaragüense. Para esto, iniciaremos repasando el origen mismo del 
Derecho Administrativo, y de la evolución hacia el modelo de Tribunales 
Administrativos investidos de jurisdicción, a los que distinguiremos de los 
organismos administrativos que de forma descentralizada, ejercen la facultad 
revisora de los actos administrativos previos, facultad consagrada en el principio
Autotutela administrativa.
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3.1. CONSIDERACIONES PRELIMINARES
El Derecho administrativo como nueva rama jurídica es una concepción francesa. 
Es un Derecho esencialmente jurisprudencial, su historia va a la par con el origen 
y evolución de la jurisdicción contencioso-administrativa (Pellegrino, 1999). De 
acuerdo a Marienhoff (1965, p. 147) éste es un "derecho joven" que está en plena 
formación y evolución, y esto se advierte examinando cualquiera de sus 
instituciones fundamentales cuyas nociones conceptuales y principios correlativos 
han sufrido profundas transformaciones desde un tiempo a esta parte.
Por consiguiente, para definir al Derecho administrativo se han adoptado múltiples 
perspectivas, pero una de las opciones es, precisamente, la que gira sobre un 
criterio personal o subjetivo, es decir, que esta rama jurídica es, simplemente, “el 
Derecho de la Administración” (Martín Mateo, 1967, pp. 34-35) y, por ende, el 
objeto del Derecho administrativo es la Administración Pública en todas sus 
manifestaciones. 
En efecto, sostiene el profesor Brewer-Carías (1996) que el Derecho 
administrativo puede considerarse, simplemente como el Derecho de la 
Administración Pública, entendiéndose por Administración Pública, en primer 
lugar, desde el punto de vista orgánico, el conjunto de sujetos de Derecho que 
personifican al Estado, su organización y los medios para su funcionamiento; y, en 
segundo lugar, desde el punto de vista material, el ejercicio de la función 
administrativa como una de las funciones del Estado y la realización de su
actividad administrativa.
Dentro de esta definición, existe una serie de bloques de regulación del Derecho 
administrativo, dentro de los cuales el profesor Brewer-Carías (1996 p. 23) afirma 
que:
…es campo propio y normal del Derecho administrativo, el régimen del control 
de las Administraciones Públicas, de sus funcionarios y de sus actividades, 
tanto de carácter administrativo como fiscal, y en particular, el régimen del 
control contencioso-administrativo para garantizar la tutela efectiva de los 
administrados y de las propias personas estatales.
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3.2.  ORIGEN DEL DERECHO ADMINISTRATIVO Y DE LA JURISDICCIÓN 
ADMINISTRATIVA
Según Rivero (1984) la doctrina administrativa ha sostenido que para la creación y 
existencia del Derecho administrativo, se requiere la concurrencia de dos 
condiciones o principios, a saber, la existencia de una Administración 
suficientemente desarrollada, y la aceptación del principio según el cual la 
Administración, rama del ejecutivo, está sometida a la ley. Por consiguiente, a 
través de estos dos principios, se hace posible y necesaria la creación del 
Derecho administrativo y, por tal razón, la doctrina ha afirmado que Francia fue el 
primer país que reunió estos dos elementos fundamentales que hicieron posible la 
creación de esta disciplina.
En efecto, su origen próximo lo encontramos en la época inmediatamente 
posterior a la Revolución Francesa, sin embargo, podemos encontrar algunos 
antecedentes en la época de la Monarquía.
3.2.1. El Derecho administrativo en el antiguo régimen
Puede decirse que el Derecho público existe como tal desde que existe la 
civilización, ya que por muy simples que fueran los sistemas políticos siempre han 
necesitado de normas que rijan las relaciones entre el poder y los súbditos. Pero a 
pesar de ello, y de que las garantías judiciales alcanzaron ya en el Antiguo
Régimen un notable estado de desarrollo, no puede hablarse todavía en esta 
época de Derecho administrativo porque no existe aún la Administración Pública. 
Además, es muy difícil hablar en esta época de una justicia administrativa, 
aunque, ya entonces, existían órganos contenciosos y recursos en materia 
administrativa; la realidad de los hechos exige rechazar su carácter jurisdiccional 
puesto que lo que se trataba era de crear una especie de tribunal dependiente del 
Rey que presentara los súbditos la apariencia de la justicia sin aplicarla en 
realidad (Rodríguez R, 1996, P. 18).
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Por tanto, no existe una conciencia unitaria de la Administración y, mucho menos, 
un Derecho que regule su actuación ni una jurisdicción unitaria que conozca de 
sus actos, lo que sólo será posible tras la Revolución Francesa. 
No obstante, debemos mencionar, que en esta época ya se conocen algunos 
tribunales especializados en asuntos administrativos. Por ejemplo las Cámaras de 
Cuentas, creadas por Felipe V en 1319 como un ente dotado de poderes 
administrativos y jurisdiccionales para el control de los negocios financieros de la 
corona (Penagos, 1994), jurisdicciones para problemas de aguas y bosques y la 
Corte de Monedas. Sin embargo, no se podía hablar aún de la existencia de un 
Derecho administrativo ni de una jurisdicción administrativa, por cuanto las 
actividades de estos organismos estaban regidas por el principio de la soberanía 
del Monarca, que implicaba, a su vez, que "toda justicia emana del Rey".
Es decir, estos tribunales más que juzgar a la Administración, lo que hacían era 
defender los intereses de ésta, los cuales, a su vez, eran los del Rey. Además, 
eran organismos dependientes del monarca, hasta el punto que éste podía en 
cualquier momento asumir la competencia en relación con algún litigio, para ser 
fallado directamente por él. En definitiva, estos tribunales, en los asuntos muy 
limitados que conocían juzgaban en nombre del Rey, no en nombre de la 
comunidad.
3.2.2. El Derecho Administrativo después la Revolución Francesa
La mayoría de los autores que se han enfrentado con el estudio de la elaboración 
histórica del Derecho administrativo, entienden que esta rama del Derecho nace 
de la Revolución Francesa. 
En efecto, la Revolución Francesa fue una revolución política, social y económica, 
sobre la cual se va a construir el Estado de Derecho y el liberalismo. De hecho, 
por una parte, significa el fin del Estado Absoluto; la organización política que se 
va a encontrar va a tener poderes limitados, no sólo porque el Estado se va a 
encontrar separado en sus poderes para realizar el adecuado balance y 
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contrapeso entre ellos, sino porque el poder legislativo y a través de él, la ley, va a 
tener la supremacía. Frente al poder personal y arbitrario existente con 
anterioridad, el gobierno por y en virtud de las leyes va a prevalecer, y de ahí la 
sumisión del Estado al Derecho y al Principio de la Legalidad (Brewer-Carías, 
1996, p. 38). Y, por otra parte, la Revolución Francesa formula los principios de la 
filosofía política que permanecerán como base de toda la elaboración ulterior: la 
primacía de la ley, la separación de las autoridades administrativas y judiciales, el 
liberalismo político, la igualdad de los ciudadanos ante la Administración y el 
liberalismo económico. De esta ideología, a como sostiene Rivero (1984) algunos 
componentes se han esfumado, pero la mayoría han guardado su autoridad; ellos 
proveen al Derecho administrativo, de lo esencial en sus principios generales.
Por ende, de la Revolución Francesa surge y se irá desarrollando el Derecho 
administrativo, con distintos ritmos y con diversos matices, según los países, como 
una construcción paralela e inseparable de la del Estado de Derecho. 
En el modelo liberal burgués que impusieron los revolucionarios de 1789 estaban 
los principios y, por tanto, el germen de lo que hoy llamamos Derecho 
administrativo, aunque no el Derecho administrativo entero y cabalmente 
construido.
En este sentido, Chinchilla Marín (1992) afirma que autores franceses tales como 
Hauriou, Duguit y Weil, alemanes como Mayer y Merkl e, italianos como Santi 
Romano, Zanobini y Giannini, comparten la opinión de que el Derecho 
administrativo nace de la Revolución Francesa. Asimismo, el tratadista español 
García de Enterría ha formulado y defendido esta tesis, afirmando que no sólo el 
Derecho administrativo sino todo el Derecho público contemporáneo ha surgido de 
ahí.
En efecto, al triunfar la Revolución se produjo una circunstancia histórica que se 
convirtió en el fundamento de la jurisdicción administrativa e indirectamente del 
mismo Derecho administrativo. Esa circunstancia de tipo histórico fue la 
desconfianza de los hombres de la revolución hacia los Tribunales o Parlamentos 
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Judiciales que eran los organismos encargados de administrar justicia en la época 
anterior.
De hecho, en los últimos tiempos de la Monarquía, estos parlamentos se habían 
convertido en verdaderos obstáculos a la política y decisiones del Rey, pues se 
idearon mecanismos para no aplicar las decisiones cuando las consideraban 
improcedentes. En estas condiciones, los nuevos gobernantes temieron que los 
parlamentos llegaran igualmente a entrabar la nueva política surgida de la 
Revolución. Además la teoría de la tridivisión del poder en ramas separadas e 
independientes, hizo pensar que las labores jurisdiccionales debían estar 
completamente alejadas de la administración. En consecuencia, mediante textos 
de carácter legal se prohibió a los jueces inmiscuirse en los asuntos de la 
administración.
Así, la Ley 16-24 de agosto de 1790, estableció que:
…las funciones judiciales son y continuarán siendo separadas de las funciones 
administrativas. Los jueces no podrán, bajo pena de prevaricato, inmiscuirse de 
ninguna manera en las operaciones de los cuerpos administrativos, ni citar 
ante ellos los funcionarios de la administración por razón de sus funciones. 
La ley mencionada tuvo por finalidad cambiar radicalmente el sistema de control 
que se operaba durante la Monarquía. Penagos (1993) opina que el cambio fue de 
tal manera total, que desde dicho año se sentó el principio que la "administración 
no debía ser controlada por los Tribunales ordinarios".  
Asimismo, el Código Penal de 1791 da al principio una garantía penal, al tipificar 
como delito la inmisión de los jueces en la acción administrativa.
Igualmente, este principio fue elevado a categoría constitucional, mediante la 
Carta Magna francesa de 1791 (Título III, Capítulo V, artículo 3º), la cual 
determinaba expresamente que "los tribunales no pueden inmiscuirse en el 
ejercicio del poder legislativo, o suspender la ejecución de las leyes, ni en las 
funciones administrativas, o citar ante ellos los funcionarios de la administración 
por razón de sus funciones".
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Sin embargo, esta prohibición tendría graves secuelas desde el punto de vista de 
la ideología política propia de la Revolución, ya que implicaba que la 
Administración no tendría un juez que juzgara su conducta, lo cual podría traer 
como fácil consecuencia la arbitrariedad, quedando así fundamentalmente 
desvirtuado el principio de legalidad, uno de los pilares de la nueva ideología 
política, según el cual la Administración debía someter su actividad al 
ordenamiento jurídico (Pellegrino, 1999). Al no existir un juez o autoridad ante 
quien pudieran dirigirse los gobernados en caso de considerar que la 
Administración estaba actuando ilegalmente, este principio quedaba como un 
simple enunciado teórico.
Ante esta situación negativa, se pensó que la manera de remediar la referida 
irregularidad podría consistir en que los particulares presentaran sus 
reclamaciones ante la misma Administración. Es decir, se estableció la institución 
de la administración-juez, según la cual, las reclamaciones contra la 
Administración eran resueltas por ella misma. Fue así como, mediante la 
Constitución de 1799, fundamentalmente obra de Napoleón, se creó el Consejo de 
Estado como una imitación, en algunos aspectos, del antiguo Consejo del Rey.
Existe casi unanimidad en la doctrina administrativa, al señalar que los aportes 
filosóficos y políticos de la Revolución Francesa son fundamentales en la 
estructura y orientación del Consejo de Estado y de los Tribunales Administrativos 
de Francia y del mundo. Sin embargo, si bien el Consejo de Estado es a menudo 
presentado, como obra napoleónica, es necesario decir que el nombre y sus 
funciones vienen del antiguo régimen, pero fue Napoleón quien supo dar a esta 
institución un espíritu nuevo y renovado (Auby et Drago, 1975, citados por 
Pellegrino, 1999).
El término Consejo de Estado englobaba todas las formaciones que constituían el 
Consejo del Rey, es decir, que es ante todo un Consejo de Gobierno. En efecto, 
en el sistema antiguo, el Consejo del Rey era una institución asesora, un órgano 
de consulta del Gobierno en asuntos políticos y administrativos, lo cual es 
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explicable, pues la Monarquía lo utilizaba para acertar en la toma de sus 
decisiones.
La Ley del 27 de abril de 1791 ya había suprimido el Consejo del Rey y organiza 
en forma embrionaria una especie de Estado y un Consejo de Ministros al cual 
confía el examen y dificultad de los asuntos de competencia del Ejecutivo. No 
obstante, a como sostiene Pellegrino (1999) la experiencia de varios años 
comprobó que una justicia administrada por hombres dedicados a la actividad 
política dejaba mucho que desear, lo cual provocó que en el año de 1799 se 
creara a inspiración de Napoleón Bonaparte el Consejo de Estado con 
independencia de los otros organismos del Estado.
El Consejo de Estado creado a inspiración de Napoleón conocía de todos los 
asuntos encomendados al antiguo Consejo del Rey y se distinguían sus funciones 
contenciosas, de consulta y de casación, además, de preparar los proyectos de 
decisiones que debía tomar el Jefe de Estado.
Por otra parte, en la misma época, se crearon en los departamentos los Consejos 
de Prefectura con la función de asesorar al prefecto (gobernador) en la misma 
forma que el Consejo de Estado lo hacía respecto del Jefe de Estado.
Ahora bien, la creación del Consejo de Estado y de los Consejos de Prefectura 
como organismos asesores del jefe del poder ejecutivo, implicaba que no tenían 
un carácter jurisdiccional, sino que hacían parte de aquél. Es decir, que en materia 
de conflictos administrativos se presentaba el fenómeno de la "justicia retenida", 
en el sentido de que si bien los organismos asesores estudiaban el caso y 
proponían la solución, el jefe del ejecutivo "retenía" el poder de tomar propiamente 
esa decisión (Pellegrino, 1999). Esta justicia retenida permanece hasta el año de 
1872, con una breve interrupción desde 1849 hasta 1852, en donde empieza 
realmente una etapa de florecimiento para el Derecho administrativo, con la 
llamada justicia delegada.
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Sin embargo, esta situación fue evolucionando lenta pero progresivamente. En 
efecto, en 1806 se creó dentro del Consejo de Estado una comisión contenciosa, 
con el fin de separar la asesoría en materia de conflictos de todos los demás 
aspectos que conocía ese organismo, es decir, era encargada de centralizar todos 
los asuntos contenciosos que eran presentados al Consejo de Estado. Por tanto, 
el Consejo de Estado fue adquiriendo una importancia tal, que empezó a ser 
mirado como una institución cada día más respetable. 
Fue así como en un momento dado, a pesar de que la justicia administrativa 
seguía retenida en manos del jefe del ejecutivo, empezó a considerarse que en la 
práctica quien administraba justicia era el Consejo de Estado, pues aquél se 
limitaba a firmar las soluciones a los conflictos que éste le proponía. Es decir, a 
pesar de que teóricamente el Consejo de Estado no tenía el poder de decidir, en la 
práctica sus puntos de vista eran los que se imponían. 
Ese auge del Consejo de Estado trajo como consecuencia el que mediante la Ley 
del 24 de mayo de 1872, se le reconociera carácter jurisdiccional y se instalara el 
sistema de justicia delegada. La referida Ley convirtió al Consejo de Estado en 
un cuerpo judicial autónomo, pues le dio competencia para administrar justicia en 
forma independiente y en nombre del pueblo francés.
El carácter jurisdiccional quiere decir que se le reconoció como juez de la 
Administración y no ya como un simple cuerpo asesor de ella. Con la justicia 
delegada ya no era el jefe del ejecutivo quien tomaba las decisiones, sino que 
ellas correspondían directamente al Consejo de Estado, "en nombre del pueblo". 
Igualmente, en ese momento se creó el Tribunal de Conflictos, con el fin de 
resolver las dudas que se presentaran en relación con la competencia entre los 
tribunales comunes y los tribunales administrativos. Es decir, se creó claramente 
el sistema de la "dualidad de jurisdicciones", por cuanto la tercera rama del 
poder quedaba dividida en dos brazos independientes entre sí: la jurisdicción 
común, encargada de los litigios civiles y penales; y, la jurisdicción administrativa o 
contencioso-administrativa, encargada de los litigios de la Administración. 
Trascendencia jurídica de los precedentes del Tribunal Tributario Administrativo
66
Sin embargo, la competencia que se le otorgó al Consejo de Estado fue de 
carácter especial y no general, lo cual significaba que sólo podía conocer de 
aquellos asuntos que expresamente le otorgara la ley y los demás asuntos 
seguían sometidos a la decisión de la misma Administración, bajo el sistema de la 
"administración-juez". Pero el mismo Consejo de Estado puso fin a esta 
situación de limitación a su competencia, mediante el arrêt Cadot (Fallo o 
Resolución del caso Cadot) de 1889, con lo cual demostró definitivamente el poder 
jurídico que había adquirido a través del tiempo; allí se autoconfirió la competencia 
general en materia de litigios de la Administración, a pesar de que la ley sólo le 
confería una competencia especial.
3.2.3.  La Jurisdicción Contenciosa Administrativa
La expresión contencioso-administrativa procede de la Revolución Francesa. Sin 
embargo, este concepto expresa una contradicción que sólo se justifica por los 
motivos que ocurrieron en su origen, pues se pretendía para la Administración 
funciones como la de la justicia.
En efecto, la expresión contencioso administrativo une dos conceptos opuestos: 
contencioso y administrativo. El vocablo "contencioso" significa contienda -
cuando se comenzó a utilizar en Francia se la entendía como litigio-. La palabra 
"administrativo", sustantivación de administración, significa dirección ejecutiva de 
personas y cosas, según Pellegrino (1999) cuando comenzó a usarse en Francia 
representaba la materia correspondiente a esta clase de litigio. Por ello, en su 
origen, la prenombrada expresión significó "litigio administrativo", pero, como 
debían tramitarse ante órganos que formaban parte de la Administración Pública, 
se llamó a la actividad correspondiente "jurisdicción contencioso-
administrativa", por consiguiente, el término originariamente comprendía litigios 
desenvueltos en la Administración Pública 
Ahora bien, si la expresión "contencioso administrativo" había unido en una 
sola palabra dos conceptos opuestos, la nueva frase "jurisdicción contencioso-
administrativa", identificaba al mismo tiempo dos funciones más contradictorias: 
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litigios jurisdiccionales resueltos por órganos de la Administración Pública.  Para 
Fiorini (1965, P. 66):
…los vocablos que integraban la nueva frase se oponían a la teoría de la 
división de poderes, ya que, la referida frase reconocía funcionalmente al 
mismo poder que había dictado o realizado el acto controversial la facultad de 
juzgarlo por sí mismo. Es decir, que la Administración Pública juzgaba como 
juez sus mismos actos.
Las normas legislativas que crearon la jurisdicción contencioso-administrativa 
provenían del Decreto dictado en Francia el 22 de diciembre de 1789, que 
establecía lo siguiente: "Las administraciones de departamentos, o de distrito, no 
podrán ser perturbadas en el ejercicio de sus funciones administrativas por ningún 
acto del poder judicial". A su vez, esta norma fue consagrada en el artículo 3º de la 
Constitución del año 1791, según el cual: "Los tribunales no pueden intervenir en 
las funciones administrativas o citar ante ellos a los agentes de la Administración, 
por razón de sus funciones". Posteriormente, estos dispositivos fueron ratificados 
por la Ley del 16 de Fructidor del año III (2 de septiembre de 1795), donde se 
dispuso, que: "Se prohíbe intervenir a los tribunales de conocer los actos de la 
administración de cualquier especie que ellos sean".
Entonces, los litigios en los cuales la Administración estaba interesada escapaban 
del conocimiento de los tribunales. Alguna opinión minoritaria considera que la 
prohibición de inmiscusión que se impuso al Poder Judicial se debió 
principalmente a la aceptación del principio según el cual "juzgar a la 
Administración es también administrar", principio que hace a la jurisdicción 
administrativa partícipe de la acción administrativa (Sandevoir, 1964, p.75, citado 
por Pellegrino, 1999).
Por otra parte, los tratadistas franceses Auby et Drago (1975, citados por 
Pellegrino, 1999) afirman que lo Contencioso Administrativo, en sentido amplio 
designa los litigios que pueden nacer de la actividad de la Administración Pública, 
así como los procedimientos que permitan las resoluciones de estos litigios y que 
el Contencioso Administrativo, como rama del Derecho, es el conjunto de reglas 
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jurídicas que regulan la solución por vía jurisdiccional de los litigios 
administrativos.
Para el jurista francés Lafferriere (1860), citado por Losson Ramos (2004) lo 
Contencioso Administrativo es la contienda administrativa entablada entre la 
Administración Pública y los particulares, en la que se discute la eficacia jurídica 
legal de una resolución administrativa que ha causado estado, aunque puede 
ofrecer manifestaciones diversas fundamentalmente diferentes, pues sabe que la 
contienda versa acerca del reconocimiento de un derecho administrativo a favor 
del reclamante (Contencioso Subjetivo); o simplemente acerca de si la autoridad 
obró o no dentro de sus facultades legales y para el fin de que le fueran conferidas 
(Contencioso Objetivo). En el primer caso se declarará concretamente por la 
jurisdicción competente el derecho del particular; en el segundo se limitará a 
anular la resolución ilegal.
3.3. LAS FUNCIONES DEL ESTADO Y SU EJERCICIO FORMAL Y MATERIAL
3.3.1. Nociones preliminares
Al repasar el origen del Derecho administrativo y de la jurisdicción contenciosa-
administrativa (cuando ésta no se halla integrada al Poder Judicial), se advierte el 
conflicto que surge con la teoría de separación de Poderes, teoría que implica una 
ordenación y distribución de las funciones del Estado, en la cual la titularidad de 
cada una de ellas es confiada a un órgano u organismo público distinto.
El conflicto anterior nos conlleva a analizar, dentro de la teoría de la separación de 
poderes, a las funciones del Estado, para lo cual resulta indispensable revisar en 
qué consiste la actividad del Estado, y de qué maneras se realiza dicha actividad, 
entre ellas las que constituyen las funciones administrativas y jurisdiccionales.
El maestro Fraga (1999. P. 13) ha definido a la actividad del Estado como: 
... el conjunto de actos materiales y jurídicos, operaciones y tareas que realiza 
en virtud de las atribuciones que la legislación positiva le otorga. El 
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otorgamiento de dichas atribuciones obedece a la necesidad de crear 
jurídicamente los medios adecuados para alcanzar tales fines.
Entonces si las atribuciones se encuentran otorgadas por el Derecho positivo, su
influencia será determinante sobre las diversas actividades que de acuerdo al 
orden jurídico establecido, deba realizar el Estado.
De esta manera, la actividad estatal puede definirse como el cometido del Estado, 
es decir, el total de las operaciones y tareas que el ente estatal debe desarrollar, 
para el cumplimiento de sus fines, dichas operaciones y tareas se clasifican en 
varios tipos. Atendiendo a la influencia de Montesquieu,  y su teoría de la división 
de poderes, la actividad estatal se divide en tres grandes categorías, a saber: 
legislación, jurisdicción y administración.
Para realizar su actividad, el Estado requiere definir sus atribuciones, es decir, lo 
que como Estado le corresponde hacer, y aún cuando en la doctrina se utilizan 
indistintamente los términos atribución y función administrativa, autores como 
Fraga (1999) hacen una distinción entre ellos, afirmando que las funciones 
constituyen la forma de ejercicio de las atribuciones.  
Ahora bien, ha quedado establecido que el Estado tiene sus fines, pero para 
cumplirlos actúa de diversas maneras y en diferentes áreas. Dicha forma de actuar 
es lo que se denomina funciones del Estado. Al respecto, debemos mencionar que 
el concepto de función del Estado no ha sido precisado del todo, de manera que 
Fraga (1999) sostiene que la palabra función tiene un significado preciso en virtud 
de que se designa la forma de la actividad del Estado, más no el contenido de la 
misma. Por su parte Serra (2003) menciona que función del Estado son los 
medios o formas diversas que adopta para realizar sus fines.
Para el ejercicio de sus funciones, el Estado requiere de la creación de diferentes 
organismos, a los cuales les son atribuidas diversas potestades de forma directa 
en la norma fundamental de mismo, en la Constitución. Así, tenemos una 
Asamblea o Congreso al que se le ha asignado la creación de normas generales, 
abstractas, obligatorias e impersonales, que regularán la actuación de los propios 
órganos y la de los sujetos sometidos al Estado. De igual manera se ha creado 
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una Administración Pública que tiene a su cargo la difusión y ejecución de esas 
normas y de proveer a la esfera administrativa de su estricta observancia; y 
finalmente, pero no por ello de menor importancia, una organización judicial, que 
tiene como tarea la solución de controversias que se generan con la aplicación del 
Derecho. Es lo que en virtud de la aplicación del Teoría de la División de Poderes 
conocemos como Poder Legislativo, Poder Ejecutivo y Poder Judicial, que tienen a 
su cargo las funciones legislativa, ejecutiva y judicial respectivamente.
En virtud de lo anterior, es imprescindible estudiar brevemente estas funciones y 
las formas de funcionar del Estado, sin detenernos a ver qué organismo o qué 
poder es el que las realiza, de lo contrario, nos enfrentaríamos a qué,  aunque 
normalmente coinciden el carácter formal y material de las funciones, 
excepcionalmente puede no existir esa coincidencia y encontrarnos con funciones 
que, materialmente son administrativas o judiciales, y que son atribuidas al Poder 
Legislativo (por ejemplo), de la misma manera que los otros dos Poderes tienen 
entre sus funciones, algunas qué, por su naturaleza, no debieran corresponderles.
3.3.2. Función Legislativa
Materialmente la función legislativa se manifiesta en la actividad estatal que tiene 
como objeto la creación de normas jurídicas abstractas, es decir, de la regla de la 
conducta externa humana, de carácter general, obligatoria y coercitiva, 
independientemente del órgano que la dicte. Si hablásemos en el enfoque formal, 
la función legislativa correspondería al Poder Legislativo, y en consecuencia, todo 
acto que derive de él será una función legislativa. Este enfoque formal de la 
función legislativa dio lugar al principio de “la autoridad formal de la ley” (Sarabia, 
2003), que establece que únicamente el Poder Legislativo puede crear leyes, 
derogarlas o modificarlas, a través del procedimiento denominado proceso 
legislativo. 
De lo anterior se desprende que, para que un ordenamiento pueda ser 
considerado como ley, desde el punto de vista formal y material, debe ser de 
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carácter general, imperativo y coercible, y además, ser producido por el Poder 
Legislativo, mediante el mencionado proceso legislativo.
3.3.3. Función jurisdiccional
Esta función consiste en la aplicación de la regla general, abstracta, impersonal y 
obligatoria (es decir, de la norma jurídica), a cada caso específico para dirimir una 
controversia o una contradicción de intereses y surge en el momento en el que el 
poder público asume la solución de las controversias. Es el Estado quien debe 
resolver dichas controversias, para procurar seguridad de sus habitantes evitando 
la autodefensa que, en los ordenamientos jurídicos modernos está prohibida.
Según Maynes García (1982. p. 229) “la función jurisdiccional puede definirse 
como aplicación de normas jurídicas a casos concretos, aplicación que obliga a los 
particulares y puede hacerse efectiva aún en contra de su voluntad”.
Atendiendo a los fines del Estado la función jurisdiccional sólo puede ser realizada 
por él, a través de la declaración que se manifiesta de un acto concreto, 
generalmente la sentencia. De acuerdo a Delgadillo (1999 p. 34) la función 
jurisdiccional tiene como fin “el respeto de la norma que ha sido producto de la 
función legislativa, al darle la definitividad a la sentencia, que adquiere la calidad 
de cosa juzgada, por la cual no podrá ser modificada”
Desde el punto de vista material, la función jurisdiccional puede contemplarse en 
diversas manifestaciones de los Poderes del Estado. En alusión al Derecho 
mexicano, Sarabia (2003) sostiene que el Poder Ejecutivo realiza funciones 
jurisdiccionales a través de sus tribunales de lo Contencioso-Administrativo, del 
Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa, Juntas de Conciliación y Arbitraje, 
entre otros, resolviendo controversias que le son planteadas. Por su parte, 
continua explicando la citada autora, que el Poder Legislativo en México también 
realiza funcionales materialmente jurisdiccionales, al juzgar la responsabilidad 
política de los servidores públicos. Ahora bien desde el punto de vista formal, la 
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función jurisdiccional sólo es realizada por los órganos judiciales que la 
Constitución establece.
3.3.4. Función Administrativa
La función administrativa es el cumplimiento del mandato legal, cuyo cometido es 
que el Estado realice sus fines, ya sea en materia de policía, fomento o servicio, lo 
cual produce situaciones jurídicas individuales. 
La idea de administrar, en lo que se traduce la función administrativa, puede 
definirse como el manejo de elementos en la ejecución de propósitos 
determinados, utilizados para la consecución de fines.
Delgadillo (1999 p.56) define la función administrativa como “la realización de 
actos jurídicos o materiales, ejecutados de acuerdo con el mandato legal, que 
produce transformaciones concretas, en el mundo jurídico”. Así pues, la función 
administrativa, a como opina Sarabia (2003) desde la óptica material puede ser 
realizada por el Poder Legislativo y el Poder Judicial, cuando elaboran y ejecutan 
su presupuesto, y al nombrar a los diferentes órganos de su administración, y no 
sólo por el Poder Ejecutivo.
Sin embargo desde la óptica formal u orgánica, función administrativa será toda la 
actuación que realice el Poder Ejecutivo, aunque la naturaleza de los actos sea 
legislativa o judicial, o se trate de actos políticos (Sarabia, 2003).
De lo anteriormente expuesto puede concluirse que cada Poder realiza 
primordialmente una función (formal), pero también realiza actos característicos de 
los otros Poderes (materialmente), por lo que no debemos optar por una postura 
radicalmente formalista, pues de hacerlo dejaríamos fuera de nuestro estudio 
aquellas situaciones excepcionales en las que un poder realiza funciones que 
formalmente corresponden a otro, aunque sin invadir su esfera de competencia 
formal.
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Con relación a esto Fraga (1999. p.60) cita la clasificación que Jéze (s.f) efectúa 
de  los actos jurídicos, así: 
a. El acto creador de situaciones jurídicas generales es el contenido de la 
función legislativa.
b. Los actos creadores de situaciones jurídicas individuales y los que revisten 
a un individuo de un status, forman los actos administrativos.
c. Los que comprueban una situación jurídica o un hecho con fuerza de 
verdad legal constituyen la función jurisdiccional.
Martínez (1998, p. 193) afirma que en virtud de que tanto la función administrativa 
como la jurisdiccional se realizan mediante la aplicación de la ley, es necesario 
establecer la diferencia entre ellas. En relación a la función legislativa no existe 
mayor problema, pues consiste básicamente en la creación de normas jurídicas 
abstractas. El citado autor sostiene lo siguiente: 
La corriente doctrinaria y política que sostiene la similitud real entre actos 
administrativos y jurisdiccionales (ejecutar la ley, aplicarla a casos concretos), 
ha llevado a excesos de concentración de poder, al hacer depender en algún 
país, a los órganos judiciales del Poder Ejecutivo, o incorporando al ámbito de 
la administración pública tareas jurisdiccionales.
En un país como Nicaragua, en el que se pretende alcanzar la verdadera 
democracia, resulta insostenible la concentración de poder en pocas manos, por lo 
que la función jurisdiccional y administrativa, deben ser autónomas una de la otra, 
pero sin perder entre ellas la coordinación que permita lograr los fines del Estado, 
pero sobre todo, a como se dijo antes, sin adoptar posturas radicalmente 
formalistas, pues no debemos olvidar que en la realidad jurídica, y siempre dentro 
de los límites legales, habrá situaciones en que materialmente cada Poder realice 
funciones que, formalmente son de la titularidad de otros, sin que por ello exista 
dependencia o transgresión a principios fundamentales, más bien esto resulta 
porque en un Estado de Derecho, cada Poder no es una isla en sí mismo, sino 
que de una u otra manera hay una vinculación entre todos, lo que debe buscarse 
es lo que la Carta Magna cataloga en su artículo 129 como “coordinación 
armónica”.
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Ahora bien, para comprender a cabalidad lo hasta ahora expuesto, es conveniente 
que precisemos los términos: fines, funciones, atribuciones y actividades del 
Estado, que recurrentemente han sido utilizados, así pues, siguiendo la definición 
de Saravia (2003) los fines son los propósitos que el Estado pretende alcanzar, 
concretizados en el fin público; las funciones son las diferentes formas en que se 
da a conocer la actividad estatal; las atribuciones son el contenido de esa 
actividad que se manifiesta en tareas o cometidos específicos para cada órgano; y 
finalmente, la actividad estatal es la expresión de la actuación de los órganos.
3.4.  EL TRIBUNAL TRIBUTARIO ADMINISTRATIVO Y EL PRINCIPO DE 
SEPARACIÓN DE PODERES 
3.4.1. Separación de Poderes y Garantía Jurisdiccional
Cuando al triunfo de la Revolución francesa, la burguesía toma el poder, desea 
que el Estado se limite a mantener el orden, que no se ocupe de los problemas 
sociales, ni de los económicos. De estos últimos pretendió hacer un dominio 
reservado. El principio de la separación de poderes ofrecía una solución ideal, 
conducía a paralizar al Estado en tiempos normales y a hacerlo funcionar en 
circunstancias de crisis en la que los oponentes políticos estarían dispuestos a 
hacerse mutuas concesiones. Cada poder fue concebido para limitar al otro 
(Aguirre, 1998). 
A este respecto, Chantebout (1991. p.108, citado por Aguirre, 1998) nos señala: 
El principio de la separación de poderes será interpretado de manera diferente 
según los países: los Estados Unidos siguen a Motesquieu y el ejemplo 
británico de manera cercana: el constituyente americano desconfía por igual de 
los tres poderes (ejecutivo, legislativo, y judicial) y establece entre ellos un sutil 
equilibrio fundado en un sistema de frenos y de contrapesos (checks and 
balances). En Francia, por el contrario, se desconfía a la vez del Ejecutivo y de 
las Cortes de Justicia en razón del rol profundamente conservador e inclusive 
reaccionario que jugaron el curso de los cuarenta últimos años del Antiguo 
Régimen, el Constituyente confía en una influencia preponderante de las 
Asambleas en la cuales por los demás, a causa del sufragio censatario, la 
burguesía mantiene la casi totalidad de los curules.
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Pantoja (citado por Aguirre, 1998, P. 16) señala que “los pesos y contrapesos que 
sutilmente elabora el constituyente americano, se vieron falseados cuando 
surgieron los partidos. Los dirigentes políticos resultaron ser más listos que los 
constituyentes.” Merced a esto, apareció un primer paradigma institucional, el del 
gobierno unificado. Desde 1898 hasta 1952, en 17 elecciones presidenciales, al 
recién ungido titular del ejecutivo se le hacía acompañar un Congreso, cuyas 
cámaras estaban controladas por el partido al que pertenecía el Presidente. Y 
aunque a veces, a medio período, en las elecciones se dividía el gobierno y el 
Congreso, en la subsecuente elección presidencial se volvía al gobierno unificado 
de partido. Esto cambió a partir de la década de los 50 y el anterior paradigma 
institucional fue trastocado por otro, el del gobierno dividido, y de 1954 en adelante 
ha dominado este paradigma.
El control político implícito en las diversas manifestaciones de la teoría de la 
separación de poderes, constituyó sin duda un avance importantísimo frente al 
absolutismo; sin embargo, a nivel de cada ciudadano el control político tiene que ir 
acompañado por la llamada Garantía Jurisdiccional, dotar al administrado del 
mecanismo que le permita defenderse de las posibles arbitrariedades en que 
pueda incurrir la Administración. Así, no es concebible el Estado de Derecho con 
la simple división de Poderes, se requiere sobre todo, de la Garantía 
Jurisdiccional, aquella que  permite el acceso a la justicia para dirimir un problema 
en particular.
Sin embargo, hablar de la garantía jurisdiccional, como la posibilidad de acudir a 
los órganos judiciales cuando se perciba un actuar arbitrario de la Administración 
Pública, no implica que cada acto de un funcionario público con el cual 
discrepemos, nos permita acceder para su impugnación directamente ante la 
judicatura, máxime si el funcionario actúa dentro del ámbito de su competencia, y 
de acuerdo a las facultades que le han sido conferidas. Es así como surge la 
posibilidad de impugnar los actos de la Administración en la vía gubernativa, es 
decir de previo a activar el control jurisdiccional, o tutela judicial.
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3.4.2. La impugnación de los actos administrativos
Impugnación deriva de la voz latina impugnatio, onis, que traduce en “ataque, 
asalto”, y que para la Real Academia Española (2001) es la “acción y efecto de 
impugnar”. A su vez, impugnar, viene del latín impugnare, “combatir, atacar, 
acometer”. Cabanellas (2006) define la impugnación como una objeción, 
refutación o contradicción.
Para el mundo jurídico administrativo, tenemos como antecedente importante la 
Revolución francesa, en especial la Ley de 16 de Fructidor del año III (septiembre 
3 de 1795), la cual, en procura de la autonomía de la administración y la 
delimitación jurídica del acto administrativo, consagra la prohibición de juzgar las 
actuaciones de la administración que se le impuso a jueces o tribunales de justicia. 
Y aunque este paradigma de eximir a los actos administrativos de su revisión por 
parte de autoridades judiciales, no prosperara en todos los países en que floreció 
el Derecho administrativo, sirvió para dar paso a la vía gubernativa, esta es, según 
la clasificación de Berrocal (s.f), citado por Cuello Iriarte (2004, p. 801): 
…la etapa del procedimiento administrativo en la que se impugna ante la 
propia administración la decisión que le pone fin a la actuación administrativa, 
decisión denominada el acto administrativo definitivo, que la doctrina francesa 
ha llamado “el privilegio de la decisión previa”.
Así, Cuello Iriarte (2004) define a los medios de impugnación en el Derecho 
administrativo, como los mecanismos consagrados en la ley para que los 
interesados puedan obtener la revisión de ciertas decisiones administrativas por 
parte de las autoridades que las expidieron o por su superior y éstas, a su vez, 
tengan la posibilidad de confirmar la juricidad de los mismos.
La impugnación parte siempre del acto que emite la Administración, denominado 
acto administrativo, el que de acuerdo a Cabanellas (2006) es la decisión general 
o especial que, en ejercicio de sus funciones, toma la autoridad administrativa, y 
que afecta los derechos, deberes e intereses de particulares o entidades públicas.
De acuerdo a Cuello Iriarte (2004) la impugnación debe efectuarse dentro de un 
proceso que garantice la correcta intervención y defensa del administrado, para el 
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autor, este “debido proceso” constituye el conjunto de reglas relativas al 
procedimiento de elaboración del acto, a su forma y a su publicidad, así como a su 
cuestionamiento, en el que deja de regir la concepción monopolística de que, lo 
procesal era sinónimo de judicial, quien dice judicial dice procesal, pues el acto 
judicial se caracteriza, precisamente, porque su producción está precedida y 
rodeada de formas procesales, su esencia es la forma.
Para la Corte Suprema de Justicia de Nicaragua, el debido proceso debe 
respetarse tanto en sede administrativa, como en la vía judicial. El máximo 
Tribunal no tiene inconveniente en aplicar los principios que rigen el proceso 
judicial, al procedimiento administrativo. Así, en su Sentencia No. 317, de Las 
doce y cuarenta y cinco minutos de la tarde, del día dieciséis de julio del dos mil 
nueve, en la parte media del Considerando III, la Sala de lo Constitucional del 
Supremo Tribunal deja sentado que: 
Los principios y garantías de todo proceso, guardan una relación directa con 
los derechos fundamentales de la persona, siendo imprescindible su 
salvaguardia. El proceso es esencialmente un instrumento del Estado Social y 
Democrático de Derecho (Artículos 7 y 130 párrafo 1 Cn), en el que la base es 
la presunción de inocencia (Artículo 34 inciso 1 Cn), como corresponde al 
modelo del debido proceso (due process model). En este modelo procesal, 
aquel derecho fundamental, y otros igualmente esenciales, como el derecho de 
defensa (Artículo 34 incisos 4 y 5 Cn), el derecho al juez natural (Artículo 34 
inciso 2 Cn), el derecho a un juez imparcial, el derecho a ser informado de la 
acusación, o, en fin, lo que en Nicaragua se denomina «derecho a un proceso 
con todas las garantías», son considerados absolutamente necesarios, 
verdaderos presupuestos legitimadores del proceso, ya sea jurisdiccional o 
administrativo.
3.4.3. El Principio de Autotutela administrativa como manifestación del Principio 
de Separación de Poderes
Como se dijo en el ítem precedente, el sistema jurídico surgido de la revolución 
francesa dio paso a la vía administrativa o gubernativa, por medio de la cual el 
sujeto pasivo impugna la decisión contenida en el acto administrativo, 
procedimiento en que la Administración puede corregir sus actos; dicha situación 
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le ha otorgado el llamado “privilegio de la decisión previa”, que ha venido a 
configurar el Principio de Autotutela administrativa.
Y es que, en la concepción clásica del Derecho Administrativo sustancial y formal, 
la Administración Pública, en cuanto procura y atiende los intereses públicos o la 
satisfacción de las necesidades colectivas, debe estar provista de una serie de 
prerrogativas extraordinarias. Así, la Potestad de Autotutela Administrativa, 
fundamentalmente, es el poder de actuar que posee la administración sin la 
necesaria intervención de un tercero imparcial que le dé certeza y valor jurídico de 
título ejecutivo y ejecutorio a las manifestaciones de su voluntad (Actos 
Administrativos), por encima y en detrimento de los derechos e intereses de los 
terceros particulares que se ven obligados jurídicamente a soportar esta actividad 
administrativa, y que sólo les queda la posibilidad de recurrir a ese tercero 
imparcial, o juez, una vez cumplida la voluntad administrativa, para reestablecer la 
situación jurídica que pudiera infringir sus derechos o para reparar las lesiones 
patrimoniales o morales que este actuar pudiera ocasionarle (Reaño Robles, s.f.).
La potestad de autotutela, como ha dicho García De Enterría (1983), expresa una 
sustancial diferencia entre las Administraciones y los particulares. En efecto, el 
particular que desee cambiar una determinada situación de hecho no puede 
hacerlo por sí solo, normalmente. El general principio de la paz jurídica -origen y 
fundamento de los Estados- entraña la necesidad de resolver las controversias 
ante los órganos del Poder Jurisdiccional.
Sólo excepcionalmente nuestro Ordenamiento Jurídico permite a los particulares 
tutelar ellos mismos directamente sus derechos: así sucede, entre otros, en los 
supuestos de estado de necesidad o de legítima defensa dentro de los ámbitos 
penales, también en los casos en que el Derecho Civil autoriza el derecho de 
retención. En cambio, la tutela del orden jurídico corresponde a los jueces y 
tribunales en las relaciones entre particulares.
La potestad de autotutela hace que las restantes potestades administrativas 
adquieran, pues, un formidable alcance, ya que pueden ser ejercitadas y 
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realizadas prácticamente sin la intervención de voluntades ajenas a la de la 
Administración. García De Enterría (1983) ha puesto de relieve que esa 
configuración de la autotutela administrativa es explicable como producto de un 
largo proceso histórico y también por virtud de un principio general identificable en 
nuestro Ordenamiento Jurídico. En efecto, los datos del Derecho positivo cobran 
sentido sistemático entendidos como especificaciones de un principio de 
autotutela administrativa, conforme al cual la Administración Pública está 
capacitadas para tutelar por sí mismas sus propias situaciones jurídicas, incluso 
sus pretensiones innovativas del statu quo, eximiéndose de la necesidad, común a 
los demás sujetos, de recabar una tutela judicial.
Para Reaño Robles (s.f) la autotutela de la administración es, en primer término, 
general y luego define un ámbito necesario de autonomía jurídica en que el juez 
no puede interferir salvo en un momento muy concreto de su desarrollo.
La autotutela administrativa define un ámbito necesario de actuación, donde el 
poder del juez queda excluido, salvo en un momento singular de esa actuación. El 
juez no puede penetrar en el ámbito de autotutela administrativa, no podrá prohibir 
ni evitar, ni interferir ni siquiera pronunciarse sobre el contenido eventual antes 
que la Administración haya ejecutoriamente declarado; el juez debe respetar la 
realización íntegra (declarativa y ejecutiva) por la Administración, de su potestad 
de autotutela; sólo podrá intervenir cuando la autotutela declarativa esté ya 
producida y precisamente para verificar si la misma se ajusta o no al Derecho 
aplicable. 
Materialmente se justifica en una razón de expeditividad y eficacia en la gestión de 
los servicios y asuntos públicos que tiene confiada la Administración. Esta gestión 
no sería factible si la Administración tuviese que impetrar de los Tribunales por las 
vías comunes (García de Enterría, 1983).
En opinión del catedrático nicaragüense Rizo Oyanguren (1991, p.149-150):
Mientras un particular que quisiere hacer efectivo un derecho del que fuese 
titular necesitaría, en primer lugar, obtener del Tribunal competente la 
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declaración judicial de reconocimiento del derecho controvertido, y en segundo 
lugar, acudir igualmente al Tribunal competente para que inicie el 
correspondiente procedimiento ejecutivo sobre el patrimonio del deudor. En 
cambio, la Administración Pública aparece investida de los poderes necesarios 
para realizar por sí misma la autotutela de su derecho, y para ello declara por 
si misma cual es su derecho, de donde el carácter obligatorio del acto 
administrativo; y procede a ejecutar por sus propios medios y contra la 
voluntad de los obligados, lo que previamente ha declarado. El acto 
administrativo es ejecutivo; y ejecutivo es lo que tiene fuerza de ejecución y 
ejecutorio es lo que por sí mismo es ejecutivo, circunstancias ambas que 
cuadran al acto administrativo. En efecto, producido el acto administrativo, 
tiene virtualidad ejecutiva; es decir, ha de cumplirse y no espera ni permite que 
se difiera a otro tiempo la ejecución.
El acto administrativo es, pues, ejecutivo y ejecutorio; siendo claro que lo 
ejecutivo es una cualidad sustancial y lo ejecutorio es meramente instrumental. 
Por ello, si bien la ejecutoriedad requiere fuerza de ejecución, no presupone la 
originaria existencia de la ejecutividad, ni la ejecutividad lleva necesariamente 
aparejada la ejecutoriedad. Si ambas coinciden en el acto administrativo es por 
la necesidad de dejar a salvo de interferencias el cumplimiento de las 
resoluciones que afectan a los intereses públicos y el principio de la 
independencia de los diversos Poderes del Estado.
Hasta aquí hemos visto como el Principio de Autotutela administrativa se erige 
como una manifestación del Principio de  separación de Poderes, pero a la inversa 
de lo que se observaba en el caso de la jurisdicción contenciosa administrativa en 
el modelo francés, la Autotutela garantiza la independencia del Poder Ejecutivo en 
los asuntos de su competencia, y protege además la garantía jurisdiccional, una 
vez que el procedimiento administrativo ha concluido, dejando expedito el control 
judicial de los actos de la Administración.
Nuestra Corte Suprema de Justicia, mediante la Sala de lo Constitucional, retoma 
este Principio en su Sentencia No. 1435 de las diez y cuarenta y ocho minutos de 
la mañana del día catorce de diciembre del año dos mil once (de emisión muy 
reciente), en la que irónicamente, la Suprema Corte falla en contra del Tribunal 
Tributario Administrativo, amonestándole incluso, por no haber corregido la 
actuación del Director General de Ingresos, habida cuenta de la Autotutela 
Administrativa a la que faltó el Tribunal Tributario; en cuyo caso en el 
Considerando V de la sentencia, la Sala deja sentado que:
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…considera esta Sala de lo Constitucional que la violación al Principio de 
Motivación y de Seguridad Jurídica, es producto de que los funcionarios 
recurridos faltaron a su deber de cumplir con el Principio de Autotutela 
Administrativa del que en anteriores sentencias ha expresado que conforme a 
uno de los atributos de la Administración Pública, como es el Principio de 
Autotutela Administrativa, recoge las prerrogativas de la Administración que la 
hace netamente diferenciable en su actuación de los particulares, consistente 
en que la Administración sí puede tutelarse a sí misma sin necesidad de acudir 
a los Tribunales: Dictar Resoluciones Declarativas y Ejecutivas, los particulares 
no tienen esta potestad; claro está no es un principio absoluto, sino que 
encuentra sus limitantes, por ser la Autotutela Administrativa de carácter stricto 
sensu, respetando el Principio de Tutela Judicial Efectiva, y sin detrimento de 
un examen ex post en sede jurisdiccional, todo de acuerdo al Principio de 
validez de los Actos Administrativos. (Ver Sentencia No. 398 de las 10:49 a.m. 
del 13 de Octubre de 2010, Cons. V) No le queda duda a esta Sala de lo 
Constitucional que en el presente caso, los funcionarios recurridos al conocer y 
resolver el Recurso de Apelación que culminó con la Resolución Número 37-
2010 de las ocho y treinta minutos de la mañana, del veinticinco de junio del 
dos mil diez, han lesionado el Principio de Tutela Administrativa, el Principio de 
Autotutela Administrativa, el Debido Proceso de Ley y con ello el Principio de 
Exclusividad de Juez Natural Competente Administrativo, los que obligaban a 
la Administración Pública revisar las actuaciones de los funcionarios inferiores 
a fin de corregir, confirmar, revocar o reformar dichas actuaciones (pero no in 
peuis o peyorativamente), lo que no se hizo en el presente caso violando con 
ello sendos Principios y Garantías Constitucionales cuando el recurrente hizo 
uso de los Recursos Ordinarios establecidos en la ley de la materia dando 
cumplimiento a lo establecido en la Jurisprudencia: “Elemental garantía 
impuesta por el Principio de Tutela Judicial Efectiva es que el ciudadano sepa 
cuándo, cómo y ante quién debe demandar tutela” (González Pérez, Jesús, El 
Derecho a la Tutela Jurisdiccional, 3ª Ed. Cívitas Madrid 2001, pág. 119). 
(Sentencia  N° 228, del, 6 de Agosto de 2008, las 10:45 a.m.); por lo que los 
funcionarios recurridos: El Doctor MARLON OMAR BRENES VIVAS, Primer 
Miembro y Presidente, Licenciada GUADALUPE DE LA SOLEDAD MEJÍA, 
Segundo Miembro y Doctora MARGARITA DE LOS SANTOS RAMÍREZ 
TAPIA, Tercer Miembro, todos del Tribunal Tributario Administrativo, no 
hicieron uso de ese atributo natural del que goza la Administración Pública de 
revisar sus propios actos o como se le conoce en doctrina “Derecho de la 
Autotutela Administrativa”; por lo que los actos administrativos son revocables 
y el principio axiomático de que las cosas se deshacen como se hacen, tiene 
plena vigencia con respecto a ellos  (Véase Sentencia No. 25 de Corte Plena, 
dictada a las 12:30 p.m. del 20 de mayo del 2002, Cons. IV; Sentencia de las 
8:30 a.m., del 27 de mayo de 1991; B.J.: Sent. N° 76, de las nueve de la 
mañana del 25 de mayo de 1992; Sent. N° 13, del cuatro de febrero de 1998; 
Sent. N° 66, de las doce y treinta minutos pasado meridiano del veintitrés de 
marzo de 1999; Sentencia de Corte Plena No. 29, de las 4:50 p.m., del 13 de 
agosto del 2007, Cons. IV); autotutela sometida al Principio del Debido Proceso 
y al Principio de validez de los actos y a un examen ex post en sede 
jurisdiccional.” (Ver Sentencia No. 45 dictada a las 10:45 a.m., del 19 de 
febrero del 2008, Cons. V), la falta de actuación de los funcionarios recurridos 
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quiebra con los pilares principales de los fines del uso de los Recursos 
Ordinarios o del agotamiento de vía administrativa como son los siguientes: a) 
otorgar a la Administración el privilegio de no ser demandada sin aviso previo; 
b) Dar oportunidad de corregir los errores a la luz de las observaciones que 
formula el particular; c) Evitar que la Administración sea llevada a juicio por 
decisiones de órganos inferiores tomadas sin debida deliberación; d) Reducir el 
número de casos que llegan a la instancia judicial mediante el mecanismo de 
recurso administrativo; e) Respetar la independencia de la Administración 
evitando interferir prematuramente en su proceso decisorio; f) Permitir 
investigar, registrar y evaluar los hechos aplicando conocimientos técnicos 
especializados, facilitando así la revisión judicial.” (Ferrando, Ismael, y otros, 
Manual de Derecho Administrativo, 1° Edición, Depalma, Buenos Aires, 1996, 
pág. 674). (VÉASE SENTENCIAS 105, dictada a la 1:46 p.m., del 16 de marzo 
de 2009, Cons. II; y Sentencia No. 74, dictada a las 10:45 a.m., del 2 de marzo 
de 2011, Cons. I).
Se confirma entonces que el procedimiento administrativo, constituye una 
herramienta más del principio de separación de poderes, y en el caso del principio 
de autotutela administrativa, este reafirma la razón de ser de los recursos 
administrativos y del principio de definitividad o agotamiento de la vía 
administrativa, y es respetar la independencia de la Administración Pública, sin 
suprimir por eso la facultad de la revisión judicial, una vez se agote la vía 
gubernativa. 
En el caso de la presente investigación, el Tribunal Tributario Administrativo 
constituye un organismo encargado de revisar los actos de la Administración 
Tributaria, y por ende ejerce la potestad de Autotutela administrativa, tal y como lo 
estableció la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Dicha 
situación se encuentra en consonancia con nuestro sistema constitucional, en el 
que está vedada la existencia del control jurisdiccional fuera de la órbita del Poder 
Judicial, y en nuestro caso, la jurisdicción contenciosa administrativa, a través de 
la Sala especializada del Supremo Tribunal, de conformidad a lo dispuesto en el 
artículo 1 de la Ley No. 350, Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, es en quien reside la facultad de ejercer la tutela 
judicial efectiva de los administrados en las controversias con la Administración, 
siempre y cuando se haya agotado la vía administrativa previa, tal y como 
estatuye el artículo 2, inciso 5 de la misma ley. Asimismo se manifiesta la tutela 
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judicial mediante el recurso extraordinario de Amparo, el que se resuelve ante la 
Sala de lo Constitucional.
Queda entonces, analizar la vigencia del Tribunal Tributario Administrativo como 
órgano autónomo dentro del Poder Ejecutivo, e independiente de la Administración 
Tributaria, cuya principal función es resolver el último recurso dentro de la vía 
administrativa de esta parcela jurídica, y si tal independencia contraviene el 
principio constitucional de reserva de la jurisdicción consagrado en el artículo 159, 
párrafo segundo de la Constitución Política.
3.5. EL TRIBUNAL TRIBUTARIO ADMINISTRATIVO Y SU VIGENCIA 
CONSTITUCIONAL DE CARA A LA RESERVA DE JURISDICCIÓN
3.5.1. La evolución del Derecho administrativo francés y su exportación a otros 
sistemas jurídicos
Como ya se ha hablado con anterioridad, en el transcurso de la segunda mitad del 
siglo XIX, el Consejo de Estado en Francia adquiere autonomía para dictar sus 
fallos, lo que la doctrina administrativista francesa designa con el nombre de 
justicia delegada. En el caso de la justicia delegada, la exposición de motivos de la 
Ley de Justicia Fiscal mexicana14 (derogada por el Código Fiscal de la 
Federación15), explicaba con claridad este concepto, y lo hacía en los siguientes 
términos, refiriéndose al Tribunal Fiscal de la Federación: 
En otras palabras: será un tribunal administrativo de justicia delegada, no de 
justicia retenida16. Ni el Presidente de la República, ni ninguna otra autoridad 
administrativa, tendrá intervención alguna en los procedimientos  o en las 
resoluciones del Tribunal. Se consagra así, con toda precisión la autonomía 
orgánica del cuerpo que se crea; pues el ejecutivo piensa que cuando esa 
autonomía no se otorga de manera franca y amplia, no puede hablarse 
propiamente de una justicia administrativa.
La Institución del Consejo de Estado Francés, a como describe Aguirre (1996) fue 
adaptada en otros países eliminándose las facultades consultivas y dando lugar a 
                                                          
14 Publicada en el Diario Oficial de la Federación (D.O.F) del 31 de agosto de 1936
15 Publicado en el D.O.F. del 31 de diciembre de 1938.
16 En el ítem 3.2.2, P. se explica la diferencia entre justicia delegada y justicia retenida.
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Tribunales que funcionaban igual que el Consejo de Estado en su parte 
jurisdiccional, al ser la última instancia en materia administrativa y que por lo tanto, 
se encuentran al mismo nivel que las Cortes de Casación o las Cortes 
Constitucionales. Estos países son Alemania, Austria, Finlandia, Polonia, Portugal, 
Turquía, Suecia y Uruguay. La variante de esta justicia administrativa se conoce 
con el nombre de Sistema Alemán o germánico.
Asimismo, los estados que pertenecen a la familia de Derecho conocida como del 
Common Law adaptaron la jurisdicción administrativa a su Derecho, creando 
organismos que han desarrollado funciones jurisdiccionales y que tienen, además 
funciones reglamentarias o administrativas, éstas son las Comisiones, así David 
(1969) estima que en 1941 había en los Estados Unidos 51 organismos federales 
con funciones jurisdiccionales, con un estatuto similar a lo que en el Derecho 
nicaragüense se denominaría desconcentración17.
En los Estados Unidos de América, además de los llamados “Tribunales 
Constitucionales” (llamados así porque su creación está determinada en la 
Constitución), que son la Suprema Corte, los Tribunales de Circuito y los Jueces 
de Distrito, existen los llamados “Tribunales Legislativos” (llamados así porque son 
creados por el Congreso, en virtud de su facultad constitucional de establecer 
Tribunales Inferiores al Tribunal Supremo18). 
Los tribunales legislativos son, según la definición de Tung y Tung, (1957), citados 
por David (1969), tribunales autónomos con un estatuto diferente de los 
Constitucionales y que respondieron a la necesidad de crear jurisdicciones 
especiales. La primera fue la Court of Claims (Corte de Reclamos) creada en 1855 
para depurar créditos contra el Gobierno Federal. En 1929 se estableció la Court 
of Customs and Patent Appeals (Corte de Apelaciones de Aduanas y Patentes), 
con competencia en materia aduanera y de patentes, hoy denominada Tribunal de 
                                                          
17 Párrafo segundo del artículo 4 de la Ley 290: Ley de Organización, competencia y 
procedimientos del Poder Ejecutivo”, que prescribe: “Desconcentración Administrativa, es una 
forma de organización administrativa en la cual un órgano centralizado confiere autonomía técnica 
a un órgano de su dependencia para que ejerza una competencia limitada a cierta materia o 
territorio…
18 Párrafo 9, Sección 8, del artículo I de la Constitución de los EEUU.
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Comercio Internacional. Desde 1942 existe la Court of Tax Appeals (Corte de 
Apelaciones Fiscales) con jurisdicción sobre todo litigio relativo a impuestos 
federales. Las sentencias de estos tribunales son impugnables ante los Tribunales 
constitucionales. Los llamados tribunales legislativos, no reciben el calificativo de 
administrativos porque los países de familia del Common Law desconocen el 
concepto romano-germánico de Derecho administrativo, así como la mayoría de 
las instituciones de este último.
Los Estados que pertenecen a la familia del Derecho conocida como romano-
germánico y que tiene constituciones de tradición angloamericana no podrían 
aceptar el principio de Derecho constitucional francés, de que el Poder Judicial 
está impedido de juzgar los actos de la administración pública a fin de mantener la 
separación de Poderes. A nombre del mismo principio, estos países sostienen que 
la separación de Poderes funciona cuando el Judicial puede controlar los actos del 
Ejecutivo efectuados por conducto de la Administración Pública (Aguirre, 1996). 
Por otra parte, los mismos Estados tenían una larga tradición, en virtud de la cual, 
la Administración Pública llevaba a cabo funciones jurisdiccionales a través del 
sistema de recursos administrativos; por ello, resultaba natural que esas 
autoridades administrativas con funciones jurisdiccionales materiales aspiraran a 
convertirse en tribunales independientes de la administración activa. 
Por su esencial significación en nuestro contexto latinoamericano, y al estar 
enmarcados dentro de la disciplina abordada en esta investigación (la tributaria),
deben mencionarse, además del Consejo de Estado Colombiano y el Tribunal 
Contencioso Administrativo de Uruguay, los siguientes tribunales administrativos 
en sentido formal y material: 
 Tribunal Fiscal de la Nación Argentina
 Tribunal Fiscal Administrativo de Costa Rica
 Tribunal Federal de Justicia fiscal y administrativa de México
 Tribunal Fiscal del Perú
 Autoridad de Impugnación Tributaria de Bolivia
 Tribunal de Apelaciones de Impuestos Internos de El Salvador
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 Tribunal Tributario Administrativo de Nicaragua (por supuesto)
El profesor Rivero (citado por Aguirre, 1996) observaba que la exportación del 
sistema francés en sus distintas modalidades, requería de un trabajo de 
adaptación jurídica a fin de evitar que el orden jurídico establecido lo rechace o 
impida su desenvolvimiento natural. El Tribunal de Justicia Fiscal y Administrativa 
de México, en su momento llamado Tribunal Fiscal de la Federación, es un 
ejemplo de esa adaptación jurídica, y además constituye en sí mismo ejemplo 
para otros organismos de similar naturaleza, entre ellos nuestro Tribunal Tributario 
Administrativo de Nicaragua, por su desenvolvimiento dentro de un sistema que 
emplea rigurosas reservas para garantizar la separación de Poderes.
Y es que como referencia a la posible discusión sobre la constitucionalidad del 
Tribunal Tributario Administrativo de Nicaragua, resulta interesante traer a colación 
una parte de la exposición de motivos a la entonces Ley de Justicia Fiscal de 
México, que creó a su vez el Tribunal Fiscal de la Federación (la primera derogada 
por el Código Fiscal de la Federación, y el segundo sustituido por el Tribunal 
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa), cuyas consideraciones podrían servir 
de aporte a nuestra realidad jurídica; tal exposición señalaba: 
En cuanto al problema de la validez constitucional de la Ley que crea un 
tribunal administrativo en sentido formal, ha de resolverse afirmativamente, 
pues si bien, como unánimemente se reconoce en la doctrina mexicana, no 
pueden crearse tribunales administrativos independientes en absoluto, esto es, 
con capacidad para emitir fallos no sujetos ya al examen de ninguna autoridad, 
dado que existe la sujeción, ya apuntada, a los tribunales federales 
«judiciales» en vía de amparo, nada se opone, en cambio, a la creación de 
tribunales administrativos que, aunque independientes de la 
Administración Activa, no lo sean del Poder Judicial.
Para el presidente del entonces Tribunal Fiscal de la Federación mexicana, Dr. 
Aguirre Pangburn (1996), incorporar al ahora Tribunal Federal de Justicia Fiscal y 
Administrativa a la órbita del Poder Judicial únicamente tiene importancia 
administrativa, significaría que aquel organismo perdiera autonomía presupuestal 
y administrativa, al quedar sometido a la Superintendencia del Consejo de la 
Magistratura Federal. Caso similar sucedería en Nicaragua, si el Tribunal 
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Tributario Administrativo se integrare al Poder Judicial, pues quedaría sometido a 
la directriz administrativa de la Corte Suprema de Justicia.
En todo caso las resoluciones de los Miembros del Tribunal Tributario de 
Nicaragua, no están sometidas a la revisión de otra autoridad gubernativa del 
Estado, ni del Ministro de Hacienda y Crédito Público (rector de la política fiscal 
nacional), ni del Presidente de la República en su carácter de titular del Poder 
Ejecutivo. Por lo cual en las actuaciones de su competencia el TTA es 
independiente de las autoridades superiores del Poder Ejecutivo; en cambio la 
revisión de sus resoluciones sólo puede realizarse en sede judicial, ya sea por la 
vía del juicio de amparo, o de la demanda contenciosa administrativa, lo que 
confirma la naturaleza administrativa de este organismo, y el respeto a la facultad 
del Poder Judicial de resolver las controversias entre la Administración Pública y 
los particulares, una vez agotada, claro está, la vía administrativa previa.
3.5.2. El ejercicio de la potestad de autotutela administrativa por medio de entes 
descentralizados
La existencia del Tribunal Tributario Administrativo como un organismo sin 
vinculación al Poder Judicial no constituye una transgresión constitucional al 
Principio de la Unidad de la Jurisdicción. Llegado a este punto, la idea planteada 
se fundamenta en razón de que, así como dentro de los entes de la Administración 
Pública los superiores jerárquicos de cada institución ejercen el control de 
legalidad sobre los actos de sus subordinados, de igual manera el Tribunal 
Tributario Administrativo se convierte en un organismo creado para ese control; lo 
especial, y que resulta destacable en nuestra realidad jurídica, es la tendencia a 
crear instituciones especializadas en la llevanza y resolución de 
procedimientos administrativos, lo que no los convierte en tribunales de justicia
per se, sino en garantes de la protección de los derechos y garantías de los 
sujetos pasivos (en este caso los contribuyentes y responsables) dentro de un 
proceso que inicia siempre con la emisión de un acto administrativo. 
Debe observarse que el predecesor del Tribunal Tributario como instancia de 
alzada, fue en su momento la Asesoría del Ministerio de Hacienda y Crédito 
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Público (MHCP), lo cual resulta lógico en tanto la Administración Tributaria, 
representada por la Dirección General de Ingresos, es un ente descentralizado 
bajo la rectoría sectorial de ese Ministerio, al que le compete, de acuerdo con la 
ley19, supervisar y controlar la política tributaria del Estado y verificar el 
cumplimiento de las recaudaciones y de los planes estratégicos y operativos de la 
DGI. 
Ya en tiempos de la Asesoría del MHCP el ideal de que esa instancia de alzada 
gozara de independencia en la emisión de sus resoluciones, se observa en el 
propio hecho de que no fuera el despacho del Ministro el que resolvía la apelación, 
sino un órgano que aunque dependiente estructuralmente, se especializaba en el 
conocimiento de los recursos planteados; así mismo cabe mencionar que tal 
resolución no necesitaba de la aprobación del Ministro20, pues bastaba con la 
firma de los miembros de la Asesoría.
Entonces, la creación del Tribunal Tributario Administrativo, no es más que la 
consagración formal de la necesidad de especializar el procedimiento 
administrativo en áreas sensibles como la materia tributaria, sin invadir con esto 
las competencias del Poder Judicial, sino garantizando la independencia de un 
órgano que constituye la cúspide jerárquica del sistema de revisión de los actos 
administrativos de índole fiscal. Recordemos que no se pretende que este 
organismo este fuera del control jurisdiccional formal, ni que sea una institución 
emisora de resoluciones irrecurribles, pues esto no se plantea en la ley, que para 
el caso concreto es el Título VII del Código Tributario de Nicaragua, donde en su 
artículo 206 claramente expresa que las resoluciones del Tribunal agotan la vía 
administrativa y serán recurribles ante la instancia correspondiente del Poder 
Judicial. 
                                                          
19 Ver el texto de la Ley No. 339 (Publicada en La Gaceta No. 69 del 6 de abril del año 2000), Ley 
Creadora de la Dirección General de Servicios Aduaneros y de Reforma a la Ley Creadora de la 
Dirección General de Ingresos, en su artículo 2, que aborda sobre la naturaleza de ambas 
instituciones.
20 El artículo 11 de la derogado Decreto No. 243: Ley Creadora de la Dirección General de 
Ingresos (publicado en La Gaceta No. 144 del 29 de junio de 1957), establecía que las decisiones 
de la Asesoría para resolver las apelaciones se tomaban por mayoría de votos…
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Sobre la validez de una estructura llamada “Tribunal”, funcionando de forma no 
adscrita al Poder Judicial, debe decirse que el artículo 158 de la Constitución 
Política, que refiere que el Poder Judicial estará integrado por los Tribunales de 
Justicia que establezca la ley, no debe interpretarse en el sentido que todo 
organismo que nominativamente sea un tribunal o que materialmente funcione 
como uno, ejerza una función jurisdiccional en el sentido formal, pues a como se 
dijo ítems anteriores, existen ocasiones en que por la misma naturaleza de la 
función administrativa, se genera una labor jurisdiccional material dentro de la 
Administración Pública, cuando se interponen recursos contra sus actos y se incoa 
un procedimiento administrativo, por ejemplo, y no por eso el organismo que los 
resuelve se convierte en un tribunal de justicia integrado al Poder Judicial. Más 
bien el texto constitucional se refiere a los tribunales de la jurisdicción común, que 
por cierto, se encuentran determinados en la Carta Magna, y que para el caso 
concreto son la Corte Suprema, los Tribunales de Apelaciones, los jueces de 
distrito y los jueces locales.21
Y es que el término tribunal, en su sentido genérico, designa a todo juez o 
magistrado que conoce en asuntos de justicia y dicta sentencias (Cabanellas, 
2006), es decir que todo juzgado o corte es un tribunal, pero no todo tribunal es un 
juzgado o corte en el sentido estricto de la palabra. Tan es así que en el Derecho 
laboral, el Código del Trabajo (Editorial Jurídica, 2009) en su artículo 385,
contempla la existencia de un Tribunal de Huelga, cuando hubiese resultado 
infructuosa la conciliación entre el empleador y los trabajadores, en tal caso 
corresponde al Ministro del Trabajo, luego de recibida la notificación por parte del 
conciliador, el nombramiento en el término de veinticuatro horas del Presidente de 
ese Tribunal. 
En el supuesto anterior, resulta claro que éste no es un “tribunal de justicia” 
propiamente dicho, es decir no ejerce jurisdicción común (no juzga, ni emite 
sentencias), sino que modera un trámite especial de carácter laboral. Asimismo 
dentro del Código del Trabajo, sus artículos 390 y siguientes, regulan la 
                                                          
21 Artículo 159, parte in fine de la Constitución Política.
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conformación del Tribunal de Arbitraje, cuando, entre otros casos hayan 
transcurrido treinta días desde la declaratoria de huelga, dicho tribunal es tripartito 
(conformado por un representante del empleador, de los trabajadores y del 
Ministerio del Trabajo), y aunque, a como estatuye el artículo 398 del mencionado 
Código, “contra el laudo arbitral cabe el recurso de revisión ante el Tribunal de 
Apelaciones correspondiente”, este sólo es efectivo por lo que hace a las 
cuestiones de Derecho, es decir que el Tribunal de Apelaciones se limita a 
verificar los elementos formales de la decisión del Tribunal Arbitral, sin entrar a 
debatir cuestiones de fondo, donde en todo el proceso de discusión y fallo del 
conflicto, no hay intromisión alguna del sistema judicial, sino hasta el momento ya 
indicado.
Siguiendo el ejemplo del arbitraje, podemos servirnos de la institución que crea la 
Ley 540, Ley de Mediación y Arbitraje (EDITASA, 2006), que aunque no es de 
naturaleza administrativa, en su artículo 24 inciso b) define al Tribunal arbitral
como el encargado de “impartir justicia arbitral” y que puede estar compuesto 
por uno o varios árbitros. En este supuesto, puede observarse la existencia un 
organismo fuera de la órbita del Poder Judicial, que se encarga de juzgar e 
impartir justicia en el sentido formal y material de los términos. En dicho caso no 
hay supervisión alguna de parte del órgano superior del sistema judicial 
nicaragüense, sobre el nombramiento o conformación de estos tribunales, y la 
misma Ley 540 únicamente concibe en su artículo 61 que contra un laudo arbitral 
sólo podrá recurrirse ante la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia mediante 
un recurso de nulidad, así mismo este recurso es admisible cuando, al igual que el 
recurso de casación, se fundamente en causales enumeradas taxativamente en la 
ley. Del análisis de esta institución, resulta claro que la rigurosidad en la 
interpretación del término “tribunales” podría estar fuera de todo contexto. 
Otro ejemplo que debe mencionarse, encausándonos de nuevo en el ámbito 
administrativo, es la Comisión de Apelaciones del Servicio Civil, un ente creado 
por la Ley 476, Ley del Servicio Civil y Carrera administrativa (“La gaceta”, 2003) 
que en su artículo 16 está definida como un órgano de segunda instancia, 
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encargado de conocer y resolver sobre los recursos administrativos presentados 
contra las resoluciones emitidas por las instituciones, dentro del ámbito de la 
presente Ley. Donde es evidente que, al igual que el Tribunal Tributario 
Administrativo, ésta comisión está especializada en la fase final del procedimiento 
administrativo dentro de su competencia, quien de forma autónoma se encarga de 
resolver los recursos que agotan la vía administrativa en estos casos, en lo que 
representa una función catalogada con anterioridad, como campo propio y normal 
del Derecho administrativo, es decir el régimen del control de las Administraciones 
Públicas, de sus funcionarios y de sus actividades para garantizar la tutela efectiva 
de los administrados, en este caso los prestadores de servicios del Estado, sin 
que esto signifique que las resoluciones que dicte la comisión no sean recurribles 
ante las instancias respectivas del Poder Judicial.
3.5.3. Diferencias entre el proceso judicial y el procedimiento de control de 
legalidad administrativo
Para cerrar el orden de ideas planteadas en el presente capítulo, debemos 
referirnos al proceso judicial, surgido como resultado de un procedimiento 
administrativo finiquitado, y su diferencia con el procedimiento administrativo en sí.
En el primer supuesto, cuando el particular se siente lesionado por la resolución 
que agotó la vía administrativa, existe entonces un conflicto de intereses surgido 
por un acto que ha causado estado, y en cuyo caso las partes involucradas están 
en igualdad de condiciones para acudir ante un tercero imparcial que establezca la 
verdad legal sobre quien ha de tener la razón. No así en la vía administrativa, que 
es cuando el particular demuestra su inconformidad agotando las instancias a lo 
interno de la institución, en virtud de que por el principio de autotutela
administrativa, la autoridad superior tiene derecho, y debe (a solicitud de parte o 
de oficio) revisar el actuar de sus subordinados, lo cual no constituye juzgamiento 
o actividad jurisdiccional formal, sino control de legalidad. 
La premisa anterior tiene fundamento en el propio texto constitucional, cuando en 
su artículo 150, numeral 1) le confiere al Presidente de la República la facultad de 
cumplir la Constitución Política y las Leyes, y hacer que los funcionarios bajo su 
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dependencia también las cumplan. Por lo cual si el Presidente de la República, 
como máxima autoridad administrativa, debe velar por que los funcionarios 
respeten las leyes, de igual manera las autoridades de niveles superiores tienen 
ese mismo deber, en relación a sus subordinados. Esto también esta refrendado 
por la letra del artículo 13 de la Ley 290: Ley de Organización, competencia y 
procedimientos del Poder Ejecutivo22, que prescribe que cada Ministerio en el 
ámbito de su competencia es el órgano delegado del Poder Ejecutivo, para cumplir 
y hacer cumplir la Constitución Política y las leyes, y una de las formas de 
materializar ese control la constituye el recurso de alzada o recurso jerárquico, 
cuando el particular apela ante una autoridad superior de la administración, por un 
acto del inferior.
La Ley 290, también adhiere al principio de legalidad, la existencia de instituciones 
que dentro de la Administración, tengan como función sustantiva principal, la 
llevanza y resolución de la fase final del procedimiento administrativo, es así que 
dicha ley en su artículo 4, párrafo tercero, contempla la descentralización 
administrativa, definiéndola así: 
… es una forma de organización administrativa en la cual se confiere a través 
de una Ley a un órgano, autonomía técnica y administrativa para ejercer 
determinada competencia administrativa. Se le otorga patrimonio propio y 
personalidad jurídica, existiendo control o tutela del Presidente de la República 
o del Ministerio al que estén vinculados. El Director del ente es nombrado por 
el Presidente de la República o por la autoridad establecida de acuerdo a su 
Ley Creadora.
Para el caso del Tribunal Tributario Administrativo, la propia Corte Suprema de 
Justicia, a través de su Sala de lo Constitucional, definió la relación que existe 
entre dicho ente y la Administración Tributaria, criterio que resulta de eficaz 
aplicación para el estudio desarrollado actualmente, toda vez que la 
Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia constituye, de conformidad al 
artículo 2, numeral 5 del Código Tributario, fuente de esta rama del Derecho.  
                                                          
22 Ley No. 290, “Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo”, 
aprobada el 27 de marzo de 1998, y publicada en La Gaceta “Diario Oficial” No. 102 del 3 de junio 
del mismo año.
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Es así que la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, en 
Sentencia de las ocho y treinta minutos de la mañana del día veintiocho de Enero 
del dos mil nueve, estableció en el Considerando II de la misma que:
En Derecho Administrativo existe siempre un organismo en quien reside la 
jerarquía administrativa máxima y constituye el motor unificador de la marcha 
administrativa. La relación de jerarquía se concibe como una relación personal 
obligatoria que se establece entre los titulares de dos órganos jerárquicamente 
ordenados, en cuanto tales, teniendo como contenido una relación de 
subordinación del inferior frente a la voluntad del superior, es decir, una 
potestad de mando del superior, que tiene por objeto la determinación de la 
conducta del inferior frente a cuya potestad existe el correlativo deber de 
obediencia por parte del inferior. En nuestra legislación tributaria, los artículos 
96 inciso 3 y 99 del Código Tributario al referirse al Recurso de Apelación 
establecen: “Se interpondrá ante el Titular de la Administración Tributaria, 
quien a su vez lo trasladará ante el Tribunal Tributario Administrativo”. Sobre 
este recurso el maestro Armando Rizo Oyanguren, en su obra “Manual 
Elemental de Derecho Administrativo” expresa que el Recurso de Apelación, 
de alzada, o también llamado recurso jerárquico (porque la ley dispone se 
establezca ante el superior jerárquico respectivo) será el recurso ordinario por 
excelencia, el medio habitual para apurar la vía administrativa y llegar a una 
resolución que, por causar estado de dicha vía, es decir, por llegar al extremo 
de la línea jerárquica, deja expedita la vía jurisdiccional. De lo que se puede 
deducir que el Tribunal Tributario Administrativo es un órgano jerárquicamente 
superior a la Administración Tributaria, pues es el órgano encargado de 
resolver los Recursos de Apelación sobre las resoluciones dictadas por la 
misma (artículo 204 CTr.), entendiéndose por Administración Tributaria según 
el artículo 99 del Código Tributario, a la Dirección General de Ingresos (DGI). 
Esta Sala se detuvo en los puntos anteriores para traer a colación la doctrina 
aplicada en sentencia No. 274 de las diez y cuarenta y seis minutos de la 
mañana del siete de diciembre de dos mil seis, en un amparo interpuesto por el 
señor SANTOS ACOSTA ACEVEDO, en representación de la Dirección 
General de Ingresos (DGI), en contra de la Asesoría del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público quien resolvió CON LUGAR EL RECURSO DE APELACIÓN 
interpuesto por el contribuyente Distribuidora Nicaragüense de Petróleo, S.A 
que dejó sin efecto la Resolución RES-REV-064-12-2003 dictada por la 
Dirección General de Ingresos, desvaneciendo el reparo fundamento de la 
sentencia tanto en lo principal como en la pena accesoria de multa. La parte 
medular de dicha sentencia establece: “En el presente estamos ante un caso 
de naturaleza notoriamente improcedente, por cuanto el Órgano Emisor de los 
“actos” que señala el Recurrente, es precisamente la Máxima Instancia dentro 
de la jerarquía jurídica administrativa competente, por cuanto las Resoluciones 
dictadas por el Director General de Ingresos, que en el presente caso es la 
parte recurrente, pueden ser impugnadas ante la Asesoría del Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público y es totalmente apegado a la Ley que la Instancia 
Superior que revisa el caso pueda, si así lo considera, revocar la Resolución de 
su Inferior; si no fuera así sería ilusorio la existencia piramidal de las instancias 
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administrativas y no habría control legal en cuanto a la competencia de los 
funcionarios responsables de cada una de los Órganos que 
jerárquicamente conforman el proceso administrativo «negrilla es del autor 
de la monografía». Pero el problema en el presente caso no sólo radica en la 
competencia que le otorga la Ley a la Máxima Autoridad de ese proceso  
administrativo para revocar y dejar sin efecto las Resoluciones emitidas por el 
Órganos inferior, sino que el que impugna la Resolución de esa Máxima 
Autoridad es la Autoridad inferior dentro del proceso administrativo; no es como 
normal y legalmente debería ser que los administrados impugnen las 
actuaciones cometidas por la Administración Pública… Si el contribuyente 
PETRONIC hubiera obtenido por parte de la Dirección General de Ingresos un 
fallo favorable y la Autoridad Superior hubiera dictado Resolución revocándolo, 
es legal que el Contribuyente que se sienta perjudicado al agotar la vía 
administrativa interponga el Recurso de Amparo contra el Acto que le causa 
perjuicio si viola alguna de las garantías constitucionales del administrado… 
Pero en este caso la Autoridad Superior revocó legalmente la Resolución de la 
Autoridad inferior, lo cual entra dentro del ámbito de competencia de la Junta 
Asesora del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. De tal forma debe 
rechazarse el presente Recurso de Amparo por ser notoriamente 
improcedente”. En esta Sentencia esta Honorable Sala encuentra las razones 
suficientes para declarar Sin Lugar el presente recurso interpuesto por la 
Dirección General de Ingresos en contra de su superior jerárquico
(negrilla es del autor) que es según la Ley No. 562, Código Tributario de la 
República de Nicaragua, el Tribunal Tributario Administrativo, por considerar 
que éste actuó dentro del ámbito de legalidad siendo competente para revocar 
la resolución del órgano jerárquicamente inferior…
Por lo cual la doctrina establecida por el Supremo Tribunal de Nicaragua, confirma 
la tesis de que, la existencia de órganos especializados en el conocimiento y 
resolución de procedimientos administrativos, no constituye formalmente una labor 
jurisdiccional, sino un reflejo del control de legalidad ejercido por las instituciones a 
la cabeza de un sistema administrativo jerárquico. Lo cual a todas luces garantiza 
un actuar imparcial de tales organismos, toda vez que funcionan independientes 
de la Administración activa, y están orientados a especializarse en la materia 
objeto de su competencia, sin dejar desligarse por ello del control en la vía judicial, 
por medio de las instancias correspondientes. 
En el actual trabajo investigativo, el análisis jurídico durante este capítulo, 
constituye una pieza fundamental para la articulación integral del texto 
monográfico en general, siendo que pueden observarse los puntos polémicos y las 
soluciones planteadas en este estudio. Ya en el capítulo sobre la Jurisprudencia 
como fuente del Derecho Tributario, se observaba un doble conflicto doctrinario, 
Trascendencia jurídica de los precedentes del Tribunal Tributario Administrativo
95
como fue por un lado la calificación de jurisprudencia como fuente del Derecho, y 
más interesante aún, el abordaje sobre la naturaleza de las resoluciones de 
organismos administrativos y su relevancia a la luz del principio seguridad jurídica. 
Así las cosas, luego de plantear la primera hipótesis dentro de esta investigación, 
el camino a seguir lógicamente fue el análisis de la vigencia constitucional del 
Tribunal Tributario Administrativo, pues como se mencionó al inicio del capítulo, la 
significación de las resoluciones de este organismo, no podría valorarse si no se 
comprueba que posee vigencia dentro de nuestro sistema constitucional, lo que 
verdaderamente nos abre pauta para comprender su trascendencia en el 
ordenamiento jurídico, y la garantía que aporta al principio de seguridad jurídica en 
materia tributaria.
.
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CAPITULO 4
EL TRIBUNAL TRIBUTARIO ADMINISTRATIVO: ANTECEDENTES Y 
CONTEXTO ACTUAL
Una vez que hemos repasado la polémica sobre la génesis y naturaleza del actuar 
del Tribunal Tributario de Nicaragua, es que podemos avocarnos a su análisis 
intrínseco, determinando sus antecedentes, creación, competencias, organización, 
funcionamiento interno y abordando de manera breve los sistemas de organismos 
homólogos o de funciones similares en Latinoamérica; valorando de igual manera 
sus perspectivas de crecimiento, y especialización de sus integrantes en la 
materia.
4.1.  ANTECEDENTES HISTÓRICOS DE LOS ORGANISMOS DE APELACIÓN 
TRIBUTARIA EN NICARAGUA
La importancia de repasar los antecedentes históricos de la apelación en materia 
tributaria, reside en la constante a través del desarrollo jurídico del Derecho fiscal, 
de que dentro del Poder Ejecutivo se encuentre la instancia de alzada para estos 
asuntos, siendo destacable el interés del legislador, de crear entes especializados 
en el conocimiento de los reclamos y recursos de los contribuyentes, teniendo
estos organismos, el denominador común de la colegiación. Así, se ha 
evolucionado desde la creación del Consejo de Hacienda en 1837, pasando por el 
Tribunal de la Dirección de Ingreso (1939), a la Junta de Apelaciones de 
Hacienda, órgano de efímera duración (1952-1957), el que luego dio paso al 
llamado Tribunal de la Asesoría del Ministerio de Hacienda, que fue y sigue siendo 
el de mayor longevidad, funcionando desde 1957 hasta su desaparición en el año 
2006.
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4.1.1. Hacienda Pública Post-Independencia
En 1837, por disposición de ley, aparece dentro de la estructura del Ministerio de 
Hacienda, un organismo denominado Consejo de Hacienda, éste estaba 
compuesto por un Intendente, un Contador, un Tesorero, un Administrador 
General, y el Fiscal de Hacienda. Entre las funciones más importantes de este 
Consejo estaban: Proponer reformas al Sistema Administrativo del Tesoro, dar 
dictámenes sobre las deudas que tenía el Gobierno o el Intendente, y reportar al 
ejecutivo acerca de los abusos que cometían los funcionario recaudadores al no 
acatar los Reglamentos (Abad, 1997). 
El asesor del Ministerio era el encargado de atender las cuestiones y negocios 
concernientes a la recaudación de los impuestos, para esto existían 
administradores de rentas quienes eran auxiliados por los comisarios, que a su 
vez tenían bajo su dirección, alcabalas de Fincas y multas de Hacienda. La 
función del contador era la de revisar las cuentas y en cada caso que existieran 
errores, hacían los correspondientes reparos conforme a las leyes y una vez 
emitida la resolución, al no estar conforme el Contribuyente podía apelar ante la 
Corte Suprema de Justicia. Las disposiciones que regulaban el Recurso de 
Apelación, exigían a los Agraviados un depósito previo para poder ejercer tal 
derecho.
Según Abad (1997), en 1845 se crean Juntas para dictaminar sobre los reclamos
de los contribuyentes, para lo cual el país se tuvo que dividir en dos grandes 
zonas para cuestiones de Jurisdicción, la primera Junta atendía Occidente y 
Septentrión y la segunda atendía Oriente. En ese mismo año las funciones  que 
tenía el Intendente son trasladadas al Ministro de Hacienda. 
4.1.2. La Impugnación tributaria en la Ley del Impuesto Directo sobre el capital
En 1939, al crearse la Ley del Impuesto Directo sobre el capital, por Ley del 
catorce de diciembre de ese año, en su artículo 19 se contemplaba la existencia 
de las Juntas de Información y detalle en cada Departamento, Distrito o Población, 
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integradas por personas nombradas por el Poder Ejecutivo. Éstas recibían las 
manifestaciones de capital y hacían las primeras investigaciones para formar las 
listas de contribuyentes. También recopilaban los datos reveladores de capital.
El Reglamento del Impuesto Directo Sobre el capital, aprobado el 5 de agosto de 
1940, en su artículo 12 disponía que en los primeros tres días del mes de agosto 
de cada año, las Juntas de información y Detalle, remitirían en consulta al Tribunal 
de la Dirección de Ingresos, los dos tantos de las manifestaciones presentadas, 
con el respectivo detalle del capital e impuesto asignado por ellas y las pruebas 
aportadas por los interesados.
El procedimiento impugnativo se contenía en el artículo 14 del reglamento antes 
citado, estableciendo éste que en los casos en que un interesado no estuviese de 
acuerdo con el capital que se le ha detallado, podría presentarse a la Junta 
respectiva dentro de tres días de notificado, solicitando revisión. La Junta abriría a 
pruebas el incidente por ocho días, transcurrido los cuales y dentro de los tres días 
siguientes, dictaría resolución. 
De la resolución notificada al recurrente, y si éste no estuviere de acuerdo con 
ella, podía apelarse dentro de tercero día para ante el Tribunal de la Dirección de 
Ingresos, organismo que debía emitir resolución dentro del sexto día, la cual se 
consideraba definitiva e inapelable. Este Tribunal, de conformidad al artículo 44 
del Reglamento, estaba presidido por el Director de Ingreso, como vocal el Jefe de 
la Sección de Impuesto Directo sobre el Capital (Sección III de la Dirección de 
Ingreso), siendo Secretario del Tribunal, el mismo de la Sección III.
4.1.3. De la Junta de Apelaciones al Tribunal de Alzada (Asesoría del Ministerio 
de Hacienda)
En 1940 se crea la Comisión Hacendaria Técnica Legal, dependiente del 
Ministerio de Hacienda, la cual tenía como función preparar un Plan General para 
la reorganización del Sistema Tributario, y la elaboración de proyectos de ley y 
reglamentos pertinentes (Abad, 1997). Se le encomendaba también estudios y 
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sugerencias en el campo económico hacendario, con el propósito de hacer 
reformas a la ley e instituciones existentes. También se le encargaba la 
preparación de los proyectos de ley y contratos que debía efectuar el Ministerio de 
Hacienda, tampoco se descuida la atención de consultas sobre asuntos 
financieros o  económicos.
Luego, el Impuesto Sobre el capital es derogado por el Decreto Legislativo No. 55 
del 16 de diciembre de 1952, que puso en vigencia la Ley del Impuesto Sobre la 
Renta. En el artículo 53 de esta ley, se establece la creación de la Junta de 
Apelaciones, adscrita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, la que estaba
integrada por el Vice-Ministro de Hacienda y Crédito Público, y en su defecto por 
el Director de Ingresos, quien la presidía, además por dos Vocales y sus 
respectivos Suplentes, nombrados por el Presidente de la República; debiendo 
recaer el nombramiento de uno de ellos y del correspondiente Suplente en 
miembros del Partido de la Minoría. El Vocal correspondiente al Partido de la 
Minoría y su Suplente, debían ser contribuyentes del impuesto sobre la Renta.
Los fines de la Junta de Apelaciones (artículo 54 de la Ley antes referida) eran
conocer y resolver las cuestiones que se suscitaban con motivo de la calificación 
de la Renta, decidiendo en caso de inconformidad del contribuyente con la 
liquidación fiscal. Asimismo resolvía las cuestiones sobre precedencia del 
Impuesto, y conocía en apelación de las multas aplicadas por incumplimiento de la 
legislación tributaria.
Ya en el año de 1957, mediante Decreto No. 243 (reformado en el año 2000 por la 
Ley No. 339, Ley Creadora de la Dirección General de Servicios Aduaneros, y de 
reforma a la Ley Creadora de la Dirección General de Ingresos) se crea la 
Dirección General de Ingresos para que recaude conforme a las disposiciones y 
actos del Ministerio de Hacienda, todos los ingresos fiscales, a excepción de los 
encomendados a la recaudación de aduanas. La revisión de las resoluciones de la 
Dirección General de Ingresos, se presentaba ante el Director, quien conocía y 
conoce actualmente en primera instancia vertical. 
Trascendencia jurídica de los precedentes del Tribunal Tributario Administrativo
100
En el artículo 9 del Decreto No. 243, se crea la Asesoría del Ministerio de 
Hacienda, organismo que conocía de las alzadas en contra de la Dirección 
General de Ingresos. La apelación se interponía ante el Director General
depositando el 50 % de lo que constituía el objeto de lo reclamado, y se trasladaba
el conocimiento del caso al recién creado Tribunal Apelaciones de Hacienda 
(llamado así por el artículo 13 de esa ley).
La Asesoría del Ministerio de Hacienda, o Tribunal de Alzada, como se le llamó 
desde entonces, estaba integrado, según el artículo 11 de la Ley antes citada 
(Decreto No. 243) de tres Abogados que desempeñarán los cargos de Presidente, 
Vice-Presidente y Miembro, nombrados por el Poder Ejecutivo, de los cuales dos 
debían pertenecer al Partido de Mayoría y uno al partido de Minoría. Este 
Organismo además de las atribuciones consignadas en esta Ley tendría las que 
en el Reglamento se determinaran para el ejercicio de las funciones de Asesoría.
En el año de 1974, al dictarse la reforma de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, 
se deja vigente en su Reglamento los Recursos de Revisión y Apelación en 
materia tributaria.   
Al final, con la entrada en vigencia del Código Tributario, a mediados del año 
2006, se disuelve la Asesoría del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, que 
fue el último organismo de apelación fiscal dentro de la estructura centralizada del 
Poder Ejecutivo, y se trasladan sus competencias al recién creado Tribunal 
Tributario Administrativo, que fungiría ya como un ente descentralizado.
4.2.  SISTEMA DE TRIBUNALES TRIBUTARIOS ADMINISTRATIVOS Y 
JUDICIALES EN LATINOAMÉRICA
Tanto la estructura orgánica, como el procedimiento contencioso tributario en los 
países latinoamericanos, ofrecen cierta variedad que responden a las distintas 
influencias doctrinales y, del derecho positivo extranjero y en no pocos casos, a 
las características propias de cada uno de aquellos.
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En algunos países de América, según la clasificación que Gutiérrez Hurtado 
(2000) toma de Valdés Costa, ya considerando la ubicación de los órganos 
encargados de darle solución a las controversias tributarias, se han adoptado 
cuatro sistemas: el sistema administrativo, el Judicial, el Especial independiente y 
el Contencioso administrativo.
4.2.1. Sistema de tribunales administrativos
En este sistema se entrega el juzgamiento de las contiendas tributarias a órganos 
de la administración, de carácter especial, diferenciados e independientes de ésta, 
no obstante pertenecer a la misma.
Para lograr esa independencia se da a sus miembros un estatuto especial en lo 
que hace a su nombramiento, cesantía, sanciones, remuneraciones, etc. Aspectos 
que puedan afectar a su independencia. EL profesor Gutiérrez Hurtado (2000) 
crítica este modelo haciendo ver que si van a actuar con independencia de la 
administración, por qué no ubicarlos en el Poder Judicial, ya que en todas las 
Constituciones latinoamericanas la jurisdicción o sea la facultad de administrar 
justicia corresponde al Poder Judicial.
Sin embargo, ya hemos abordado esta crítica en el capítulo que precede, además 
debemos recordar que el fin que se persigue al crear organismos de este tipo, es 
la especialización de la fase final del procedimiento administrativo, permaneciendo 
la institución donde se ventila la controversia dentro de la Administración, esto por 
razones enteramente razonables. 
En todo caso las cuestiones tributarias requieren conocimientos específicos del 
tema, no pudiera decirse que un miembro de la carrera judicial, que a diario trata 
con asuntos civiles, penales o laborales, pudiera desentrañar cuestiones 
eminentemente contables o financieras, ya que el recurso de apelación tributaria, 
más que compuesto por una parte puramente procesal, tiene su médula en el 
análisis jurídico-contable de la auditoría o fiscalización que dio origen al reclamo 
del contribuyente, y aunque otras veces, los casos versan sobre cuestiones 
Trascendencia jurídica de los precedentes del Tribunal Tributario Administrativo
102
jurídico-procesales nadas más, una gran parte de ellos contiene criterios 
económico-financieros.
Valdés Costa (citado por Gutiérrez Hurtado, 2000) también critica este sistema en 
las siguientes palabras: “…la independencia de estos órganos administrativos 
encuentra naturales limitaciones en cuanto a la posibilidad de pronunciarse sobre 
la inconstitucionalidad o la legalidad de los actos administrativos, potestad que 
únicamente se reconoce a los órganos auténticamente jurisdiccionales, 
integrantes o no del Poder Judicial”.
Sobre este punto cabe mencionar que el propio Tribunal Tributario Administrativo 
de Nicaragua se ha pronunciado en sendas Resoluciones No. 04, 16, 17, 21, 28, 
49, 50 y 51 del año 2009, en las cuales ese órgano colegiado expresó que no 
podía ejercer el control constitucional solicitado por los recurrentes, de declarar 
inconstitucionales disposiciones dictadas por el Director General de Ingresos, e 
inclusive Decretos del Presidente de la República, pues esto correspondía a las 
instancias respectivas del Poder Judicial.
Este Sistema está vigente en Argentina, Bolivia, Costa Rica, México, Perú, El 
Salvador, y Nicaragua. En Panamá y Brasil existen tribunales especializados pero 
dentro de la Administración Tributaria.
4.2.2. Sistema de Tribunales adscritos al Poder Judicial
En este sistema se entrega el juzgamiento de los recursos tributarios exclusiva o 
predominantemente al Poder Judicial, por el mandato constitucional de que a este  
poder le corresponde la administración de justicia.
Estos tribunales están plenamente integrados en el Poder Judicial; pero 
conformando órganos colegiados y especializados en la materia como exigencia 
para una justa dirimición de un proceso con características tan especiales. Son 
ejemplos los tribunales de Paraguay y Venezuela, con la particularidad de 
constituir jurisdicción en lo Contencioso Administrativo.
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4.2.3. Sistema de Tribunales Especiales Independientes
En este sistema, que es el más moderno e independiente, hay una clara distinción 
entre las funciones administrativas y jurisdiccionales en general, ya que son 
órganos que aunque dentro del Poder Judicial, son creados para la administración 
de Justicia Tributaria.  
Benítez Rivas (s.f.) considera como ejemplo de este sistema a Ecuador y su
Tribunal Fiscal, que es un órgano jurisdiccional de creación constitucional. 
Anteriormente se consideraba a Bolivia dentro de este sistema, donde el fenecido 
Tribunal Fiscal, estaba vinculado al Poder Judicial sólo a través de los recursos de 
casación y nulidad ante la Corte Suprema de Justicia, sin embargo éste fue 
reemplazado por la Superintendencia Tributaria, la que a su vez fue sustituida en 
el año 2003, por la Autoridad de Impugnación Tributaria, bajo la tutela del 
Ministerio de Economía y Finanzas Públicas, por lo que el caso boliviano debería 
enmarcarse más bien en el Sistema de Tribunales Administrativos.
4.2.4. Sistema de Tribunales de lo Contencioso Administrativo
En este sistema los tribunales son totalmente independientes, no solo del Poder 
Ejecutivo, sino del Judicial. Las legislaciones de Colombia y del Uruguay 
consagran este sistema. La característica esencial es que son competentes para 
conocer no sólo de la materia tributaria sino también de toda la materia 
administrativa en general.
El único país que escapa a las clasificaciones precedentes es Chile, ya que los 
Tribunales Administrativos están íntimamente vinculados al Poder Ejecutivo, 
dependiendo de la Administración Impositiva.
4.2.5. Denominador común
En el ámbito latinoamericano, se pone de manifiesto una orientación del Derecho 
positivo por una justicia tributaria de plena jurisdicción, organizada en base al 
principio de igualdad de las partes, independiente totalmente del Poder Ejecutivo, 
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y que reúna además las características de eficiencia a través de un procedimiento 
sencillo, breve e inquisitivo.
Fue, por tanto, generalizada en el ámbito del Derecho Financiero y Tributario la 
convicción de que la creación de tribunales especializados e independientes,
responde a la evidencia de que los tribunales de la jurisdicción ordinaria no reúnen 
las condiciones mínimas de formación profesional para el conocimiento y 
administración de justicia en litigios cuyo contenido, por su vinculación con la 
economía, la contabilidad comercial y la complejidad de técnicas que acompaña a 
la delimitación de los llamados "hechos generadores" y fijación aritmética de sus 
bases imponibles, presenta características absolutamente opuestas a las de los 
procesos entre particulares (Benítez Rivas, s.f).
El Modelo de Código Tributario para América Latina BID/OEA expresa en su 
Exposición de Motivos:
La función jurisdiccional queda reservada a órganos especializados o 
judiciales, pero todos con la característica común fundamental de ser 
independientes de la Administración Tributaria. Se ha desechado pues, en 
forma radical, la posibilidad de que la Administración conozca las controversias 
en calidad de juez.
El artículo 175 del mencionado Código aconseja: “Las controversias tributarias 
serán decididas por un tribunal colegiado especializado, de plena jurisdicción, 
independiente de la Administración activa. Sus sentencias serán siempre 
recurribles ante los tribunales superiores.”
4.3. CREACIÓN, NATURALEZA Y COMPETENCIA DEL TRIBUNAL 
TRIBUTARIO ADMINISTRATIVO23
4.3.1. Creación 
El Tribunal Tributario Administrativo fue creado como un organismo altamente 
especializado e independiente de la Administración Tributaria. Su sede está en 
                                                          
23 Artículos 203 y 204 CTr.
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Managua24, Capital de la República y  posee jurisdicción en todo el territorio 
nacional.  
Cabe mencionar que en el proyecto de Código Tributario (dictaminado 
favorablemente en 1996, y reformada esa iniciativa en 1998, aún dentro de la 
Comisión respectiva de la Asamblea Nacional) en su articulado se mencionaba 
que el tribunal iba a ser un organismo independiente y de plena jurisdicción (Abad, 
1997), por lo cual se asomaba la intención de seguir un poco más el modelo
alemán; sin embargo los legisladores no tomaron en cuenta esa expresión al 
aprobar el texto final. Otra posibilidad para lo antes expuesto es que los redactores 
del proyecto del Código, se hayan basado en la Ley 4755: “Código de Normas y 
Procedimientos Tributarios de Costa Rica (“La gaceta”, 1971), que en su artículo 
158 establece que las controversias tributarias administrativas deberán ser 
decididas por el Tribunal Fiscal Administrativo, así mismo se determina en el 
segundo párrafo de dicho artículo, que el Tribunal será un órgano de plena 
jurisdicción e independiente en su organización, funcionamiento y competencia, 
del Poder Ejecutivo.
Sin embargo, respecto del tema de la jurisdicción, debe tenerse un cuidado 
especial, pues al decir la ley: “tendrá jurisdicción en todo el territorio nacional” no 
puede interpretarse de que este organismo ejercerá facultades jurisdiccionales en 
el plano formal, lo que, como se dijo en el capítulo precedente, está vedado por 
nuestro ordenamiento constitucional.
Para comprender el alcance de esta norma, resulta conveniente examinar la 
definición que nos da Cabanellas (2006, p. 214) acerca del término jurisdicción: 
“Conjunto de atribuciones que corresponden en una materia y en cierta esfera 
territorial.” Aunado a esta definición, debe analizarse el concepto que el mismo 
autor nos presenta del término competencia (p. 76) entendida como la “Capacidad 
para conocer una autoridad sobre una materia o asunto.” Así debemos aclarar que 
                                                          
24 Actualmente el Tribunal Tributario Administrativo se encuentra localizado en el primer piso del 
edificio de la Vice Presidencia de la República, en el Distrito de Gobierno de la vieja Managua.
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el legislador erró al establecer que el TTA tendría jurisdicción sobre todo el 
territorio nacional, pues tal aseveración es incompatible en el sistema 
constitucional nicaragüense, en cambio debe interpretarse que la facultad 
otorgada a esta institución más bien es, la competencia de conocer el recurso de 
apelación tributario como órgano de referencia nacional.
4.3.2. Competencia 
La letra del artículo 203 CTr, debe encuadrarse con lo estipulado en el artículo 204 
del mismo cuerpo normativo, apartado en que se establece que, en cuanto a la 
competencia del Tribunal Tributario, el mismo es competente para conocer y 
resolver sobre:
1. El Recurso de Apelación de que trata el Título III de este Código Tributario.
1. Las quejas de los contribuyentes contra los funcionarios de la Administración 
Tributaria, en las actuaciones de su competencia y dictar las sanciones, 
indemnizaciones, multas y demás en contra de estos.
En el caso del Recurso de queja, es dable traer a colación el concepto dado por el
Tribunal Tributario Administrativo, al resolver un proceso de este tipo, en el que 
delimitó la naturaleza y alcances de dicho medio, así por Resolución No. 01-2009, 
de las once de la mañana del doce de Enero del año dos mil nueve, se estableció 
que:
…la queja es el vehículo por medio del cual el Contribuyente defenderá sus 
derechos en contra de violaciones arbitrarias realizadas por los funcionarios de 
la Administración Tributaria en el ámbito de su competencia, por 
irregularidades disciplinarias, y no para resolver asuntos o pretensiones que se 
deben dilucidar con los medios de impugnación en el Código Tributario.
La posibilidad de un recurso de queja en contra de actuaciones arbitrarias de los 
funcionarios de la Dirección General de Ingresos, confirma el estatus del Tribunal
Tributario Administrativo, como órgano jerárquico de control, pues una queja sólo 
es posible en el medio administrativo, dado que se trata de la corrección 
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disciplinaria del subordinado, no así ante los órganos judiciales donde lo que se 
ventila es la controversia por la aplicación de la ley, y no la forma de actuar per se 
del funcionario, en tanto que el juez al no tener vínculo con éste último no puede 
más que revocar su acto, o declarar la existencia de daños o perjuicios en contra 
del interesado, pero las sanciones disciplinarias corresponden únicamente al 
órgano con el cual tenga dependencia. También podemos observar, para cerrar la 
idea, que la queja puede ser en contra de cualquier funcionario de la DGI, del nivel 
que fuere (en el caso de la citada Resolución No. 01-2009 el recurrido fue el 
Administrador de Rentas de Granada), más si se tratare de un Recurso de 
Amparo, o de la demanda contenciosa administrativa, el recurrido será siempre la 
autoridad con la que se agotó la vía administrativa.
4.3.3 Naturaleza jurídica
Como se desprende de su nombre y como se ha dicho con anterioridad, el  
tribunal y sus actos son de naturaleza administrativa, es decir no está vinculado al 
Poder Judicial. Este carácter es debido a que atiende una de las funciones de la
Administración Pública, la cual es regular y conocer sobre la actuación de 
funcionarios debajo de su jerarquía. 
Si bien es cierto el Tribunal Tributario Administrativo es de esta naturaleza, el 
mismo no está vinculado jerárquicamente a otro Ministerio, la ley tampoco 
contempla la facultad revisora de sus resoluciones en el Presidente de la 
República, por lo que puede afirmarse que el mismo goza de autonomía para 
tomar las decisiones que según la ley le compete resolver. Es así que sólo en 
sede jurisdiccional, los particulares pueden atacar los fallos que consideren lesivos 
para sus derechos. Así lo deja claro el artículo 206 CTr al establecer que las 
resoluciones del Tribunal Tributario Administrativo agotan la vía administrativa y 
serán recurribles ante la instancia correspondiente del Poder Judicial.
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4.4.   ATRIBUCIONES
El Tribunal Tributario Administrativo, de conformidad con el artículo 205 CTr. tiene  
las siguientes atribuciones:
 Elaborar el reglamento en el que defina la organización y funcionamiento 
interno que atienda los casos que se planteen con base a lo dispuesto en el 
presente Código.
El Reglamento antes mencionado no existe en la actualidad, si bien es cierto 
circula un proyecto25, este no ha sido aprobado oficialmente. Aunque existe una 
laguna jurídica en el numeral anterior, y ésta consiste en que no especificó cuál 
autoridad le otorgaría vigencia legal a dicha normativa, si sería el Presidente de la 
República, el Ministro de Hacienda, o el propio Tribunal quien de forma autónoma 
se encargaría de promulgarlo. Siendo que en otros modelos como el 
costarricense, el Tribunal propone el texto, o es consultado al respecto, y el titular 
del ejecutivo es quien se encargará de sancionarlo y publicarlo26; parece ser esta 
la solución más adecuada a la cuestión en análisis. Así mismo resulta lógico que 
sea el Presidente de la República quien dicte el Reglamento Interno del Tribunal, 
en tanto que la Constitución Política en su artículo 150 inc. 4), le otorga la facultad 
de “dictar decretos ejecutivos en materia administrativa”, y por supuesto que la 
norma interior del tribunal es en efecto de contenido administrativo.
 Ordenar las pruebas periciales necesarias para el conocimiento o mejor 
apreciación de los hechos sobre los que se requieran dictámenes 
especiales.
                                                          
25 Información conocida a través de indagaciones realizadas ante el propio Tribunal Tributario 
Administrativo en julio de 2011.
26 Parte in fine del artículo 160 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios de Costa Rica: 
“…de conformidad con el Reglamento de Organización, Funciones y Procedimientos del 
Tribunal Fiscal Administrativo que se emitirá por parte del Poder Ejecutivo, previa consulta 
al Tribunal Fiscal Administrativo, que deberá dictarse en el plazo máximo de dos meses. 
Este Reglamento será de acatamiento obligatorio para el Tribunal y sus miembros no 
podrán desaplicar sus normas”.
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Este numeral es prácticamente una copia del inciso d) del artículo 5 del derogado 
Decreto 15-97, Reglamento de Funciones de la Asesoría del Ministerio de 
Finanzas (órgano predecesor del Tribunal Tributario Administrativo). En lo 
relacionado al contenido de esta atribución podemos parangonar el mismo con lo 
que refiere el artículo 213 del Código Procesal Civil (tal comparación es permitida, 
ya que artículo 4 del Código Tributario permite la interpretación de las normas 
fiscales mediante la analogía), dicha norma expresa que: 
Después de la vista o de la citación para sentencia podrán los jueces y 
tribunales acordar para mejor proveer: Que se traiga a la vista cualquier 
documento que crean conveniente para esclarecer el derecho de los litigantes; 
Que se practique cualquier reconocimiento o avalúo que reputen necesario . . ; 
Traer a la vista cualesquiera autos que tengan relación con el pleito; La 
inspección personal el objeto de la cuestión; El informe de perito. . . 
En todo caso la atribución mencionada le otorga la potestad al Tribunal Tributario 
de dirigir la instrucción del proceso administrativo llevado ante él. A tal efecto 
Cabanellas (2006, P. 202) señala que la instrucción es el trámite, curso, 
formalización de un proceso o expediente, reuniendo pruebas, citando y oyendo a 
los interesados, practicando cuantas diligencias y actuaciones sean precisas para 
que pueda resolverse o fallarse acerca del asunto.
 Presentar el presupuesto de gastos de ese organismo ante el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público para ser incorporado en el Presupuesto General 
de la República.
La atribución abordada en este inciso tiene que ver con el régimen económico del 
tribunal, es decir la parte “administrativa” del Tribunal Tributario Administrativo, y 
aunque parezca redundante, a lo que nos referimos es al uso de los recursos y 
medios físicos para llevar a cabo la función sustantiva que la ley  encomienda a 
este órgano.
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Para mejor comprensión de esta atribución, es menester traer a colación lo 
dispuesto en el artículo 31, de la Ley 550, Ley de Administración Financiera y del 
Régimen Presupuestario (“La gaceta”, 2005), cuya letra estatuye: 
Presentación de Anteproyecto de Presupuesto. Los organismos y entidades 
regulados por el presente Capítulo27 deberán presentar sus anteproyectos de 
presupuesto a la Dirección General de Presupuesto del Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, dentro del plazo y en conformidad con la política 
presupuestaria, los límites de asignación de recursos y las directivas técnicas 
establecidas por esta Dirección.
Esta facultad sólo le corresponde a los organismos que gozan de autonomía 
administrativa, y funcional, es decir los entes descentralizados, dado que en los 
aparatos centralizados del sector público, los presupuestos son formulados por el 
área correspondiente de cada institución (las Direcciones Administrativa-
Financieras, que lo presentan a la Dirección Superior, que a su vez lo hace llegar 
al Ministerio de Hacienda), luego cada componente de la institución recibe la 
partida a asignar. No así el Tribunal Tributario, quien de forma autónoma formula 
su presupuesto, para lo cual cuenta con su respectivo órgano de apoyo
(Departamento Administrativo Financiero). Siendo así, la institución plantea sus 
propias prioridades y necesidades, aunque limitada, por supuesto, por la 
capacidad de egresos del Estado en general.
 Cumplir con las demás funciones inherentes a su naturaleza.
Esta atribución es de carácter general, es decir que el Tribunal debe desarrollar su 
actuar conforme a su naturaleza de órgano administrativo, y de acuerdo con las 
obligaciones y facultades que el Código Tributario y las demás leyes y 
reglamentos le confieran.
                                                          
27 Se refiere a las entidades y organismos que componen el Sector Público, comprendido por: a) el 
Poder Ejecutivo, incluyendo en éste la Presidencia y Vicepresidencia de la República, Ministerios 
de Estado y órganos desconcentrados dependientes de éstos; b) los Poderes Legislativo, Judicial y 
Electoral; c) los entes gubernamentales creados por la Constitución Política; d) las entidades 
descentralizadas por funciones e) las entidades descentralizadas territoriales; f) las empresas 
del Estado; g) las sociedades comerciales con participación accionaria mayoritaria del Estado; h) 
las instituciones financieras del Estado i) Otros Órganos Autónomos del Estado dependientes del 
Presupuesto General de la República (Artículo 3 de la Ley 550).
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4.5. ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO
4.5.1 Nombramiento e integración
De conformidad al artículo 207 CTr. el Tribunal Tributario Administrativo está 
integrado por tres miembros, y sus respectivos suplentes, nombrados por el 
Presidente de la República por Decreto presidencial, previa consulta con los 
diferentes sectores económicos con personalidad jurídica en el país, para un 
período inicial de cinco años el tercer miembro, cuatro años el segundo miembro y 
tres años el Presidente del Tribunal; posterior a la primer sustitución de cada uno 
de los miembros, los sucesores serán nombrados por un período de cinco años. 
Para que estos nombramientos surtan todos sus efectos legales y los nombrados 
entren en ejercicio de sus cargos, los mismos deberán ser ratificados por la 
Asamblea Nacional, por mayoría absoluta de sus miembros.
Los hechos relacionados a la aplicación de este artículo no dejan de aportar 
elementos curiosos, y propios de la vida política nacional. Resulta que el cinco de 
julio de 2006, en el último año del mandato constitucional del presidente Enrique 
Bolaños, el mismo emitió el Decreto No. 41-2006, aprobado el 05 de Julio del 2006 
y Publicado en La Gaceta No. 137 del 14 de Julio del 2006, por el cual el 
mandatario nombró a unos miembros propietarios y suplentes que jamás entrarían 
en funciones, pues en marzo de 2007 a pocos meses de haber tomado posesión 
el nuevo presidente, Daniel Ortega, éste canceló los nombramientos hechos por 
su antecesor, y mediante el Decreto No. 24-2007, de fecha de dos de marzo del 
año 2007, publicado en La Gaceta Diario Oficial No. 64 del viernes 30 de marzo 
del mismo año, procedió a conferir esos cargos a nuevas personalidades. 
Como fundamento legal el nuevo ejecutivo argumentó que la parte in fine del 
artículo 207 CTr., establecía que las designaciones efectuadas por el Presidente 
de la República, se considerarían firmes hasta que la Asamblea las ratificase, y 
siendo que el parlamento nunca se pronunció respecto del decreto del entonces 
Presidente Bolaños, los “nominados” no entraron por ende en funciones, por lo 
cual, podía el Presidente Ortega cancelar un acto emitido por una autoridad de su 
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mismo rango (titular del Poder Ejecutivo), sin transgredir por eso el orden jurídico 
establecido.
Al final, la decisión del Presidente Ortega fue ratificada por la Asamblea Nacional 
mediante Resolución A.N. No. 10-2007, del veintiocho de marzo de 2007,
publicada en La Gaceta Diario Oficial No. 76 del 24 de abril del mismo año; es así 
que, para la sanidad institucional, el Tribunal Tributario pudo entrar en funciones.
Para marzo de 2010, se dio la primera “rotación” de la que habla el arto. 207 CTr., 
en este caso el mandatario dejó inamovible en su cargo al Presidente del Tribunal, 
el Doctor Marlon Brenes Vivas, junto con su suplente la Doctora Alba Nubia 
Palavicini. El jefe de Estado emitió entonces el Decreto 14-2010, por lo cual puede 
decirse, que para el Tribunal Tributario Administrativo se pretendió su estabilidad, 
habiéndose comprobado que en los tres años que llevaban en ejercicio los 
funcionarios propuestos, los mismos demostraron idoneidad y desempeño 
satisfactorio en sus funciones. 
El criterio anterior se ve manifestado en el texto del Dictamen favorable del 01 de 
junio de 2010 (“Asamblea Nacional”, 2010), donde los miembros de la Comisión 
de Producción, Economía y Presupuesto de ese Poder del Estado, después de 
haber conocido y escuchado a los postulantes nombrados por el Presidente de la 
República Daniel Ortega Saavedra, consideraron de mucha importancia la 
ratificación DE los candidatos propuestos, como Presidente Propietario Marlon 
Brenes Vivas y Suplente a Alba Nubia Pallaviccini. “Sus conocimientos, su 
experiencia profesional y su desempeño en esos cargos en los últimos tres años, 
hacen de ellos los candidatos idóneos para que continúen ejerciendo tales 
funciones al frente del Tribunal Tributario Administrativo, con la destreza y el éxito 
que hasta ahora han demostrado”, rezaba el texto del dictamen.
La Comisión decía sentirse satisfecha de los resultados de haber ratificado en una 
primera ocasión a los candidatos propuestos, y que tal antecedente les daba la 
seguridad que la actual ratificación redundaría en seguir impulsando el 
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fortalecimiento institucional del Tribunal Tributario Administrativo, y poner a 
disposición de los entes recaudadores y el público recurrente, a excelentes 
profesionales con capacidad, méritos y vocación de servicio.
Los miembros de la Comisión después de verificar la hoja de vida de Marlon 
Brenes Vivas y Alba Nubia Pallaviccini y escuchar el informe presentado a todos 
los miembros de la Comisión sobre el trabajo que habían realizado en los primeros 
tres años de gestión ante el Tribunal Tributario Administrativo, consideraron 
correcto y acertado respaldar estos nombramientos y ratificar el Decreto 
Presidencial No. 14-2010.
4.5.2. Formación profesional
El Código Tributario, en el segundo párrafo de su artículo 207 exige que dos de los 
miembros deban ser abogados debidamente incorporados ante la Corte Suprema 
de Justicia y un tercero Contador Público Autorizado. Estas  mismas calidades 
prevalecerán para los miembros suplentes, quienes deberán llenar los mismos 
requisitos de los miembros propietarios.
Los requisitos antes mencionados no dejaron de observarse, pues además del 
Doctor Brenes, la Doctora Margarita Ramírez Tapia, Tercer Miembro Propietario, 
es abogada debidamente incorporada. Así mismo, la Licenciada Guadalupe de la 
Soledad Mejía, Segundo Miembro Propietario, es Contadora Pública Autorizada.
En este caso el espíritu de la ley versa en que exista dentro del tribunal un 
funcionario versado en la parte financiera-económica de los recursos a incoarse, 
que pudiese arrojar un punto de vista objetivo sobre los componentes de esa 
naturaleza, el que un letrado en leyes no estaría en capacidad de aportar basado 
sólo en sus conocimientos de Derecho.
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4.5.3. Quórum y resoluciones
Al igual que la fenecida Asesoría del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el 
quórum en las sesiones del Tribunal se conforma con la asistencia de todos sus 
miembros. Así mismo las resoluciones se toman por mayoría. Este requerimiento 
no tiene mayor trascendencia, pues es lógico que fuera así, aunque no se sabe si 
en algún momento los legisladores sopesaron la idea de que la autorización de los 
fallos, fuese con el voto unánime de los todos los miembros.
4.5.4. Órganos de Apoyo 
Como toda institución de Gobierno, el Tribunal Tributario Administrativo se ha 
dotado de órganos de apoyo tanto de la función sustantiva, así como aquellos que 
se encargan de la administración de los recursos dentro del mismo. 
Así, el Tribunal Tributario cuenta con una Secretaría de Actuaciones, integrada por
un Secretario Titular, un Oficial Notificador y una Oficial Receptora. Esta área es la 
encargada de tramitar e instruir los recursos, hasta su pase a estudio y resolución. 
También cuenta con una Dirección de Dictamen Tributario, que es la encargada
de analizar los casos y emitir los Proyectos de Resolución para su revisión y 
aprobación mediante sesión ordinaria de los Miembros del Tribunal, la Dirección
de Dictamen está coordinada por un Director abogado, e integrada además por 
otro oficial también abogado, y dos contadores.
Por último, para su funcionamiento operativo, el Tribunal Tributario cuenta con la 
División de Administración Financiera, integrada por un Contador y una asistente 
administrativa, así como con la Oficina de Recursos Humanos, además de una 
Conserje y una Asistente Ejecutiva para los Miembros del Tribunal.
4.6.  PERSPECTIVAS Y METAS DE FUTURO
4.6.1. Situación en la actualidad
Desde su creación el veintiocho de Octubre del año dos mil cinco, cuando la 
Asamblea Nacional aprobó la Ley 562 “Código Tributario de la República de 
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Nicaragua”, y su inicio efectivo de operaciones en el mes de marzo del año 2007, 
el Tribunal Tributario Administrativo ha afrontado con efectividad el reto trazado 
por este cuerpo de Ley, que plantea el cumplimiento irrestricto de los Principios de 
Legalidad Tributaria, Igualdad en la Tributación, Seguridad Jurídica dentro del 
Proceso de Tributación en nuestro país, en aras de establecer un Sistema 
Tributario Justo, que establezca un clima de confianza entre los Contribuyentes y 
el Órgano Recaudador (Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 2011).
El Tribunal Tributario Administrativo, ha logrado captar la confianza de las partes 
involucradas en los procesos impugnativos que son interpuestos ante este órgano 
especializado e independiente de la Administración Tributaria, apostando a crear 
mejores condiciones en la tributación. Conforme el Código Tributario de la 
República, ha prestado especial atención a los derechos y garantías de los 
contribuyentes, complementado su labor sustantiva, con esfuerzos dirigidos a 
orientar a las partes sobre el ejercicio de sus derechos de reclamación ante 
cualquier transgresión de la norma tributaria, así como proveer a la Administración 
Tributaria de herramientas de aplicación de la norma en aras de dinamizar el 
proceso de recaudación.
Otro elemento de singular importancia resulta de la aplicación oportuna de las 
normas tributarias, por medio de la tramitación de los procesos impugnativos 
conforme a las normas del debido proceso y la emisión de las resoluciones 
debidamente motivadas para lograr el total convencimiento y lograr el 
cumplimiento efectivo de la Legislación Tributaria, tanto de la Administración 
Tributaria como del contribuyente mismo.
4.6.2. Prioridades estratégicas
• Lograr la aprobación de cuerpos normativos que regulen aspectos importantes 
del quehacer del Tribunal Tributario Administrativo y que las leyes de la materia 
actualmente no lo contemplan.
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• Implementar un plan que permita el acercamiento de la Administración Tributaria 
y los contribuyentes con el fin de aunar esfuerzos para fortalecer el clima de 
confianza entre las partes involucradas.
Es claro que el Tribunal Tributario, tiene un rol de liminal importancia en el sistema 
tributario nicaragüense, así mismo debe dedicar mayores esfuerzos a la 
divulgación de su quehacer y principalmente de sus criterios vertidos en la 
aplicación de las normas tributarias, para que los contribuyentes conozcan de 
primera mano, interpretaciones autorizadas que le permitan una mayor 
comprensión del contenido y alcance de la legislación fiscal en general. No en 
vano el artículo 66 del Código Tributario, establece como derecho de oficio de los 
contribuyentes, el conocer las resoluciones que sobre la materia emita el Tribunal 
Tributario Administrativo.
Este Tribunal debe avanzar en el logro de metas tan trascendentales como la 
sistematización de sus fallos, que permita recapitular la doctrina tributaria y 
financiera emitida, así como la especialización de sus integrantes que permita 
crear un cuerpo de profesionales capaces de desvanecer para siempre cualquier 
foco de discrecionalidad y arbitrariedad de la Administración Tributaria, que 
conlleve a otorgar mayor seguridad al empresariado nacional y extranjero.
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CAPÍTULO 5
CRITERIOS DE INTERPRETACIÓN JURÍDICA EN FALLOS DEL TRIBUNAL 
TRIBUTARIO ADMINISTRATIVO 
Como parte final de este trabajo, se pretende hacer énfasis en los fallos del 
Tribunal Tributario Administrativo, y para la labor académica y analítica, se 
plantean los criterios jurídicos que este organismo ha vertido en las resoluciones 
que dictó en los años 2009, 2010 y 2011.
Al revisar, no sólo la parte dogmática y génesis de esta institución, sino la esencia 
misma de su quehacer, se logra un examen completo de la trascendencia que 
tiene para el ordenamiento fiscal nicaragüense, el Tribunal Tributario 
Administrativo. La técnica empleada para traer a colación esta jurisprudencia, 
llamada así una vez que se abordó la polémica en el segundo capítulo de este 
trabajo, fue extraer textualmente los criterios de interpretación encontrados en los 
fallos, cortando únicamente algunas palabras y frases “protocolarias”, pero sin 
efectuar paráfrasis, ni comentarios dentro de ellos, mostrando así lo que el 
Tribunal dijo en su redacción original, en cada caso resuelto. 
Para la mejor organización de este capítulo, el mismo se presenta en tres partes, 
en la primera se recogen los criterios del año 2009, y en la segunda y tercera, los 
del 2010 y 2011 respectivamente.
El texto completo de las resoluciones, puede encontrarse en el sitio web del 
Tribunal Tributario Administrativo, esto en virtud del principio de acceso a la 
información pública, respetando por supuesto, el sigilo tributario de los 
contribuyentes, cuyos nombres y datos de identificación fueron omitidos.
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PRIMERA PARTE: AÑO 2009
5.1.  ADMISIBILIDAD DEL RECURSO DE APELACIÓN (Resoluciones No. 19, 
20 y 31/2009)
El Tribunal estima que para que el Recurso de Apelación pueda ser viable, es 
necesario que se interponga dentro de un proceso administrativo no fenecido, en 
el que las partes deben de ser cuidadosas de los derechos que la ley les concede. 
De ahí que una vez vencido el término para interponer el recurso, bien sea de 
Reposición, Revisión y Apelación sin que este se haga, una resolución queda 
firme y pasada en autoridad de cosa juzgada y cualquiera que sea el término que 
ella misma señale para el cumplimiento de la misma, debe cumplirse. El Tribunal 
es del criterio que las partes deben ser beligerantes de sus procesos en cuanto a 
los términos que les asiste para hacer uso del derecho a la impugnación objetiva y 
no se puede estar dando trámite distinto a lo preceptuado en la ley, ya que una 
vez trascurridos dichos términos, caducan de mero derecho y no puede abrirse un 
proceso fenecido. El Tribunal comprobó que el contribuyente recurrió vencido el 
término para hacer uso del derecho que le asistía, siendo por tanto un acto 
consentido por la parte Recurrente; más aún cuando expresamente en la 
Resolución del Recurso de Reposición, la Administración Tributaria le previno de 
dicho termino y ante qué autoridad debía acudir a ejercer tal derecho de 
conformidad al Arto. 98 CTr. El Tribunal estima que la DGI debió haber denegado 
la tramitación del Recurso de Apelación, ya que si la Revisión no es admisible en 
el caso de la cosa juzgada con mucha mayor razón lo es en cuanto a la Apelación, 
todo lo anterior en acatamiento de lo dispuesto por el Arto. 497 Pr., inciso 5) y 
Arto. 96 CTr., párrafo segundo. Deben pues los Administradores de Rentas y la 
Dirección General de Ingresos (DGI) tener mayor cuidado y diligencia para que no 
se produzcan situaciones como la presente: que una resolución firme es atacada 
en contra de toda norma legal sin asidero alguno.
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5.2.  APLICABILIDAD DE NORMAS TRIBUTARIAS: VIGENCIA DEL ARTÍCULO 
10 NUMERAL 5 DE LA LEY DE EQUIDAD FISCAL (Resolución 03/2009)
El contribuyente sustenta su alegato en la Sentencia No. 141, del día 24 de 
Octubre del año 2003, de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, al 
examinar la Sentencia referida, el Tribunal confirmó que el Considerando II de la 
Sentencia examinada, es concluyente en cuanto a que: “…en razón del interés 
público, este Supremo Tribunal debe conocer y resolver sobre la 
inconstitucionalidad planteada….”, sin concluir sobre la inconstitucionalidad del 
Artículo 7 de la Ley No. 439, Ley de Ampliación de la Base Tributaria, ni sobre la 
inconstitucionalidad del Artículo 10 numeral 5) de la Ley No. 453, Ley de Equidad 
Fiscal, ya que tal manifestación corresponde hacerla en la parte Resolutiva de la 
Sentencia, tal a como si lo hizo la Corte Suprema de Justica. El Tribunal Tributario 
Administrativo al examinar la parte dispositiva que contiene la decisión 
jurisdiccional del objeto mismo de la sentencia conocida en nuestra practica 
forense como “POR TANTO O RESUELVE”, encontró que la Sentencia No. 141, 
no contiene la declaratoria expresa de la Inconstitucionalidad y en consecuencia 
de la inaplicabilidad de lo establecido en el Artículo 10 numeral 5) de la Ley No. 
453, Ley de Equidad Fiscal. Por lo tanto esta sentencia es clara en la parte 
resolutiva, de modo que su simple lectura permite conocer exactamente la 
declaración de inaplicabilidad del Artículo 7 inciso f) de la Ley 439, Ley de 
Ampliación de la Base Tributaria y no de lo establecido en el Artículo 10 numeral 
5) de la Ley de Equidad fiscal. Que es de aquí que se desprende la vigencia y 
exigibilidad de la obligación tributaria contenida en el Artículo 10, numeral 5) de la 
Ley No. 453.
5.3.  AJUSTES NO IMPUGNADOS SE MANTIENEN EN FIRME (Resoluciones 
04, 12 y 21/2009) 
El Tribunal considera necesario mantener en firme los ajustes determinados por la 
Administración Tributaria, por no haber sido objeto de Impugnación por parte del 
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Recurrente de conformidad con el Arto. 94 numeral 5) CTr., en concordancia con 
el Arto. 96 CTr., segundo párrafo del numeral 3).
5.4. CUENTAS Y REGISTROS CONTABLES
5.4.1. Inconsistencias contables (Resolución 35/2009)
En relación al ajuste a los Gastos Operativos no reconocidos,  la mayoría de este 
ajuste es consecuencia de las inconsistencias contables del Contribuyente, al no 
proporcionar una base razonable para fundamentar en base a ley su pretensión. El 
Tribunal comprobó una mala Distribución contable que originó el ajuste formulado 
a los gastos operativos los cuales se dividen en ajustes a sub cuentas y auxiliares: 
Ajuste a Gastos de Ventas: se formuló como consecuencia de la falta de 
presentación de los soportes contables o respaldo sobre las amortizaciones u 
origen de marcas y patentes, todo de conformidad a lo establecido el Arto. 17 
numeral 3) de la Ley 453, Ley de Equidad Fiscal. Ajuste a Gastos por Pago de 
Decimo Tercer Mes: Originado por pago contabilizado en la cuenta de decimo 
tercer mes a persona  que no es trabajador activo de la empresa ni figura en la 
planilla de pago. Ajuste a Gastos por Depreciación, determinado por el 
incumplimiento del Contribuyente al no haber presentado los soportes que 
demuestran el origen de los activos que se están depreciando, en consecuencia 
no se pueden determinar las cuotas de amortización establecida por ley. Ajuste  a 
Gasto por Deducciones Extraordinarias, el Tribunal considera que las pruebas 
presentadas  por el Contribuyente son insuficientes para fundamentar su 
pretensión, al presentar  los registros auxiliares de las cuentas referidas pero no 
así los soportes contables de dichos registros, los cuales son fundamentales para 
determinar que el gasto sea deducible. Ajuste a la cuenta de IVA e ISC, ya que el 
Recurrente se deduce como gasto, los impuestos en que incurre referente al IVA e 
ISC para ese período, por lo que no se puede reconocer como gasto deducible en 
ese período, de conformidad al numeral 6) del Arto. 17 de la Ley No. 453.
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5.4.2. Principio contable de Devengo (Resolución 56/2009)
El Contribuyente manifiesta sentirse agraviado por la Resolución del Recurso de 
Revisión. El Tribunal comprobó diferencia de lo declarado y determinando por la 
Administración Tributaria corresponde a servicios prestados en el mes de Junio 
2007 y que el Contribuyente recibió dicho ingreso  en el mes de Julio. El Tribunal 
considera que el Contribuyente no registró contablemente los servicios prestados 
en el mes de Junio/2007 no creando la correspondiente cuenta por cobrar por el 
servicio brindado, dando origen a los ingresos no declarados dentro del período 
fiscal, incumpliendo con el Principio de Contabilidad Generalmente aceptado de 
devengo, por no registrarlo en el momento que surge la obligación, 
comprobándose que existe por parte del Contribuyente de autos mal manejo de 
sus controles internos contables, por lo que se debe de confirmar en su totalidad el 
ajuste efectuado. 
5.5. CONTROL CONSTITUCIONAL NO LO EJERCE EL TRIBUNAL 
TRIBUTARIO ADMINISTRATIVO (Resoluciones 04, 16, 17, 21, 28, 49, 50, 
51/2009)
El Contribuyente alega como fundamento la Inconstitucionalidad cometida por la 
Dirección General de Ingresos (DGI), por cuanto el criterio aplicado trasgrede los 
Artos. 27, 99, 104, 114, 131, 182 y 183 de la Constitución Política. Cabe recordar 
al Contribuyente que el Control Constitucional en Nicaragua es ejercido por el 
Poder Judicial de conformidad al Arto. 164 numerales 3) y 4) Cn. De lo anterior se 
desprende que el Control Constitucional solicitado por el Recurrente escapa de la 
esfera de competencia del Tribunal Tributario Administrativo, por lo que ante la 
imposibilidad jurídica de pronunciarse sobre el alegato de Inconstitucionalidad 
sobre normas legales vigentes de la Ley de Equidad Fiscal y Disposiciones 
Administrativas de la DGI, el Tribunal tiene que confirmar la resolución del 
Recurso de Revisión sin menoscabo de que el Contribuyente pueda ejercer su 
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derecho en la vía jurisdiccional correspondiente, ya que con esta resolución se 
agota la vía administrativa. 
5.6.  DERECHOS DURANTE LA FISCALIZACIÓN
5.6.1 Comunicación de Finalización de auditoría (Resolución 35/2009)
El Recurrente alega que los auditores no cumplieron con la obligación de 
comunicar y discutir los resultados de su revisión. El Tribunal comprobó que  en el 
expediente fiscal se encuentra visible el “Comunicado de Finalización de 
Auditoria”, mediante el cual la DGI dio cumplimiento a lo establecido en el numeral 
3) del Arto. 67 CTr. En relación al argumento del Contribuyente sobre el 
incumplimiento de los auditores al no haber “discutido los ajustes” antes de 
levantar campo en la auditoria, el Tribunal  considera que dicho argumento carece 
de fundamento legal ya que los auditores al notificarles por escrito los resultados 
preliminares de los ajustes realizados, cumplieron lo establecido en el numeral 3) 
del Arto. 67 CTr., que encierra los derechos de los contribuyentes ante la acción 
de fiscalización.
5.6.2. Credencial de fiscalización (Resoluciones 49, 50 y 51/2009)
En relación a la solicitud del Recurrente de revocar de todo lo actuado a partir la 
Credencial de Fiscalización. El Tribunal comprobó que la Credencial está 
correctamente notificada al contribuyente y que los auditores designados en la 
Credencial referida presentaron los documentos y requisitos establecidos en el 
Arto. 67 numeral 2) CTr., en concordancia con los Artos. 144, 145 y 147 CTr. En 
relación al alegato del Recurrente sobre la violación de las disposiciones 
procedimentales inobservadas en la aplicación de la Disposición Técnica 17-2007, 
al ser el Director de Fiscalización de la DGI el que tiene que firmar la Credencial 
dirigida al Contribuyente para autorizar a su equipo de auditores, y que en el caso 
de autos la Credencial fue firmada por "El Administrador de Rentas". Al examinar 
el expediente fiscal, el Tribunal consideró que el alegato del Recurrente carece de 
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fundamento de ley, ya que si bien es cierto que la credencial anteriormente 
referida fue emitida por el Administrador de Rentas, esta se emitió en base a las 
facultades que el Arto. 28 del Decreto No. 01-2005, Reformas e Incorporaciones al 
Decreto No. 20-2003 "De reformas e Incorporaciones al Reglamento de la Ley 
Creadora de la Dirección de Servicios Aduaneros y de Reforma a la Ley Creadora 
de la General de Ingresos, Ley No. 339", le confiere. El alegato del Recurrente, al 
realizar la interpretación de dicha norma, ha dejado sin considerar que tal facultad 
es “sin Perjuicio de las Acreditaciones emitidas por la Dirección de Grandes 
Contribuyentes y Administraciones de Rentas en uso de sus facultades” tal a como 
lo establece la parte final dispositiva de la Disposición Técnica 17-2007.
5.6.3. Fiscalización a períodos ya auditados no procede (Resolución 44/2009)
En relación al ajuste determinado en el IR período fiscal especial 2005 y 2006 el 
Contribuyente impugnó los ajustes en los Rubro de Gastos Extraordinarios no 
reconocidos. El Tribunal comprobó que el rubro ya había sido auditado de 
conformidad con Acta de Reparo visible en el expediente, cumpliendo el 
contribuyente con las modificaciones determinadas en el reparo fiscal, con la 
presentación de Declaración Sustitutiva. El Origen del reclamo del Contribuyente 
está basado en derechos adquiridos por el lapso de la prescripción, y al revisarse 
el fondo de los ajustes conllevó a la afectación de privilegio del Contribuyente de 
no ser revisados por estar cubiertos estos por la prescripción, además de haber 
sido ya auditados y ajustados por la Administración Tributaria. El Tribunal
considera que existen elementos de ley que comprueban la aplicación indebida del 
contenido del Artos. 43 y 67 Numeral 6) CTr., de parte de la Administración 
Tributaria, ya que el contenido del Numeral 6) del Artículo antes referido, no 
expresa que sea un privilegio de la Administración Tributaria el reexaminar los 
tributos de períodos o ejercicios fiscales ya auditados por la autoridad fiscal.
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5.6.4. Fiscalización por Punto Fijo (Resolución 24/2009)
El  Recurrente impugna la aplicación de los indicios utilizados por el Administrador 
de Rentas, por haber aplicado los hallazgos obtenidos de la realización de Punto 
Fijo de tres días y no los resultados obtenidos por el Punto Fijo de treinta y dos 
días. El Tribunal Tributario Administrativo considera acertado el alegato expuesto y 
procede a modificar la base de cálculo de la determinación utilizada por la 
Administración Tributaria, considerando justa, veraz y suficiente la base de 
aplicación obtenida del mecanismo de Punto Fijo realizado por un período de 
treinta y dos días, por ser una muestra de mayor tiempo.
5.7.  DERECHOS Y GARANTÍAS DE LOS CONTRIBUYENTES
5.7.1 Garantías en  el proceso  (Resoluciones 11 y 18/2009)
El Contribuyente alega como fundamento la violación a la Constitución Política, 
por cuanto el criterio aplicado por la Administración Tributaria limita sus derechos 
constitucionales a la legítima defensa y a las garantías procesales. El Tribunal ha 
comprobado que la Administración Tributaria en las diferentes etapas del proceso 
Administrativo ha concedido intervención al Contribuyente y proveído la apertura 
de prueba respectiva en cada Recurso presentado. Así mismo ha contestado en 
tiempo y forma cada pedimento del Recurrente conforme a los términos de 
derecho concedidos en la Ley 562, Código Tributario. Examinando las diligencias 
creadas, el Tribunal Tributario Administrativo ha observado que el Titular de la 
Administración Tributaria y su dependencia (Dirección de Grandes Contribuyentes) 
han cumplido con las solemnidades del proceso Administrativo, determinándose 
que desde el inicio del proceso de fiscalización, el recurrente ha contado con todos 
los medios adecuados para su defensa. El Tribunal considera que no hay 
contravención a los derechos y garantías Constitucionales del Recurrente. 
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5.7.2. Seguridad Jurídica: Criterio de consulta ante la DGI prevalece hasta que se 
suspenda (Resolución 23/2009)
El Contribuyente argumenta que se le ha suspendido la Prorrata Especial de la 
acreditación del IVA, contra ley expresa. El Tribunal constato que efectivamente el 
Recurrente de autos fue autorizado por el ex Director de Grandes Contribuyentes, 
a acreditarse un margen del 92% de forma proporcional contra el debito, ya que 
cuenta con créditos fiscales no identificables y el 8% deberá contabilizarlo al costo 
o gasto. También comprobó que la autorización antes referida fue emitida sin 
apegarse a la estricta forma de liquidar dicho impuesto, basando su otorgamiento 
en la conceptualización del Arto. 101 Numeral 4) del Decreto 46-2003 Reglamento 
de la Ley de Equidad Fiscal. El Tribunal  considera que si bien es cierta esa 
autorización no fue otorgada siguiendo la forma establecida en el Arto. 101 
Numeral 3) y 106 del cuerpo de ley señalado, la misma debe surtir todos sus 
efectos legales hasta el momento de la notificación de la confirmación de su 
suspensión. El Arto. 169 CTr., establece que “No podrá imponerse sanción a los 
contribuyentes que, en la aplicación de la legislación tributaria, hubieren adoptado 
el criterio  expresado por la Administración Tributaria, en consulta evacuada sobre 
el mismo tipo de asunto”. Dicha consulta no ha sido declarada nula bajo las 
circunstancias establecidas en el Arto. 170 CTr., por lo que debe respetarse, en 
base al Principio de Legalidad establecido tanto en la Constitución Política como 
en el Arto. 3 del Código Tributario. Siendo el hecho que la Administración 
Tributaria resolvió favorablemente dicha aplicación, ésta debe prevalecer hasta la 
notificación de la confirmación de la suspensión de la misma, por ser un derecho 
irrenunciable adquirido por el Contribuyente de autos al tenor del Arto. 63 CTr.
5.7.3. Reconocimientos a favor del contribuyente se mantienen (Resolución 
06/2009)
Esta autoridad pudo constatar que la Dirección General de Ingresos de manera 
discrecional y por única vez, en su resolución de Recurso de Revisión, determinó 
Trascendencia jurídica de los precedentes del Tribunal Tributario Administrativo
126
reconocer la suma de C$442,150.68 tomando en consideración la actividad 
económica, así como la ubicación del negocio del contribuyente, manteniendo así 
en firme la diferencia al ajuste de los gastos no reconocidos. Por tal razón y al 
haberse comprobado que el ajuste formulado por el Director  General de Ingresos 
en su Resolución de Recurso de Revisión está conforme a derecho, el Tribunal 
considera se debe mantener en firme.
5.7.4. Saldo a favor declarado no se suma al Saldo deudor (Resolución 36/2009)
Del estudio realizado, el Tribunal comprobó que al momento de la liquidación del 
IR la Administración Tributaria realizó traslado o suma del “Saldo a favor” 
presentado por el Contribuyente la cual quedó sin efecto una vez realizado el 
ajuste a los diferentes rubros de su contabilidad, volviéndose irreal e inexistente 
dicho saldo a favor. Resultando como consecuencia de esta operación un nuevo 
saldo a pagar. El Tribunal no encontró elementos probatorios que indiquen que el 
Contribuyente realizó la aplicación del saldo a favor declarado, razón por la cual se 
determina que la operación realizada por la Administración Tributaria en la 
aplicación de este saldo a favor, al sumarlo como un saldo deudor, al ajuste 
realizado carece de fundamento de hecho y de derecho para sostener lo actuado, 
al sumar este saldo a favor ficticio e irreal que fue declarado por la entidad 
apelante.
5.8.  DEVOLUCIÓN Y REEMBOLSO DE IMPUESTOS
5.8.1. Devolución de Saldo a favor debidamente notificada (Resolución 41/2009)
En relación al alegato del Recurrente sobre el incumplimiento en la Resolución a 
lo establecido en los Artos. 65, 161 y 162 de la Ley No. 562, Código Tributario.
El Tribunal comprobó que le fue notificada al Apelante la Resolución referida, 
hecho que es confirmado por la parte Recurrente en su escrito de Recurso de 
Reposición. El Tribunal Tributario Administrativo considera que tal notificación fue 
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realizada en aplicación a lo establecido en los Artos. 65 CTr., en concordancia con 
el Arto. 110 del Decreto 46-2003, Reglamento de la Ley de Equidad Fiscal. Por ser 
este un procedimiento de Devolución de Saldo, el alegato del Recurrente carece 
de fundamento legal.
5.8.2. Firmeza de los Dictámenes de Variación (Resolución 29/2009)
El Tribunal  cree necesario realizar un examen del procedimiento realizado por la 
Dirección Jurídico Tributaria al realizar una nueva Revisión de la cual resultó un 
cambio sustancial en la cantidad ya confirmada mediante el Dictamen con 
Variación emitido por el Administrador de Rentas. El Contribuyente al no impugnar 
el Dictamen referido dentro del término establecido en el Arto. 97 CTr., ha 
consentido dicho acto de la Administración Tributaria, por lo que ambos tomaron la 
calidad de cosa juzgada. La revisión efectuada por los funcionarios del 
Departamento de Devolución de la Dirección Jurídico Tributaria violenta el debido 
Proceso y Principio de Legalidad al realizar un nuevo ajuste carente de todo 
fundamento de ley, no ajustándose a las normas legales dispuestas en los 
artículos anteriormente señalados y más aún al procedimiento establecido en la 
Orden Administrativa número 05-2006, que no establece como atribución del 
Departamento de Devolución de la Dirección Jurídico Tributaria efectuar revisiones 
a la Resolución Determinativa o dictámenes de Variación elaborada por las 
Administraciones de Rentas, la cual es la unidad autorizada por ley para 
determinar mediante la Revisión exhaustiva la solicitud de Devolución de Saldo. 
En el presente caso no existe ningún cuerpo legal que establezca la facultad y el 
procedimiento para que el Departamento Jurídico Tributario de la DGI revise de 
fondo las resoluciones determinadas por las Administraciones de Rentas o la 
Dirección de Grandes Contribuyentes,  las que gozan de cosa juzgada una vez 
notificada y consentida por parte del contribuyente. La utilización de actos de 
instrucción administrativos No Normados, constituye una violación al Principio de 
Legalidad y por tanto a la Seguridad Jurídica de los Administrados. Por lo que el 
Tribunal Tributario Administrativo tiene que declarar Con Lugar el presente 
Recurso de Apelación.
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5.8.3. Requisitos de las Devoluciones (Resolución 07/2009)
El contribuyente alega que en ningún momento ha solicitado se le devuelva otra 
vez el saldo a favor, sino las multas y penalidades por el retraso que esa 
institución tuvo en lo concerniente a reembolso. El Tribunal ha constatado que en 
el folio 6 del expediente fiscal rola comunicación dirigida al Contribuyente, en la 
que el Administrador de Rentas solicita como requisitos indispensables para 
realizar el trámite de devolución: los contratos por prestación de servicios 
profesionales y constancia de retención sin sello de parte del retenedor, de la cual 
se requiere el sellado correspondiente. De la notificación anterior el Contribuyente 
recurrió de reposición. Al impugnar el Contribuyente la información solicitada por la 
Administración Tributaria, obstaculizó dicho proceso de devolución por falta de 
colaboración para poder concluir con la resolución favorable, deber y obligación 
del Contribuyente establecida en el Arto. 102 CTr., numeral 5). El Recurrente 
adujo ante la no presentación de contrato por servicios profesionales, que su falta 
se debe a la aplicación del Arto. 19 de la Legislación Laboral Vigente, que refiere 
que los contratos pueden ser verbales o escritos. El Tribunal discrepa del tal 
argumento, pues si bien es cierto dicho cuerpo de ley invocado establece que el 
contrato individual de trabajo es el convenio verbal o escrito entre un empleador y 
un trabajador, para el Tribunal  es imperativo, dada la naturaleza del servicio 
prestado por el Contribuyente, que esté debidamente soportada la relación laboral, 
ya que la misma Ley No. 185, Código del Trabajo, señala en el Arto. 24, cuando 
se puede dar un contrato verbal. El Tribunal no encontró elementos que 
demuestren que el Contribuyente haya entregado tales documentos soportes ante 
la Administración Tributaria, a pesar de llevar la carga de la prueba al tenor de lo 
establecido en el Arto. 89 CTr. Por lo que concluye que dicho atraso no ha sido 
por culpa de la Administración Tributaria, por lo que es notoriamente improcedente 
la aplicación de recargos moratorios, multa y costas invocadas por el Recurrente, 
por ser sin fundamento de hecho y de derecho la aplicabilidad en el presente caso 
de los Artos. 51, 79 y 131 CT., en la que el Contribuyente lo que debió es haber 
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dado explicación a tales motivos, para soportar dicha devolución, y no impedir la 
devolución con la interposición de los recursos administrativos.
5.9.  JERARQUÍA ADMINISTRATIVA DEL TTA (Resolución 08/2009)
El Contribuyente ha interpuesto Queja en contra del Administrador de Rentas al 
pretender que el quejoso pague la cuota establecida por la Resolución No. 65-
2008 del Tribunal Tributario Administrativo a partir del mes de Septiembre del año 
2008 y no a partir del mes de Enero del año 2009 a como lo establece dicha 
Resolución. El Administrador de Rentas manifestó que optó por aplicar la cuota a 
partir del mes de Septiembre del año dos mil ocho ante el conflicto de aplicación 
que encontró entre la Resolución de Revisión y la Resolución No. 65-2008. Al 
Recurrir de Apelación el Contribuyente se produjo efecto suspensivo en lo que 
hace a la Resolución de Revisión dictada por el Director General de Ingresos 
especialmente al haber invocado expresamente a su favor el Recurrente dicho 
derecho, cumpliendo de esa manera con los extremos señalados por el Arto. 95 
CTr. Por lo que no cabe el alegato del Administrador de Rentas, en el sentido que 
encontró conflicto de aplicación entre lo resuelto por el Director General de 
Ingresos y lo resuelto por el Tribunal. La Resolución No. 65-2008 dictada por el 
Tribunal Tributario Administrativo es clara y precisa, tanto en su parte 
considerativa como en su parte resolutiva. Al determinar el Tribunal una fecha 
específica de cumplimiento de la obligación impuesta al Contribuyente lo hizo 
considerando los efectos de la suspensión, por lo que hay una relación directa 
entre la fecha de la Resolución dictada por el Tribunal y la fecha de inicio de la 
obligación determinada y que la Administración de Rentas debe acatar. El proceso 
administrativo que el Contribuyente inicio ante la Administración Tributaria culminó 
con la Resolución que emitió el Tribunal Tributario Administrativo, con la cual 
quedó Agotada la vía Administrativa de conformidad al Arto. 96 CTr., Numeral 3) 
párrafo segundo, por lo que el proceso administrativo que fue conocido vía 
Apelación es cosa juzgada, no existiendo otro recurso ordinario en esa misma vía, 
más que los que la legislación nicaragüense le otorga al Contribuyente en la vía 
jurisdiccional. No tendría ningún sentido lo actuado por el Tribunal Tributario 
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Administrativo si no se acata lo resuelto por él, de acuerdo al orden de jerarquía 
establecido por el Código Tributario. En base a lo antes considerado se debe 
declarar con lugar la Queja, quedando obligado el Administrador de Rentas, a 
aplicar lo resuelto por el Tribunal Tributario Administrativo.
5.10.  INGRESOS NO DECLARADOS
5.10.1. Ingresos no declarados generan IVA (Resolución 56/2009)
En relación al ajuste al Impuesto al Valor Agregado, el Tribunal determinó que el 
Contribuyente de autos no declaró ni contabilizó ingresos en el período fiscal 
2006-2007 de donde se desprende la obligación tributaria de retener y trasladar el 
IVA por los servicios realizados por parte del Contribuyente lo que no hizo, 
omitiendo su obligación de ley, por lo que debe de responder solidariamente por 
su incumplimiento de recaudarlo y declararlo en el período fiscal 2006-2007 mes 
donde se genero el servicio brindado, por lo que no queda más que confirmar 
dicho ajuste.
5.10.2. Proyectos de construcción, sobregiros y descuentos (Resolución 14/2009)
El Contribuyente argumenta su desacuerdo en la aplicación de los criterios 
tributarios contables con respecto a ingresos por proyectos e ingresos por 
sobregiros y descuentos. El Tribunal Tributario Administrativo al examinar los 
documentos que dieron origen al ajuste como son: facturas de Ingresos, recibos 
de caja, contratos por proyectos y auxiliares de Ingresos, ha comprobado que el 
Contribuyente no declaró ingresos por facturas  visibles en los folios 1383 al 1398 
del Expediente Fiscal. El Tribunal encontró que el Contribuyente no ha cumplido 
adecuadamente con los Principios de Contabilidad Generalmente Aceptados, así 
como las normas fiscales vigentes en su registro de ingresos dentro del período 
fiscal Auditado. La base legal y técnica argumentada por el Recurrente no puede 
ser considerada ya que no se puede aplicar criterios de otras legislaciones 
diferentes a los que regula nuestra Sistema Tributario Nacional. El Arto. 5 de la 
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Ley No. 453, Ley de Equidad Fiscal en armonía con el Arto. 7 de su Reglamento 
establece qué se comprende por Renta, por lo que se debe desestimar las 
aclaraciones expuestas por el contribuyente.
5.11.  MULTA SE DESVANECE (Resolución 47/2009)
El Recurrente argumenta el hecho que la Administración Tributaria se equivocó 
tanto en la apreciación de Derecho como de Hecho. El Tribunal ha comprobado 
que en el caso de autos operó una Denuncia por supuesta falta de facturación, 
presentada el cinco de Enero de 2009. Refiere la Administración Tributaria en su 
Resolución por Infracción y Sanción Tributaria, que como resultado de la 
verificación efectuada, comprobó que el Recurrente incumplió lo descrito en el 
Arto. 137 CTr., en el Numeral 6), sin embargo al examinar el expediente fiscal, 
este Tribunal no encontró el instructivo de comprobación de la denuncia 
presentada, diligencia necesaria para concluir acertadamente con la imposición de 
la multa aplicada de conformidad con la normativa, por el contrario, el Tribunal 
comprobó que una vez notificada la Sanción al Contribuyente, se procedió a dirigir 
credenciales de fiscalización hasta el día seis de Febrero, producto de la 
impugnación realizada por el Contribuyente. La Administración Tributaria a través 
de denuncia determinó la comisión de Contravención Tributaria, sin soportar el 
hecho denunciado con elementos de convicción suficiente para sostener la 
contravención al Arto. 137 CTr., Párrafo Tercero Numeral 6).El Tribunal concluye 
que a pesar que el Arto. 103 Numeral 5) establece como deber formal la emisión 
de factura, dentro del Expediente no se ha encontrado elementos suficientes para 
sostener la legalidad de dicha multa, a pesar que la Administración Tributaria goza 
de presunción legalidad de lo actuado, por no haber esta hecho las investigación 
pertinente, ya que procedió a imponer automáticamente con la denuncia 
presentada la multa por Contravención Tributaria, dejando en indefensión al 
Contribuyente. En el presente caso al no existir los actos de instrucción 
administrativos del hecho denunciado, constituye una violación al Principio de 
Legalidad y por tanto a la Seguridad Jurídica del Administrado.
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5.12.  NOTIFICACIONES Y PLAZOS
5.12.1. Notificación de auto de Subsanación de Recurso de Reposición  
(Resolución 38/2009)
El Tribunal Tributario Administrativo, al examinar la aplicación del Código 
Tributario por parte de la Administración de Rentas en relación a la notificación del 
auto, mediante el cual manda a subsanar los errores u omisiones del escrito de 
reposición de conformidad con los requisitos establecidos en el párrafo segundo 
del Arto. 94 CTr., determinó que éste fue notificado al Contribuyente, veintinueve 
días hábiles después de haber sido interpuesto el Recurso de Reposición, 
prácticamente un día antes del vencimiento del término fatal de los treinta días 
hábiles establecidos en el Arto. 97 CTr. Si bien es cierto que el Código Tributario 
no establece el plazo o termino que tiene la Administración Tributaria para ordenar 
la subsanación de errores u omisiones una vez recibido el escrito de Reposición.  
Es criterio del Tribunal Tributario Administrativo que la Administración Tributaria 
una vez recibido el escrito de Reposición debe ordenar la subsanación de los 
errores u omisiones dentro de las veinticuatro horas siguientes, todo con 
fundamento en la supletoreidad establecida en el Arto. 4 CTr., para aplicar el Arto. 
158 Pr, párrafo segundo que señala: “las actuaciones y diligencias judiciales se 
practicaran dentro de los términos señalados para cada una de ellas. Cuando no 
se fije término, se entenderá que han de practicarse dentro de veinticuatro horas 
de dictadas.”
5.12.2. Notificaciones no personales (Resolución 22/2009)
En relación a la violación del Principio del Debido Proceso y demás Garantías 
Constitucionales invocadas por el Recurrente, el Tribunal  comprobó que la 
Administración de Rentas  notificó al Contribuyente el Acta de Cargos de manera 
no personal. Es criterio del Tribunal Tributario Administrativo, que la 
Administración de Rentas debió de tomar en cuenta para el conteo de los quince 
días de descargo y presentación de pruebas lo establecido en el Arto. 161 CTr., y 
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lo señalado en el Arto. 85 CTr., la omisión de esta disposición provocó la violación 
del Principio del Debido Proceso y de Seguridad Jurídica por parte del 
Administrador de Rentas, al emitir el Auto de Conclusión del período probatorio y 
estado de resolución determinativa, hecho por el cual restringió el período 
probatorio, dejando con tal actuación en estado de indefensión al Contribuyente; 
de donde se desprende la imposibilidad jurídica de entrar a conocer el fondo del 
recurso solicitado. Por lo que se determina que se contravino el Arto. 63 CTr., 
donde los derechos y garantías del Contribuyente son irrenunciables. El Tribunal 
Tributario Administrativo considera que lo actuado por el Director  General de 
Ingresos en la Resolución de recurso de Revisión está apegado a derecho, 
Resolución señalada  que declara la Nulidad en la forma de lo actuado a partir de 
la Notificación del Acta de Cargos. Por tal razón procédase a notificar nuevamente 
el Acta de Cargos, con el objeto de ser restablecidas los derechos y garantías que 
le fueron vulnerados al recurrente.
5.12.3. Resolución Determinativa: no hay plazo para dictarla (Resoluciones 56 y 
57/2009)
En relación a la solicitud del Contribuyente sobre la aplicación del Silencio 
Administrativo Positivo. El Tribunal considera que el alegato de la parte Recurrente 
no se ajusta a los fundamentos de ley, ya que si bien es cierto el Código Tributario 
en sus Artos. 97, 98, 99 y 100 establece los plazos para el cumplimiento de las 
Resoluciones Administrativas y sanciones para el perfeccionamiento del Silencio 
Administrativo, en este mismo cuerpo de leyes no se determina ni plazo, ni 
sanción exigible para que se constituya el Silencio Administrativo Positivo en la 
etapa procesal que se lleva del Acta de Cargos a la Notificación de la Resolución 
Determinativa a como lo alega el Recurrente. El Arto. 161 CTr., establece el 
proceso y derechos a seguir del Acta de Cargo hasta la Resolución Determinativa 
y únicamente establece un plazo de quince (15) días hábiles, exclusivo para la 
presentación de las pruebas de descargo. El Tribunal considera que ante la 
inobservancia de no emitir Resolución Determinativa, una vez vencido el término 
de descargo, no existe ninguna sanción procesal o administrativa en el Código 
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Tributario, ya que el Silencio Administrativo acogido en el cuerpo de ley 
mencionado es para los recursos administrativos ordinarios establecidos en el 
Arto. 96 CTr., numerales 1), 2) y 3), razón por la cual se debe de rechazar de 
plano el alegato del Recurrente.
5.13.  OBLIGACIÓN TRIBUTARIA
5.13.1. Hecho generador: Aporte de Capital Social no está gravado con el IR 
(Resoluciones 53, 54 y 55/2009)
El Contribuyente manifestó sentirse agraviado por la resolución que emitiera el 
Director General de Ingresos, por mantenerle firme la negativa de extenderle 
autorización del no pago del 1% de la Retención en la Fuente por aporte de 
capital.El Tribunal Tributario Administrativo considera de conformidad con el 
concepto de Renta y la regulación a la renta ocasional contenidos en los Artos. 3, 
4, 5, 6 y 7 de la Ley No. 453, Ley de Equidad Fiscal, así como lo establecido en el 
Arto. 7 y 8 del Decreto 46-2003, y el criterio establecido en la página web de la 
Dirección General de Ingresosy basado en el Principio Constitucional de Igualdad 
ante la ley se considera que si bien es cierto que hay transferencia del dominio y 
posesión de propiedades inscritas, en dicho acto no existe una renta ocasional 
que le genere ingresos o incremente su renta Bruta al contribuyente, por la 
naturaleza del acto realizado de transferencia de los bienes inmuebles en aporte 
de capital a una tercera entidad . El aporte de capital no es un acto de comercio 
que conlleve a producir el hecho generador de renta gravable con la transferencia 
misma del dominio y posesión. Donde el Aporte de capital son sumas pagadas en 
bienes, para integrar el aumento de capital Social de esa tercera entidad, y siendo 
los aportes los recursos que representan un derecho para quien los proporciona y 
que normalmente, constituye para el receptor un aumento de su capital social y no 
un incremento de sus ingresos para quien los proporciona, por lo cual no genera 
renta gravable ni se puede aplicar retención, por lo que no ha habido ningún 
ingreso ocasional ni renta que implique aumento de las rentas al contribuyente. 
Por lo que no tiene aplicabilidad el concepto de Renta Bruta contenido en el Arto. 
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5 de la Ley No. 453, Ley de Equidad Fiscal para gravar dicho acto en la 
transferencia de dominio en el aporte de capital, ni como renta ocasional 
establecida en el Arto. 6 de la Ley No. 453. El Tribunal considera que, sería dar un 
trato desigual y fuera de toda lógica jurídica gravar el aporte de capital en bienes y 
no en efectivo (dinero liquido) que pagan los socios aportantes en la suscripción 
del capital de una Sociedad o aumento de su capital social. El Tribunal considera 
que no tiene aplicabilidad lo establecido en el Arto. 11 de la Ley No. 453, Ley de 
Equidad Fiscal para denegar el derecho al Contribuyente de emitirle autorización 
del no pago del 1%, porque tal como se ha dejado señalado, el aporte de capital 
no es un ingreso. Por lo que debe Ordenársele a la Administración Tributaria emita 
la correspondiente autorización. 
5.13.2. Determinación de costos y gastos mediante parámetros de la DGI 
(Resolución 26/2009)
El Tribunal comprobó que la Administración Tributaria reconoció el 75% de la 
suma imponible en Costos y Gastos por no llevar el Contribuyente de autos libros 
contables de Diario y Mayor en base a la Disposición Administrativa 013-2005 y 
sus anexos de Parámetros para liquidar el Impuesto Sobre la Renta a 
Contribuyentes nuevos, inscritos con base en las actuaciones de la Administración 
Tributaria. El Contribuyente de autos no aportó nuevos elementos de pruebas que 
justifiquen su pretensión para que se le reconozca el 90% de Costos y Gastos, 
donde no ha demostrado su pretensión a como lo establece el Arto. 89 CTr. El 
Tribunal considera que la Administración Tributaria ha tomado en cuenta las 
pruebas y valorado adecuadamente cada elemento de la misma practicado por 
auditoría fiscal, confirmando que al Contribuyente se le han respetado sus 
derechos y que es sin fundamento la pretensión  de que se le reconozca el 90% 
de costos y gastos.
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5.13.3. Determinación sobre base presunta (Resolución 11/2009)
El Recurrente considera que la resolución del Recurso de Revisión violenta lo 
consagrado en el Código Tributario, en lo referido a la determinación de las 
obligaciones tributarias específicamente contempladas en el Arto. 160 CTr., 
numeral 1) al no realizar el cálculo en la determinación en el cobro sobre base 
cierta. El Tribunal ha constatado que dicho ajuste fue determinado en base 
presunta; pero que de la misma obligación determinada en los conceptos 
ajustados, el Recurrente no presentó nuevas pruebas para desvanecer los 
referidos ajustes en la que se puede determinar que en la resolución del Recurso 
de Reposición fueron valoradas adecuadamente dichas pruebas. El Tribunal 
considera que la Administración Tributaria ha cumplido con las disposiciones 
establecidas en el Código Tributario de conformidad al Arto. 149 CTr., cuerpo de 
ley que faculta en el mismo Arto. 160 Ctr., señalado como transgredido por el 
Recurrente, la realización del ajuste sobre base presunta, por lo que se debe de 
mantener en firme la resolución del Recurso de Revisión.
5.13.4. Determinación mediante Información exógena (Resoluciones  28 y 
57/2009)
Alega el Contribuyente que el Director  General de Ingresos hace una  errada 
interpretación sobre el numeral 5) del Arto. 160 CTr., en su afán de justificar el 
método (“información exógena o cruce de información”), señalando que al 
contribuyente tercero no se le requirió de manera general o específica información 
alguna. El Tribunal considera que el procedimiento utilizado para la determinación 
de los ajustes  al Recurrente, no viola el Arto. 27 CTr., ya que el referido Artículo 
establece el procedimiento a seguir en el caso del “Suministro de información y su 
valor probatorio” el que es aplicable cuando la DGI solicite información de un 
contribuyente a un tercero, debiendo requerirse la información de manera general 
y posteriormente notificar al contribuyente sobre la obtención de ésta información. 
No siendo el caso que nos ocupa, ya que la información utilizada por la 
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Administración de Rentas fue suministrada por el Departamento de Devolución de 
la DGI Central, razón por la cual el procedimiento de obtención de la información 
utilizada para la determinación, está apegado a lo establecido en el numeral 5) del 
Arto. 146 CTr., el que faculta a la Administración Tributaria para determinar los 
tributos conforme a la información presentada por la parte recurrente o las que 
hayan sido recibidas de otras fuentes, como los cruces de información los cuales 
pueden ser de manera interna o externa a través de la Dirección de Fiscalización 
de conformidad a lo establecido en el numeral 1) del Arto. 25 del Decreto 01-2005, 
en concordancia con lo establecido en el Arto. 160 numeral 2) y 5). 
5.14. PRESCRIPCIÓN
5.14.1 Prescripción de obligación Tributaria determinada (Resolución 09/2009)
El Tribunal comprobó que el presente proceso inició bajo la solicitud de 
prescripción de obligación tributaria presentada a la Administración de Rentas por 
parte del Contribuyente. El Tribunal también comprobó que el último requerimiento 
de cobro realizado al contribuyente sobre la obligación pendiente de pago, 
interrumpió el cómputo de la prescripción del adeudo. El Tribunal determina en 
base al Arto. 45 CTr., que después de ese día, debe nuevamente comenzar a 
correr el computo del plazo de prescripción, a como está establecido en el último 
párrafo del Arto. 45 CTr., por lo que, desde esa fecha al día de presentación de la 
petición del derecho de prescripción a solicitud de parte del Contribuyente, han 
transcurrido más de cuatro años, y siendo el trascurso del tiempo un derecho 
adquirido del Contribuyente, se debe respetar sus derechos y garantías, los que 
son irrenunciables de acuerdo al Arto. 63 CTr. El Tribunal considera que el Arto. 
43 CTr. es claro al establecer el tiempo para considerar prescrita una obligación 
tributaria, por lo que se debe revocar la decisión del Director General de Ingresos.
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5.14.2. Prescripción de obligaciones tributarias no determinadas (Resoluciones 05, 
42, 43, 44 y 46/2009) 
El Contribuyente ha impugnado los ajustes determinados y pide se decrete que ha 
operado la prescripción a favor. El Tribunal considera necesario determinar el 
Derecho a aplicar en el presente caso, especialmente la aplicabilidad del Arto. 6 
CTr., así como el Arto. 905 del Código Civil. El Tribunal Tributario Administrativo 
determina que la aplicabilidad del Arto. 6 CTr., es para aquellas Obligaciones que 
estén pendientes de cumplirse, es decir obligaciones liquidas ya determinadas y 
no para las obligaciones y derechos pendientes de determinarse por medio de una 
Auditoria Fiscal. El Arto. 6 CTr., no le otorga a la Administración Tributaria el 
Derecho de efectuar auditorias aplicando supletoriamente el Decreto No. 713, de 
la Legislación Tributaria Común, derogado éste último por la Ley No. 562, Código 
Tributario. El Tribunal considera que en el Código Tributario existe suficiente 
cuerpo normativo de aplicabilidad para determinar si la obligación o derecho del 
Contribuyente se encuentra prescrita o no, y no sumirse en cuerpos de leyes 
derogadas y de aplicación supletoria. La Administración Tributaria debe de 
apegarse estrictamente a lo normado en el Código Tributario vigente para 
proceder con la realización de auditoría de aquellos períodos fiscales no cubiertos 
por el tiempo para la prescripción establecida en el Código Tributario vigente. En 
las presentes diligencias no existen evidencias de créditos fiscales líquidos 
determinados por la DGI, para los periodos fiscales revisados no puede aplicarse 
lo establecido en el Arto. 6 CTr., ni el 905 del Código Civil , por existir ante este 
último una Ley especial que regula la Materia Tributaria donde está establecido el 
plazo para considerar extinguidos Derechos y Obligaciones. Si bien es cierto que  
el derecho de la Administración Tributaria de fiscalizar los períodos revisados 
nació bajo el Imperio de la Legislación Tributaria Común, derecho mismo no se 
completó al entrar en vigencia el Código Tributario, por lo que al tenor del Arto. V) 
Numeral 21) del Título Preliminar del Código Civil, la norma a aplicar es la nueva 
ley que entró en vigencia, por lo que se debe aplicar en cuanto a la prescripción, lo 
normado en el Código Tributario. Al Derecho de prescripción alegado por el 
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Recurrente debe de aplicarse lo establecido en el Arto. 43 CTr., párrafo primero, el 
que establece un tiempo de cuatro años para determinar obligaciones tributarias, 
por lo que en los períodos fiscales referidos, los cuatro años precluyeron en el año 
dos mil siete. Por lo que se debe dar Ha Lugar a la prescripción alegada. 
5.15.  PRUEBAS Y SOPORTES 
5.15.1. Documentos otorgados en el extranjero (Resolución 10/2009)
En relación al ajuste formulado en concepto de Gastos de Compra No 
Reconocidos, el Tribunal comprobó que el Recurrente no presentó pruebas 
documentales pertinentes, ni suficientes para probar los hechos impugnados, 
violando así el requerimiento establecido en el Arto. 89 CTr. El Tribunal Tributario 
Administrativo en apego a lo establecido en el Arto. 34 Pr., considera que las 
documentales anteriormente examinadas no cumplen los requisitos establecidos 
en los Artos.1130 y 1131 Pr., ya que en relación a las facturas de compras 
realizadas en el extranjero estas se encuentran en copias simples y además no 
concuerdan con las cifras contabilizadas. En relación al ajuste formulado en 
concepto de Gastos Financieros No Reconocidos a Intereses corrientes, el 
Tribunal comprobó que en el expediente fiscal se encuentra visible el 
Requerimiento de Información Tributaria, por medio del cual se le solicita al 
contribuyente que presente los soportes legales sobre la aplicación de estos 
créditos. El Tribunal considera que el contribuyente debió de presentar estos 
soportes con el objetivo de certificar que estos fueron utilizados con el fin de 
generar renta a la empresa y cumplir así con lo establecido en el numeral 1) del 
Arto. 12 de la Ley de Equidad Fiscal. En relación a la escritura de traducción 
realizada al Pagaré a la Orden suscrito con una entidad financiera, el Tribunal 
determina que ésta no es suficiente para que surta verazmente el efecto legal 
pretendido, ya que carece de los requisitos que debe contener un documento 
emitido en el extranjero, a como lo establecen los Artos.1130 y 1131 Pr.
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5.15.2. Pruebas no vinculantes (Resolución 46/2009)
El Recurrente aporto como pruebas Actas de Cargos notificadas a otra Entidad por 
auditoría realizada sobre concepto similar a los ajustes determinados al 
recurrente, estas pruebas no pueden ser tomadas con carácter vinculante, ya que 
el resultado de las mismas es producto de un proceso autónomo de auditoría 
realizado a otra entidad, razón por la cual este no cumple con los requisitos de la 
triple identidad a como pretende hacer valer el contribuyente.El Tribunal no 
encontró mérito para justificar la petición del Recurrente por lo que se deben de 
desestimar sus argumentos.
5.15.3. Soportes de relación laboral (Resolución 07/2009)
El Tribunal ha constatado que en el folio 6 del expediente fiscal rola comunicación 
dirigida al Contribuyente, en la que el Administrador de Rentas solicita como 
requisitos indispensables para realizar el trámite de devolución: los contratos por 
prestación de servicios profesionales y constancia de retención de parte del 
retenedor, de la cual se requiere el sellado correspondiente. De la notificación 
anterior el Contribuyente recurrió de reposición. Al impugnar el Contribuyente la 
información solicitada por la Administración Tributaria, obstaculizó dicho proceso 
de devolución por falta de colaboración para poder concluir con la resolución 
favorable, deber y obligación del Contribuyente establecido en el Arto. 102 CTr., 
numeral 5). El Recurrente adujo ante la no presentación de contrato por servicios 
profesionales, que su falta se debe a la aplicación del Arto. 19 del Código del 
Trabajo, que refiere que los contratos pueden ser verbales o escritos. El Tribunal 
discrepa del tal argumento, pues si bien es cierto dicho cuerpo de ley invocado 
establece que el contrato individual de trabajo es el convenio verbal o escrito entre 
un empleador y un trabajador, para el Tribunal  es imperativo, dada la naturaleza 
del servicio prestado por el Contribuyente, que esté debidamente soportada la 
relación laboral, ya que la misma Ley No. 185, Código del Trabajo, señala en el 
Arto. 24, cuando se puede dar un contrato verbal. El Tribunal no encontró 
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elementos que demuestren que el Contribuyente haya entregado tales 
documentos soportes ante la Administración Tributaria, a pesar de llevar la carga 
de la prueba al tenor de lo establecido en el Arto. 89 CTr. Por lo que concluye que 
dicho atraso no ha sido por culpa de la Administración Tributaria, por lo que es 
notoriamente improcedente la aplicación de recargos moratorios, multa y costas 
invocadas por el Recurrente, por ser sin fundamento la aplicabilidad en el presente 
caso, de los Artos. 51, 79 y 131 CT., en la que el Contribuyente lo que debió es 
haber dado explicación a tales motivos, para soportar dicha devolución, y no 
impedir la devolución con la interposición de los recursos administrativos.
5.15.4. Valoración de pruebas hecha por la DGI (Resolución 06/2009)
El Recurrente manifiesta sentirse agraviado por el ajuste realizado a las 
Retenciones en la Fuente (IR), ya que según él, no se consideraron las pruebas 
aportadas. Al examinar las pruebas documentales aportadas en esta Instancia, 
como son las planillas de trabajadores permanentes, el Tribunal pudo constatar 
que esas documentales fueron valoradas y reconocidas en la resolución del 
Recurso de Revisión, y en la Cédula de resultado elaborado por la oficina de 
Recurso de Revisión, por lo que no existen fundamentos de ley para 
desvanecerlos.
5.16. RESPONSABILIDAD SOLIDARIA DE LOS RETENEDORES Y 
RECAUDADORES (Resoluciones 15 y 26/2009)
En relación al ajuste al IVA, el Tribunal concluido, que el Contribuyente no declaró 
ni contabilizó ingresos, de donde se desprende la obligación tributaria de retener y 
trasladar el IVA por los servicios realizados por parte del Contribuyente, quien no 
lo hizo, omitiendo su obligación de ley, por lo que debe de responder 
solidariamente por su incumplimiento de recaudarlo y declararlo.
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5.17.  SILENCIO ADMINISTRATIVO POSITIVO (SAP)
5.17.1. SAP en el Recurso de Reposición no se comprobó (Resoluciones 02, 17, 
23 y 26/2009)
En relación a la solicitud del Recurrente de declarar a su favor el Silencio 
Administrativo Positivo, el Tribunal constató que los plazos fueron contados a 
partir de la interposición del Recurso de Reposición, el Tribunal  ha observado que 
la Administradora de Rentas notificó la resolución el día veintiocho hábil, en virtud 
que nuestra legislación tributaria determina que los plazos se contaran en días 
hábiles es decir, de lunes a viernes, de conformidad a lo establecido en la 
Disposición Técnica No. 20-2007, Decreto 1340 Ley Reguladora de los Horarios 
de la Actividades Laborales, Arto. 1 de Reforma al Arto. 12, Decreto 1340 y Arto. 
97 CTr., comprobándose que la resolución de Reposición, fue emitida 
correctamente dentro el plazo fatal que establece la ley de la materia donde no 
habían trascurrido más de los treinta días hábiles para que se hubiera 
perfeccionado el Silencio Administrativo Positivo.
5.17.2. SAP en el Recurso de Revisión no se comprobó (Resoluciones 14, 42 y 
46//2009)
En relación a la solicitud del Recurrente de declarar a su favor el Silencio 
Administrativo Positivo. El Tribunal comprobó que el Titular de la Administración 
Tributaria abrió a prueba el día hábil 10, después de presentado el Recurso de 
Revisión. Así mismo no encontró elementos que demuestren que el Recurrente 
reclamara el Silencio Administrativo Positivo ante el Director General de Ingresos, 
o que atacara de irregular el auto de apertura de prueba notificado. El Tribunal 
constató que los plazos fueron contados a partir del vencimiento del plazo para la 
presentación de pruebas y considera que se está haciendo una mala 
interpretación de parte del Contribuyente ya que no se deben computar como día 
hábiles los comprendidos entre el seis y diez de Abril, por ser a cuenta de 
vacaciones los días 6, 7 y 8 de Abril y el día 9 y 10 feriados Nacionales, según 
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Comunicado emitido por la Ministra del Trabajo. En dicho período quedó suspenso 
el plazo en virtud que nuestra legislación tributaria vigente determina que los 
plazos se contaran en días hábiles es decir de lunes a viernes. La Disposición 
Técnica No. 20-2007 del 18 de Octubre del 2007 y el Arto. 19 del Decreto No. 
1340, disponen que durante las vacaciones los términos se suspendan. Por lo que 
el Tribunal Tributario Administrativo determinó que a partir de la fecha del 
vencimiento del período probatorio trascurrieron treinta y cuatro días hábiles, 
comprobándose que el Recurso de Revisión fue emitido dentro del plazo fatal que 
establece la ley.
5.17.3. SAP en el Recurso de Reposición se perfecciono (Resoluciones 27y 
38/2009)
El Tribunal comprobó que el Recurrente dentro de sus peticiones impulsó su 
pretensión sobre el perfeccionamiento del Silencio Administrativo Positivo, 
derecho que le concede el Arto. 97 CTr., ante la falta de notificación por escrito 
dentro de los 30 días hábiles, de su pretensión del Recurso de Reposición; 
comprobándose de las diligencias de autos que no existió repuesta alguna a dicha 
pretensión del Recurrente, dentro del fatal término de los 30 días hábiles, sino 
hasta el día 31 hábil. El Tribunal determinó que la Administración Tributaria  no 
evacuó oportunamente el pedimento y argumentos de Derecho realizados por el 
Recurrente, e hizo caso omiso a tales peticiones, donde el Contribuyente se 
vuelve acreedor del derecho de que se aplique el silencio Administrativo Positivo y 
que se le resuelva su pretensión de manera positiva sobre petición que formula en 
su Recurso de Reposición. Petición del Recurrente fundamentada en el derecho 
de petición que tiene todo ciudadano debiendo ser resuelta en los plazos que las 
leyes señalen, principio que consagra el Arto. 52 Cn. El hecho que una 
Administración Pública no responda a una solicitud o a un recurso en el plazo que 
tiene establecido para ello, teniendo como efecto su origen en un acto presunto, 
tiene el mismo valor que si hubiese respondido la Administración expresamente. 
De esta forma, se impide que, con el fin de evitar un probable recurso, la 
Administración se abstenga de no emitir ninguna resolución y tenga al ciudadano 
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esperando eternamente, por consiguiente ha operado el Silencio Administrativo 
Positivo, por lo que debe tenerse por resuelto a su favor, derecho indubitable que 
el Tribunal Tributario Administrativo considera que se le ha violentado al 
Recurrente.
5.18.  TRASLADO DE RÉGIMEN TRIBUTARIO (Resolución 37/2009)
La Contribuyente expresa como fundamento de su impugnación, que se encuentra 
dentro de las características que exige la ley, en cuanto al ámbito de aplicación del 
Régimen Especial de Estimación Administrativa para Contribuyente por Cuota Fija 
así mismo alega que su negocio se encuentra inscrito como posada por tal razón se 
ampara en que no está dentro de las exclusiones establecidas en el Arto. 10 inciso h) 
del Acuerdo Ministerial No. 22-2003. El Director General de Ingresos alegó, que la 
verdadera categoría del negocio del Recurrente según las características del 
mismo es un Hotel. El Tribunal considera de las pruebas documentales 
aportadas por el Titular de la Administración Tributaria como constancia emitida 
por Gerente de una Institución Bancaria no puede ser tenida como elemento 
probatorio para sostener el traslado de cambio de Régimen Tributario y clasificar 
la actividad económica de la recurrente de hotel, por cuanto la misma carece de 
fundamento de ley para sostener que dicha Institución Bancaria es la facultada 
para dar la activad económica a la contribuyente. Y así mismo, no se puede dar 
merito alguno a la copia certificada de Memorándum de Información detallada 
aportado como prueba por la Administración Tributaria ante el Tribunal, por cuanto 
en la misma no existe firma alguna del funcionario que la dirige. El Tribunal no ha
encontrado elementos probatorios que lleven a concluir con certeza que los 
ingresos anuales de la Contribuyente exceden a los C$480,000.00, más bien de 
las documentales que aportó del libro de entradas de los meses de Marzo, Abril y 
Mayo 2009 se refleja un ingreso promedio mensual de C$39,318.00. Donde la 
Contribuyente no se encuentra dentro de las clasificaciones a las exclusiones al 
Régimen Especial de cuota fija, ya que su inscripción ante el INTUR es de Hostal 
familiar. Por lo que partiendo del significado de Hostal dado por el Diccionario de 
la Lengua Española: “Hostal: m. Establecimiento de menor categoría que un hotel 
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donde se proporciona alojamiento y comida”. Y la definición de Hotel: “hotel 1) m. 
Establecimiento de hostelería en el que se proporciona alojamiento y comida a los 
clientes mediante pago, con mayor categoría que otros establecimientos 
similares… El Tribunal considera que la Recurrente no está dentro de las 
exclusiones del cuerpo de leyes y normativas que regulan el cambio de Régimen 
Tributario por lo que se debe de revocar la decisión de la Administración 
Tributaria.
SEGUNDA PARTE: AÑO 2010
5.19.  PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS Y GARANTÍAS DE LOS 
CONTRIBUYENTES
5.19.1. Irrenunciabilidad de derechos (Resolución 06-2010)
El Contribuyente impugna la resolución del Recurso de Revisión por ajuste en el 
IR período Julio/Diciembre 2006. El Tribunal considera que ha habido una mala 
determinación de la obligación Tributaria en el período señalado, por cuando no se 
ha encontrado ningún elemento probatorio que justifique que el Contribuyente 
aplicó o compensó ni parcialmente ni en su totalidad los saldos declarados a su 
favor afectos al IR periodo Julio/Diciembre 2006, y que por lo tanto está en la 
obligación de restituirlos a la Administración Tributaria y que ésta tenga derecho a 
la exigibilidad de la misma. El Tribunal es respetuoso del Principio de Legalidad y 
del Debido Proceso que el Código Tributario recoge en sus Considerandos IV) y 
V), especialmente la Garantía Constitucional establecida en el Arto. 27 Cn., y 
especificada en el Considerando V) que dice: “Que la manifestación tributaria del 
principio de igualdad se concibe como el deber de garantizar una imposición justa, 
en el sentido de procurar un tratamiento igual para todos los iguales...” Dicho esto, 
el Tribunal concluye que se debe de reformar la resolución del Recurso de 
Revisión, por ser los derechos y garantías del Contribuyente irrenunciables al 
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tenor del Arto. 63 CTr., en la que ha habido una mala apreciación en la 
determinación del ajuste a favor de la DGI, en la que no hay lógica jurídica para 
sostener lo actuado en la determinación al impuesto a pagar, en la que según 
análisis al presente expediente se produjo una revisión a los ingresos en la que se 
determinó con exactitud el saldo a favor producto de los ingresos no declarados, 
en la que no puede generar un saldo a favor de la DGI , en la que no existe mérito
para sostener la misma por falta de evidencia de que dicho saldo fuera utilizado 
por el Contribuyente de autos para pagar otros tributos fiscales, por lo que se debe 
de desvanecer dicha obligación.
5.19.2. Tribunal aplica multa menos perjudicial al contribuyente (Resolución 66-
2010)
En relación al alegato del Recurrente sobre la inaplicabilidad de la sanción por 
Contravención Tributaria formulada por la DGI, de conformidad al Código 
Tributario, por no haber entrado en vigencia la referida norma legal en el período 
fiscal auditado y que por el contrario en ese caso sería la aplicación de la 
Legislación Tributaria Común (LTC) en materia de sanción, debió haberse 
aplicado el Arto. 94 Infracción de la norma Inc. C), D) y Arto. 97. El Tribunal 
considera que la Administración Tributaria está aplicando correctamente lo 
establecido en el Arto. 137 CTr., fundamentado en el párrafo primero, que 
textualmente dice: Arto 137 CTr., Configuración de la Contravención Tributaria y 
su Sanción. Se considera configurada la Contravención Tributaria, cuando se 
compruebe que el contribuyente o responsable Retenedor, ha omitido el pago o 
entero de los tributos que por ley le corresponde pagar o trasladar, en este caso la 
multa a Aplicar será del 25% del impuesto omitido; y reforzado por el Arto. 220 
CTr., que indica que las Sanciones e Infracciones que fueron aplicadas antes de la 
entrada en vigencia del Código Tributario se regirán por la ley aplicable al 
momento de su comisión, salvo que las sanciones correspondan al mismo tipo de 
infracciones contenidas en ese Código y que estas sean menos perjudiciales al 
Infractor; ya que es notorio que la aplicación del Arto. 137 CTr., es menos 
perjudicial en su porcentaje del 25% de aplicación sobre el saldo omitido de 
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impuesto, contra el 100% por ciento del valor tratado de evadir de conformidad a 
lo establecido en el Arto. 94 de la Legislación Tributaria Común.
5.19.3. DGI no puede imponer obligación no contenida en la ley (Resoluciones 61 
y 65 de 2010)
En relación al alegato de la Administración Tributaria por el cual no se debe 
reconocer dicho crédito por falta de pruebas sobre la no presentación de la 
circulaciones vehiculares de la Montacargas, por estar el Contribuyente obligado a 
registrar esos equipos en el registro de la propiedad vehicular de la Policía 
Nacional; el Tribunal después de haber examinado la constancia emitida por el 
Departamento de Seguridad de Transito de la Policía Nacional, que es el ente 
autorizado por ley para ejercer el control del Régimen de Circulación Vehicular, 
donde hace constar que dicho equipo de Montacargas no se registra en la 
especialidad de Registro Vehicular, razón por la cual no está obligado a su 
registro, prueba presentada dentro el proceso probatorio de Recurso de Apelación, 
por tanto, se llega a la conclusión que el alegato de la Administración Tributaria 
carece de fundamentos de ley. El Tribunal determina que el gasto está destinado 
para el mantenimiento de los equipos de montacargas, por lo tanto es considerado 
un gasto generador de renta.
5.19.4 Prohibición de la  “Reformatio in peius”: La autoridad no puede agravar la 
situación del recurrente (Resolución 5-2010)
Ante los alegatos argumentados por la parte Recurrente, el Tribunal considera que 
el Principio de Legalidad sobre la impugnación de los actos y resoluciones que 
emanan de la Administración Tributaria deben estar acorde a lo establecido en el 
Arto. 424 del Código Procesal Civil de la República de Nicaragua que establece: 
“Las sentencias deben ser claras, precisas y congruentes con la demanda y con 
las demás pretensiones deducidas oportunamente en el juicio, haciendo las 
declaraciones que ésta exija, condenando o absolviendo al demandado y 
decidiendo todos los puntos litigiosos que hayan sido objeto del debate. Cuando 
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éstos hubieren sido varios, se hará con la debida separación el pronunciamiento 
correspondiente a cada uno de ellos”. Por lo tanto, las Resoluciones deben ser 
debidamente motivadas para tener la congruencia con el fallo en cada una de las 
instancia que se conozcan, donde el fin de los recursos de impugnación por 
principio general, no es agravar más la situación del impugnante, sino más 
bien mejorar la misma (negrilla es del autor). El Tribunal pudo comprobar que 
existen incongruencias entre el ajuste determinado por la Administración de Renta, 
ajuste que fue ratificado por la misma instancia tributaria en su Resolución 
Determinativa y en su resolución del Recurso de Reposición. La incongruencia se 
refleja en la resolución del Recurso de Revisión, la que en su parte Resolutoria 
desvanece el monto determinado en concepto de Costo de Ventas el cual generó 
el ajuste al Impuesto Sobre la Renta  y el cual es el objeto principal de la 
impugnación del Recurrente en su Recurso de Reposición y Recurso de Revisión. 
En esta Instancia de Recurso de Revisión, la Dirección General de Ingresos (DGI) 
formuló su Resolución con nuevos hallazgos en concepto de ingresos no 
declarados lo que generó una modificación al Impuesto Sobre la Renta al nuevo 
ajuste en concepto de Impuesto. El Tribunal determinó que la incongruencia 
generada en la resolución del Recurso referida produce una clara violación al 
derecho de impugnación. La incongruencia entre lo auditado y determinado en 
Acta de Cargo, la Resolución Determinativa y la Resolución de Reposición contra 
lo determinado en la Resolución de Recurso Revisión, debe de considerarse como 
elementos no veraces, los cuales son producto de la mala aplicación de los 
Principios de Legalidad y del Debido Proceso. El Tribunal concluye que se debe 
de revocar la resolución del Recurso de Revisión y las que dan origen a la misma.
5.20. DEBIDO PROCESO
5.20.1. DGI debe fundamentar su rechazo a tramitar las apelaciones de los 
contribuyentes (Resolución 56-2010)
En el presente caso el Tribunal constató que el Recurso de Apelación fue 
interpuesto en tiempo y forma en contra de la resolución de Recurso de Revisión, 
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Recurso que fue declarado Improcedente mediante Resolución Administrativa de 
Apelación, emitida por el Director General de Ingresos, utilizando la misma 
motivación y argumentación contenida en la resolución del Recurso de Revisión, 
sin que se señale en la Resolución Administrativa de Apelación antes referida, el 
incumplimiento e inobservancia de parte del Recurrente, de los elementos y 
requisitos de admisibilidad señalados por el Código Tributario. Por las razones 
anteriores la Resolución Administrativa de Apelación es recurrible por regla 
general, siguiendo las reglas de supletoriedad que permite el Arto. 4 CTr., 
aplicando lo normado en el Arto. 497 Pr. El Tribunal considera que el Recurso de 
Apelación interpuesto por el Recurrente fue denegado indebidamente por la 
Administración Tributaria. Por tal motivo la Resolución de Recurso de Revisión 
emitida por el Director General de Ingresos es apelable de conformidad al Arto. 99 
CTr., y no es ésta una Resolución que no amerite impugnación, por lo que de 
conformidad al Arto. 93 CTr., que establece: “Los actos y resoluciones que emita 
la Administración Tributaria por los que se determinen tributos, multas y 
sanciones, o que afecten en cualquier forma los derechos de los contribuyentes o 
de los responsables, así como las omisiones, podrán ser impugnados por los 
afectados en las formas y plazos que establece este Código”.  Por lo que no 
queda más que dictar la respectiva providencia como en derecho corresponde. En 
consecuencia admítase el trámite del Recurso de Apelación interpuesto.
5.20.2. Notificaciones deben efectuarse en la forma legal establecida (Resolución 
46-2010)
El Tribunal comprobó que el Recurrente, solicitó devolución  y en respuesta a 
dicha solicitud rola únicamente en autos carta emitida por el Director Jurídico 
Tributario de la DGI, dirigida al Director General de Contabilidad Gubernamental 
del Ministerio de Hacienda, donde el referido Director Jurídico Tributario solicita
emisión de cheque. El Tribunal considera que el Contribuyente ha sido consistente 
en sostener la falta de Resolución ante la solicitud de devolución, lo que 
transgrede el Arto. 65 CTr., el que establece: “Toda Resolución o acto que emita la 
Administración Tributaria y que afecte los derechos, deberes u obligaciones del 
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contribuyente o responsables, debe ser notificado a éstos por escrito dentro de los 
términos y procedimientos legales establecidos en esté Código”. Así como lo 
establecido en el Arto. 86 CTr., que señala: “El contribuyente o su representante 
tiene el derecho de recibir copia de la Resolución junto con la notificación de la 
misma en documento físico. En caso que el contribuyente lo haya aceptado de 
manera expresa, tal notificación le podrá ser remitida a sus archivos electrónicos, 
lo que será regulado por medio de normativa Institucional”. El Tribunal  no 
encontró Resolución emitida por el Director Jurídico Tributario que contuvieren los 
presupuestos procesales mínimos que debe contener una resolución, tales como 
los establecidos tanto en el Código Procesal Civil en sus Artos. 435 Y 436 Pr., en 
concordancia con el Arto. 162 CTr., y que permitieran al Contribuyente formular en 
contra de la misma una impugnación objetiva. El Tribunal  considera que la 
comunicación de devolución dirigida a la Dirección General de Contabilidad 
Gubernamental, se realizó sin que el Contribuyente tuviera una Resolución que 
pudiera aceptar o impugnar en defensa de sus derechos, para que su caso fuera 
reconsiderado y revisado por los diferentes medios de impugnación ordinarios que 
da el Código Tributario, ya que el Director Jurídico Tributario había ordenado 
devolver de manera parcial la suma solicitada por la Recurrente  sin estar firme 
una Resolución notificada legalmente. El Tribunal concluye que el Recurrente no 
ha tenido oportunidad de defenderse adecuadamente, lo que conlleva a la 
transgresión del más sagrado derecho a la Defensa establecido en el Arto. 34 Cn., 
numeral 4): “…a que se garantice su intervención y defensa desde el inicio del 
proceso y a disponer de tiempo y medios adecuados para su defensa”, ya que 
nunca no se le notificó resolución motivada de acuerdo a lo establecido en los 
Artos. 65, 86 y 93 CTr., derechos mismos que son irrenunciables al tenor del Arto. 
63 CTr. Por lo que el Tribunal  considera que debe apegarse a lo establecido en el 
Arto. 2204 C que dice: “La nulidad absoluta puede alegarse por todo el que tenga 
interés en ella, y debe, cuando conste en autos, declararse de oficio. Motivos 
suficientes que el Tribunal  tiene para declarar la nulidad de todo lo actuado por la 
Administración Tributaria.
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5.20.3. Prórrogas dentro del proceso deben ser solicitadas, no operan de oficio 
(Resolución 44-2010)
El Tribunal  determina que es incorrecto lo que pretende el Contribuyente en esta 
instancia, de que se revoque lo actuado por las autoridades de la DGI porque 
supuestamente no se le concedió prorroga al período de descargo, cuando el 
Recurrente de autos no la solicitó en el momento procesal correspondiente, donde 
el segundo párrafo del Arto. 92 del Código Tributario estatuye: “El plazo señalado 
en el párrafo anterior será prorrogable por igual término y por una sólo vez, 
siempre que sea solicitado por alguna de las partes dentro del término probatorio”. 
El Tribunal  considera que el Administrador de Rentas fue respetuoso del debido 
proceso, pues no puede éste conceder una prórroga que no se ha solicitado 
dentro del término probatorio. El Tribunal considera que los funcionarios de la 
Administración Tributaria, en virtud de la supletoreidad establecida en el Arto. 4 del 
Código Tributario deben observar la norma contenida en el Arto. 7 del Código de 
Procedimiento Civil, la que reza: “Los procedimientos no dependen del arbitrio de 
los jueces, los cuales no pueden restringirlos ni ampliarlos, sino en los casos 
determinados por la Ley”. Por lo que el Tribunal  determina que no hubo 
contravención al procedimiento establecido en el Arto. 92 del Código Tributario, 
donde se respetaron los derechos y garantías del Contribuyente.
5.20.4. Admisibilidad  del Recurso de Apelación: DGI debe revisar sólo cuestiones 
de forma y procedimiento (Resolución No. 35-2010)
La resolución del  Recurso de Hecho se limita a la revisión de la razón 
procedimental del por qué fue rechazado el recurso vertical interpuesto, en el 
presente caso el de Apelación. La Administración Tributaria al dictar la Resolución 
Administrativa de Apelación a dado continuidad al proceso, arrogándose 
facultades del Tribunal Tributario Administrativo; así mismo en el numeral 3) y 
acápites tercero y cuarto del escrito de Interposición del Recurso de Hecho, se 
puede apreciar la inconformidad del Contribuyente, en relación al rechazo del 
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Recurso de Apelación, pese a que dice el Recurrente, se llenaron las formalidades 
de ley. En el presente caso se utilizó una motivación ajena al tema de forma y se 
abordó aspectos de fondo para rechazar el Recurso de Apelación, incluso al 
revisar la resolución del Recurso de Revisión, que fuere recurrida de Apelación por 
el Recurrente de hecho, pudimos comprobar que coincidentemente la misma 
declara No Ha Lugar el Recurso de Revisión, y en su parte conducente dice: “por 
haberse declarado extemporáneo el Recurso de Reposición interpuesto ante la 
Dirección Jurídica Tributaria y pasando en Autoridad de Cosa Juzgada el Acto 
Administrativo” este resuelve se refiere a que el Contribuyente no recurrió en 
tiempo y forma de la exclusión de factura, originada por una solicitud de facturas 
realizada por el Contribuyente, que corresponde al fondo del presente caso y que 
conforme al Artículo 99 y 204 del Código Tributario de la República, corresponderá 
al Tribunal Tributario conocer y fallar al respecto. Queda claro que el Titular de la 
Administración Tributaria rechazó el Recurso de Apelación, por los mismos 
motivos que declaró sin Lugar el Recurso de Revisión, lo que no es congruente 
con la ley, debido a que corresponderá al Tribunal Tributario Administrativo 
determinar si la Resolución de Revisión apelada es conforme a derecho; la 
Administración Tributaria pifio al utilizar la motivación antes señalada para 
rechazar el Recurso de Apelación y así debe hacerse constar en la presente 
resolución.
5.20.5. Admisibilidad del Recurso de Apelación: facultad receptora y revisora del 
Director General de Ingresos (Resolución 33-2010)
Antes de realizar el análisis del caso, el Tribunal quiere aclarar ciertos puntos que 
el Recurrente señala en su escrito de interposición del Recurso de Hecho en 
relación al papel del Titular de la Dirección General de Ingresos, respecto a la 
tramitación del Recurso de Apelación conforme al Arto. 99 del Código Tributario. 
Primeramente ante la afirmación del Recurrente de que al Director General de 
Ingresos le corresponde únicamente trasladar el Recurso de Apelación, nos 
vemos en la necesidad de señalarle al Recurrente que el papel del titular de la DGI 
no se limita a ese único acto, ya que el Arto. 94 Ctr., establece los requisitos que 
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debe cumplir el escrito de interposición de los recursos que interpongan los 
Contribuyentes y señala en su parte conducente que le corresponderá a la 
Administración Tributaria mandar a subsanar los errores cometidos por el 
Recurrente, en caso no sean corregidos, entonces podrá la Administración 
Tributaria declarar la Deserción del Recurso defectuoso; además el Código de 
Procedimiento Civil, norma supletoria del Proceso Administrativo Tributario, señala 
el papel del Juez Aquo, indicando en su Arto. 468 Pr., que si el Recurso de 
Apelación es interpuesto en tiempo y forma, el Juez debe admitirlo, otorgándole
facultades receptoras y revisoras, ya que del examen que el Juez Aquo realice del 
Recurso depende su Admisión. El Tribunal es respetuoso del papel del Titular de 
la Dirección General de Ingresos. Por las razones expuestas patentizamos el rol 
del Titular de la Dirección General de Ingresos como órgano receptor y revisor del 
Recurso de Apelación.
5.20.6. Admisibilidad del Recurso de Apelación: principio de prórroga de 
competencia (Resoluciones 31 y 32-2010)
El Tribunal una vez detallado el procedimiento utilizado en el presente caso, tiene 
que contrastar la motivación principal por la cual se declaró la Inadmisibilidad del 
Recurso de Apelación. Dice la Resolución que rechaza el Recurso de Apelación, 
que este último no puede ser utilizado en contra de un Requerimiento de Pago, 
por no estar contemplado en las Leyes Especiales y Supletorias y que conforme el 
Arto. 209 Pr., se debe declarar la Improcedencia. Al revisar las actuaciones de la 
Administración Tributaria, nos encontramos que primeramente la Administración 
de Rentas, declaró No Ha Lugar la Prescripción alegada por el Recurrente en su 
Recurso de Reposición, no se menciona en ningún momento que es improcedente 
porque el Recurso de Reposición no se contempla en la Ley Especial, para recurrir 
en contra de Requerimiento de Pago. De esta resolución el contribuyente procedió 
a Recurrir de Revisión, donde el Director  General de Ingresos declaró No Ha 
Lugar al Recurso interpuesto, por considerar que  no tiene ningún asidero legal y 
en su efecto no puede tenerse como una acción extraordinaria del Recurrente 
para reactivar una resolución  que es inatacable y es cosa Juzgada, manteniendo 
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en firme Requerimiento de Pago realizado por la Administración de Rentas, este 
fallo fue titulado como Resolución de Revisión, es manifiesto que en ninguno de 
los casos se rechazó Ad Portas, los recursos interpuestos, en el primer caso se 
contestó el Recurso de Reposición declarando No Ha Lugar la Prescripción 
alegada por el Recurrente, dando contestación al caso controvertido y en el caso 
del Recurso de Revisión, el Titular de la DGI  resolvió el caso, motivándola por la 
razón de no existir en el Código Tributario la posibilidad de recurrir en contra de 
Requerimiento de Pago. El Tribunal comprobó que la Administración Tributaria le 
ha dado curso a los Recursos interpuestos, de esta forma se presenta lo que en el 
foro jurídico se llama prorroga de la competencia y desdice su propio dicho sobre 
la inexistencia de recurso en contra de Requerimiento de Pago, sobre lo cual no 
nos pronunciaremos en esta resolución; lo que es claro, es que la Administración 
Tributaria  ha venido tramitando el Proceso Impugnativo. Este Tribunal es 
respetuoso del Principio de Seguridad Jurídica y por ello tiene que resolver que en 
el presente caso, solamente por las razones señaladas cabe el Recurso de 
Apelación, sin que ello demerite la afirmación del Titular de la Administración 
Tributaria de que los Requerimiento de Pago no son susceptible de recursos, lo 
cual resolveremos cuando el Recurso de Apelación sea remitido a este Tribunal. 
En consecuencia admítase el trámite del Recurso de Apelación interpuesto.
5.20.7. Derecho a la defensa en el procedimiento administrativo tributario 
(Resoluciones 41 y 59 del 2010)
El contribuyente aduce haberse violentado el Principio Constitucional de Derecho 
a la Defensa por lo que el Tribunal debe analizar si los derechos y garantías del 
Contribuyente durante los distintos procedimientos han sido respetados. El 
Tribunal observa que el Contribuyente ejerció el derecho de impugnación 
contenido en el Arto. 93 del Código Tributario, derecho que pudo realizar sin 
mayores restricciones que las establecidas en la Ley, donde se le dio intervención 
en el procedimiento, acceso a presentación de pruebas, ampliaciones de período 
probatorio, resolución de los recursos dentro del plazo que determina la Ley y 
notificación de los escritos correspondientes, todo lo anterior en cumplimiento a los 
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Artos. 97, 98 y 99 del mismo cuerpo legal, los que regulan los requisitos para la 
interposición, trámite y resolución de los distintos Recursos estatuidos en la Ley. 
El Tribunal  considera que los requerimientos del debido procedimiento 
administrativo fueron observados por la Administración Tributaria, la que actuó 
conforme a derecho garantizando la intervención y defensa del Contribuyente, el 
que dispuso del tiempo y medios adecuados para recurrir de los actos que 
consideró causaban agravios a sus intereses. Razón por la que el Tribunal debe 
desestimar el agravio vertido por el Contribuyente, en tanto que no ha habido 
contravención al Arto. 34 de la Constitución Política.
5.20.8. Derecho a la defensa del contribuyente se transgredió (Resolución 18-
2010)
El Tribunal comprobó que el auditor y supervisor fiscal comunicaron al 
Contribuyente la finalización de la auditoria, documento que fue firmado por éstos 
y el representante del Contribuyente en fecha del día dieciocho de Marzo del año 
dos mil nueve. El Tribunal comprobó que el Acta de Cargo fue emitida el día once 
de Marzo del año dos mil mueve y que la misma fue notifica el día trece de Marzo 
del año dos mil nueve  en la que se puede constar incongruencia cronológica entre 
la comunicación de la finalización de la auditoria y la notificación del Acta de 
Cargo, donde la finalización y entrega de documento se hizo después de haberse 
emitido los cargos al Contribuyente de autos, lo cual es evidente que fue juzgado 
sin haberse comunicado la finalización, lo que hace que se convierta en un acto 
irregular anulable, que debió haber sido decretado por el Titular de la 
Administración Tributaria: corregir a su subordinado de un acto imposible de darse 
por el orden cronológico emitido, antes de finalizar la auditoria donde ya le han 
formulados los cargos. Por lo que debe reformarse la resolución del Recurso de 
Revisión , en el sentido que se decreta nulo lo actuado hasta el Acta de Cargo 
inclusive, el Tribunal  considera que al Contribuyente fue juzgado de previo y sin 
agotársele las fases pertinentes del proceso administrativo en un orden 
cronológico, donde todo procesado de acuerdo al Arto. 34 Cn., Numeral 4) tiene 
derecho como garantía mínima: “A que se garantice su intervención y defensa 
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desde el inicio del proceso y a disponer de tiempo y medios adecuados para su 
defensa”
5.20.9. Plazo para interponer el Recurso de Hecho (Resolución16-2010)
El Tribunal  comprobó que desde las diez y cincuenta minutos de la mañana del 
día diecisiete de diciembre del año dos mil nueve, fecha de notificación del auto 
mediante el cual se libra y hace entrega del testimonio de las piezas certificadas 
solicitadas por el Recurrente de autos de conformidad al Arto. 477 Pr, hasta la 
fecha de interposición del Recurso de Hecho el día quince de Enero del año dos 
mil diez  y teniendo en cuenta los días que el Ministerio del Trabajo decretó como 
vacaciones descansadas a los trabajadores del Estado, transcurrieron catorce 
días hábiles. Cabe recordar que una vez libradas y entregadas las piezas del 
testimonio correspondiente, el Recurrente tenía un plazo de tres días hábiles para 
la interposición de su Recurso de Hecho, lo cual realizó el día catorce hábil, ya 
fuera del plazo que la ley otorga, al haberlo interpuesto fuera del termino de ley, 
requisito indispensable para la admisibilidad de dicho recurso, no cumple así con 
los requisitos formales extraordinarios que la ley señala para su interposición y 
admisibilidad. El Arto. 176 del Código Procesal Civil, establece que: “Los derechos 
para cuyo ejercicio se concediere un término FATAL o que supongan un acto que 
deba ejecutarse EN O DENTRO DE CIERTO TÉRMINO, se entenderá 
irrevocablemente extinguidos por el ministerio sólo de la ley, si no se hubieren
ejercido antes del vencimiento de dichos términos”. En consecuencia se debe 
rechazar por ser improcedente el Recurso de Hecho interpuesto.
5.20.10. Improcedencia del recurso de hecho (Resolución 64-2010)
Se declara sin lugar el recurso de hecho, por haber interpuesto 
extemporáneamente el contribuyente recurso de reposición, y por tanto se vuelven 
inadmisibles los recursos de revisión y apelación subsiguientes.
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5.20.11. Recurso de Hecho no debe contener impugnaciones de fondo (7-2010)
El Tribunal determina que el Recurrente no dio cumplimiento a las solemnidades 
que ordena el Arto. 96, Numeral 4) del Código Tributario. De conformidad al Arto. 
477 Pr., y siguientes, el Recurrente omitió establecer e identificar la Resolución 
Denegatoria por la cual recurre y presenta sus razones en la que funda su derecho 
en contra de la denegatoria del Recurso de Apelación. La Corte Suprema de 
Justicia, Sala Civil ha sido clara y ha sostenido el mismo criterio en múltiples 
Sentencias, al referir en su considerando único de la Sentencia No. 39 de las doce 
meridiano del día veinticinco de Febrero del dos mil, que: “Objeto del Recurso de 
Hecho: Hay litigantes que al interponer el Recurso de Hecho se concretan a 
reproducir el de derecho que les fue denegado por el inferior, sin exponer 
ninguna razón contra la negativa del Recurso, seguramente porque creen 
que al introducir el de hecho ante el Superior, tienen una nueva oportunidad 
para la alzada; semejante error sólo puede conducir a la improcedencia del 
de hecho, pues como sustitutivo del derecho sólo tiene por objeto probar 
que es procedente el recurso denegado…” Por lo que el Tribunal es del criterio 
que las partes deben de ser beligerantes de sus procesos en cuanto a los 
términos que les asiste y formalidades que se deben de cumplir para la 
procedencia del mismo, para hacer uso del derecho a la impugnación objetiva y no 
se puede estar dando trámite distinto a lo preceptuado en la ley, de donde se 
desprende la imposibilidad jurídica de entrar a conocer el fondo del recurso 
solicitado. Al producirse un fallo, la ley proporciona los recursos adecuados o 
remedios capaces de enmendar los errores de hecho o de derecho que 
contengan, pero tales remedios o recursos deben interponerse dentro del plazo 
establecido por la misma ley de manera específica, o de lo contrario se convierte 
en una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada y por lo tanto inatacable al 
tenor de lo prescrito en los Artos. 438 y 439 Pr. y Arto. 96 CTr., en su párrafo 
segundo. Si bien es cierto que es un derecho recurrir en contra de los actos y 
resoluciones que emita la Administración Tributaria, derecho indubitable que el 
Tribunal considera no se le ha negado y de acuerdo al estudio del expediente, 
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dicho derecho se le ha respetado al Recurrente, pero que al ejercer tal derecho 
debió hacer uso de ciertas premisas tales como: el tiempo y la forma de 
interposición. Por lo que se tiene que dictar Resolución declarando notoriamente 
improcedente el Recurso de Apelación por la vía de hecho intentado por el 
Recurrente por no cumplir con formalidades del mismo.
5.20.12. Prueba por confesión y testificales (Resolución 11-2010)
El Representante del Contribuyente alega que le fue negado el derecho a 
presentar testificales, que él considera fundamental para probar que su pretensión 
es a derecho y solicitó nuevamente rendir las declaraciones aludidas ante el 
Tribunal Tributario Administrativo, de este pedimento se proveyó la recepción de 
las mismas en el auto de las ocho y seis minutos de la mañana del día siete de 
Enero del año dos mil diez, sin embargo la Dirección General de Ingresos pidió 
reforma del auto, porque el pliego de preguntas presentadas por el Recurrente  no 
reunía los requisitos de ley conforme al Arto. 1324 Pr., el Tribunal constató que 
realmente no cumplía con los requisitos señalados en el artículo mencionado y dio 
lugar al Recurso Horizontal de Reforma y se rechazó la solicitud del Recurrente en 
auto de las ocho y veinte minutos de la mañana del día dieciocho de Enero del 
año dos mil diez, sin que este se haya pronunciado al respecto, en una clara señal 
de aceptación de lo resuelto por este Tribunal. Ante la falta de interés demostrada 
por el Representante del Contribuyente, la prueba que para él era de singular 
importancia en el presente caso, no fue rendida debidamente, por lo que no surte 
el efecto que en materia procesal se espera de este medio probatorio y no puede 
ser considerada al momento de resolver el presente Recurso de Apelación, de 
conformidad a los Artos. 89 CTr., y 1079 Pr. El Tribunal considera desestimar la 
pretensión del Recurrente de autos, ya que no hay ninguna circunstancia de 
Derecho que demuestre lo contrario dentro de las presentes diligencias.
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5.21. PRESCRIPCIÓN DE LAS OBLIGACIONES TRIBUTARIAS
5.21.1 Derecho a la prescripción de las obligaciones líquidas (Resoluciones  y 22, 
49 y 4-2010)
En relación al alegato de la Administración Tributaria sobre la no existencia del 
derecho de prescripción por estar la cantidad adeudada en firme y que por lo tanto 
es cierta y exigible por derivarse de una Resolución que se encuentra pasada en 
autoridad de Cosa Juzgada y por ende no es atacable por ningún tipo de Recurso. 
El Tribunal considera que si bien es cierto que los requerimientos de pago, no 
pueden ser atacados por ningún tipo de recurso administrativos, se comprobó que 
el Recurrente no interpuso ningún tipo de recurso administrativo en contra del 
requerimiento de pago realizado, si no que de conformidad al último párrafo del 
Arto. 43 CTr., el Recurrente solicito en base a la ley, el derecho de prescripción, 
cuando la Administración tributaria pretendió hacer efectivo el cobro de la 
obligación tributaria prescrita. Los recursos administrativos interpuestos por el 
Recurrente fueron en contra de las resoluciones administrativas que denegaron el 
derecho adquirido de la prescripción solicitada en base al Arto. 43 CTr., si bien es 
cierto que la obligación fiscal se encuentra en el carácter de cosa juzgada, eso no 
afecta el derecho del contribuyente a la prescripción, ni exime a la Administración 
Tributaria de la obligación de realizar su gestión administrativa de cobro en tiempo 
y forma. La exigibilidad de las obligaciones tributarias, determinan a partir de 
cuándo es que empieza a correr el derecho de prescripción de los contribuyentes, 
en todo caso es responsabilidad de la administración tributaria el no haber ejercido 
en el tiempo determinado por la ley las atribuciones y facultades que la ley le 
otorga para que los contribuyentes cumplan con sus obligaciones fiscales, razón 
por la cual se debe desestimar el argumento de la Administración Tributaria. Por lo 
que en base el Arto. 43 CTr., en concordancia al Parágrafo III, Arto. XVI del Título 
Preliminar del Código Civil, se debe revocar la Resolución del Recurso de 
Revisión.
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5.21.2 In dubio pro contribuyente en el caso del artículo 43 CTr. (Resolución 26-
2010)
El Tribunal examina  que el Recurrente ha invocado desde el inicio del presente 
proceso la prescripción que extingue un derecho y obligación al período fiscal 
2003-2004.  El Tribunal  considera necesario determinar el Derecho a aplicar en el 
presente caso, especialmente la aplicabilidad de lo normalizado en el Arto. 43 
CTr., y determinar si la situación impugnada debe ser encuadrada según lo 
establecido en el párrafo primero del referido cuerpo de Ley. El Tribunal considera 
que la aplicabilidad del párrafo segundo del Arto. 43 CTr., es para la obligaciones 
Tributaria de las cuales el Estado no haya tenido conocimiento, ya sea por 
declaración inexacta del Contribuyente o por la ocultación de bienes y rentas, por 
lo que no tiene aplicabilidad al presente caso el cuerpo de ley señalado por la 
Administración Tributaria, por cuanto no se ha dejado demostrado tal situación con 
las diligencias instruidas y remitidas a esta instancia. El párrafo segundo del 
Arto. 43 CTr., no le otorga a la Administración Tributaria el derecho de 
efectuar auditorias aplicando una norma de orden público más desfavorable 
al contribuyente de autos, donde en el párrafo primero existe el suficiente 
cuerpo normativo de aplicabilidad para determinar si la obligación o derecho 
del Contribuyente se encuentra prescrita o no (negrilla es del autor) y no 
sumirse en presupuestos de hechos no demostrados en autos. Donde a la fecha 
de notificación de la Resolución Determinativa ya habían transcurrido más de 
cuatro años, por lo que al Derecho de prescripción alegado por el Recurrente para 
el período fiscal 2003-2004 debe de aplicarse lo establecido en el párrafo primero 
del Arto. 43 CTr. El Tribunal  no encontró en el expediente fiscal elementos 
aportados por la Administración Tributaria  que demuestren lo contrario más bien 
ha aportado todos los actos instruidos en fotocopias, por lo que no puede aplicarse 
el párrafo segundo del Arto. 43 CTr.
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TERCERA PARTE: AÑO 2011
5.22. ACREDITACIÓN DEL IVA
5.22.1 Acreditación proporcional del IVA a empresas con precios regulados 
(Resolución No. 43-2011)
El Contribuyente manifiesta que le causa agravios el ajuste formulado por la 
Administración Tributaria en concepto de Crédito Fiscal No Reconocido al IVA del 
período fiscal Enero a Diciembre 2007, al no acreditársele en un cien por ciento 
(100 %) el crédito fiscal, en virtud de que la Ley de Equidad Fiscal y su 
Reglamento tienen vacios para regular taxativamente los casos en el que se 
puede ubicar el esta Sociedad Anónima, y que la excepcionalidad de la empresa 
radica en que se le imposibilita trasladar al costo la proporcionalidad resultante, ya 
que esto obligaría a subir el precio de venta del Gas Licuado de Petróleo (GLP) 
siendo el precio regulado por el Estado a través del INE. El Tribunal comprobó que 
el Contribuyente en sus operaciones  realiza ventas exentas de conformidad a lo 
establecido en el numeral 9) del Arto. 52 de la Ley de Equidad Fiscal y ventas 
gravadas de conformidad a lo establecido en los Artos. 36 numeral 1) y 37 de la 
misma ley, razón por la cual resulta difícil identificar el crédito fiscal utilizado tanto 
para la ventas exentas como para las ventas gravadas con el IVA. El Tribunal 
encontró que el Recurrente no aportó los elementos necesarios para la 
identificación del crédito fiscal utilizado para el proceso de producción de los 
bienes gravados y exentos, lo que trajo como consecuencia, que el crédito fiscal al 
cual tiene derecho la entidad Recurrente fuese aplicado de manera proporcional 
de conformidad a lo establecido en el Arto. 45 de la Ley de equidad Fiscal. El 
Tribunal  comprobó que no existen dentro el presente proceso los elementos de 
hecho y derecho que determinen que la aplicación del crédito fiscal del IVA será 
acreditable en un cien por ciento (100%). La Administración Tributaria ha actuado 
ajustada a derecho y siendo que el precio de venta de los bienes comercializados 
por la contribuyente estén regulados por el Instituto Nicaragüense de Energía 
(INE) dicha condición, no le otorga el beneficio de la acreditación a la 
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contribuyente del cien por ciento (100 %) del crédito fiscal. En relación al alegato 
en el cual expresa que el obligar a la Empresa a regirse por lo preceptuado por el 
Arto. 45 de la Ley de Equidad Fiscal, tendría un carácter confiscatorio, ya que 
materialmente no puede reputar al costo la proporcionalidad del crédito fiscal del 
IVA, el Tribunal considera que tal alegato carece de fundamentos de ley, por 
cuanto el porcentaje del crédito fiscal prorrateado y no acreditable al IVA es 
considerado como deducible del IR de conformidad a lo establecido en el numeral 
5) del Reglamento de la Ley de Equidad Fiscal, tal como lo consideró y admitió la 
Administración Tributaria.
5.22.2. Acreditación proporcional del IVA en ventas exentas (Resoluciones No. 17 
y 24 -2011)
El Contribuyente manifiesta no estar de acuerdo con la aplicación de la 
proporcionalidad en los créditos fiscales del IVA en concepto de alquiler de local, 
compra de Repuestos, Servicios Básicos, Servicios Profesionales, Mantenimiento 
de Aires Acondicionados correspondiente al período 2008/2009, por que dichos 
impuestos sólo sirven para generar la Actividad de Ingresos Gravados con el IVA. 
El Tribunal comprobó que en el folio No. 034 del expediente fiscal rola fotocopia de 
la Cuenta No. 5601 del Libro Mayor, del rubro de Otros Ingresos, en la cual el 
Recurrente registra las operaciones realizadas por la venta de vehículos usados, 
los que fueron dados de baja del Inventario de Vehículos que están depreciados 
en su Totalidad. Al haber comprobado que el Contribuyente Recurrente obtiene 
tanto, ingresos gravados como ingresos exentos en el IVA, el Tribunal determina 
que la pretensión del Recurrente sobre el reconocimiento del cien por ciento del 
crédito fiscal del IVA en concepto de gastos de alquiler de local, compra de 
repuestos, servicios básicos, servicios profesionales, mantenimiento de aires 
acondicionados, carecen de fundamentos de Hecho y de Derecho, ya que estos 
créditos fiscales no son identificables, por ser utilizados tanto para generar 
ingresos gravados como ingresos exentos, errando el Recurrente en su tipo de 
acreditación a la cual tiene derecho, por consiguiente este tiene que actuar 
apegado a la Ley y únicamente reconocerse el crédito fiscal proporcional de 
conformidad a lo establecido en el Arto. 45 Ley de Equidad Fiscal, en 
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concordancia con el Arto. 101 de su Reglamento. Por lo que no queda más que 
dictar la resolución que en derecho corresponde. 
5.22.3. Crédito Fiscal del IVA correctamente soportado (26-2011)
El Contribuyente interpuso Recurso de Apelación en contra del ajuste del crédito 
fiscal del período 2005/2006, al examinar el agravio y mediante verificación 
realizada a las facturas del crédito fiscal no reconocidas, el Tribunal determinó que 
las facturas de los proveedores: PAPELSA y PRODISA, con sus correspondientes 
créditos fiscales del IVA deben reconocerse por encontrarse correctamente 
soportadas y cumplir con lo estipulado en los Arto. 42 y 43 de la Ley de Equidad 
Fiscal, y Arto. 99 y 100 de su Reglamento, razón por la cual se procede a 
modificar el ajuste al saldo a favor según resolución del Recurso de Revisión. 
5.23. CARGA PROBATORIA
5.23.1. Pretensiones deben ser soportadas con elementos probatorios (Resolución 
No. 10-2011)
El Contribuyente argumenta estar en desacuerdo con el ajuste en el IR del período  
2004-2005 en concepto de otros ingresos; ya que según él, existen ingresos que 
son de naturaleza exoneradas y/o exentas de las cuales presentará las 
respectivas cartas de autorización. El Tribunal ha comprobado que el Recurrente 
no presentó elementos probatorios para desvirtuar el ajuste formulado por la 
Administración Tributaria, por el contrario en su escrito presentado el diecisiete de 
Agosto del año dos mil diez, acepta que por errores de la administración a cargo 
en ese período no se registraron los ingresos correspondientes a Hispánica 
además aduce que los ingresos del Proyecto Santa Clara, por error involuntario 
fueron registrados hasta en Agosto del 2006, los Otros Ingresos por suministro de 
materiales a ESNIC no se habían registrado debido a que los Proyectos estaban 
en ejecución y hasta que estos finalizan se liquidan y se registra el ingreso 
correspondiente y sobre los ingresos del Proyecto Camoapa no presenta ningún
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argumento ni pruebas para desvanecer el ajuste referido. De conformidad al Arto. 
12 CTr., la obligación Tributaria es la relación jurídica que emana de la ley y nace 
al producirse el hecho generador y es de acuerdo al Arto. 28 CTr., el presupuesto 
establecido en la ley para determinar el tributo, cuya realización origina el 
nacimiento de la obligación. Por lo que el Tribunal determina en base a lo 
expresado por el Recurrente, que el ajuste a los ingresos para efectos de liquidar 
el IR período 2004-2005 está correctamente formulado, en vista que no cumplió 
con lo establecido en los Artos. 4 y 5 de la Ley de Equidad Fiscal y Arto. 7 
numerales 1), 2) y 3) de su Reglamento y Arto. 102 numerales 1), 2) y 3) del 
Código Tributario. En consecuencia se confirma y ratifica el ajuste formulado.
5.23.2. Pruebas deben demostrar la verdad sobre la pretensión (Resolución No. 
16-2011)
El Contribuyente, argumenta que el perjuicio que le causa la Resolución del 
Recurso de Revisión es grande, ya que ella no ha hecho uso de las retenciones 
que le aplican Banco Procredit, S.A., y Óptica Central, S.A. desde el año 2004 al 
año 2008 y que es dinero que tiene la DGI y que le pertenece a ella, de lo cual ha 
presentado fotocopias de estas retenciones; por lo que solicita se le reconozca el 
crédito fiscal por la suma de C$14,700.24 y que de ahí se pague el impuesto que 
le está cobrando. El Tribunal comprobó que la Contribuyente no objetó el ajuste 
determinado por la Administración Tributaria de Carazo en el IR períodos 
2004/2005, 2005/2006 y 2007/2008. El Tribunal Tributario considera en base a lo 
establecido en el Arto. 96 CTr., numeral 3) párrafo segundo, que preceptúa: “… 
Los actos y resoluciones no impugnados total o parcialmente, serán de obligatorio 
cumplimiento para los contribuyentes y responsables, en el plazo de cinco días 
después de vencido el término para impugnar” y en consecuencia de todo lo 
anteriormente comprobado, no le queda más  que confirmar dichos ajustes, de 
acuerdo a lo preceptuado en el Arto. 94 numeral 4) y 5), 96 numeral 3) párrafo 
segundo, 163 CTr. Respecto al reconocimiento de las Retenciones en la Fuente 
que le efectuaron BANCO PROCREDIT, S. A. y ÓPTICA CENTRAL, S. A.,  al 
examinar las documentales aportadas se refleja que las constancias de 
Retenciones en la Fuente emitidas por Banco ProCrédit, S. A., no cumplen con 
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todos los requisitos de Ley, pues no tienen LA FECHA DE EMISIÓN donde se 
constate en qué momento le fueron efectuadas las misma mes a mes por el pago 
que le realizara dicha institución financiera, ya que estas constancias de retención 
fueron emitidas por semestre y de forma anual, siendo contrario a lo establecido 
en el Arto. 86 del Reglamento de la Ley de Equidad Fiscal. Así mismo el Tribunal 
no tuvo a la vista las pruebas complementarias como el contrato de arriendo entre 
ProCrédit, S.A., que le permitiera comprobar si la forma de pago era mensual, 
semestral o anual. Si bien es cierto que la Administración Tributaria no le dio el 
correspondiente valor a las constancias de retención, por no estar Certificadas, 
está apegada a derecho tal decisión, pero en vista que el Recurrente a 
reproducido dichas pruebas en esta instancia debidamente certificadas, el 
Tribunal, al entrar al valorar las mismas, es del criterio que dichas documentales 
aportadas no demuestran legalmente la verdad del hecho que ha pretendido 
acreditar el Contribuyente de autos al no haber una certeza sobre los hechos 
afirmados del tiempo de emisión. Pues a como expresa “CARNELUTI” que la 
prueba no consiste en evidenciar la existencia de un hecho, sino en verificar un 
juicio, en demostrar su verdad o falsedad. Así mismo no se le puede reconocer 
dicho crédito fiscal que omitió deducirse en tiempo al Contribuyente de autos, ya 
que el mismo no está plenamente justificado, donde la Ley de Equidad Fiscal es 
clara en el Arto. 35 al señalar: “Caducidad de la acreditación. Cuando se omita la 
deducción de una retención o un anticipo en la declaración correspondiente, el 
contribuyente podrá deducirlas dentro del plazo de los cuatro años 
subsiguientes”. Es decir en todo caso el Contribuyente ya perdió el derecho a 
hacer la deducción y acreditación de las retenciones que le efectuaron al cierre 
del periodo fiscal 2006. En relación a las constancias de Retención emitidas por 
Óptica Central S.A., el Tribunal determina que las mismas no cumplen con los 
requisitos establecidos en el Arto. 86 numeral 1)del Reglamento de la Ley de 
Equidad Fiscal, en lo referente a la Dirección del Retenedor y lo establecido en la 
Disposición Técnica Disposición Técnica 06-2007 Requisitos Formales de las 
Constancia de Retención en la Fuente, como es la cédula de identidad del 
retenido en caso de ser persona natural, reflejándose un numero Ruc muy 
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diferente como identificación al que posee la contribuyente, ya que se observa 
que el RUC del retenido en dicha constancia corresponde a 000000-0025 y el 
número RUC de la Contribuyente reclamante es 170647-0308, por lo que se 
concluye que no puede reconocérsele dichas constancias para soportar el crédito 
fiscal pretendido.
5.24. DEBIDO PROCESO
5.24.1. Base legal aplicada erróneamente (Resolución No. 35-2011)
El Contribuyente  manifiesta no estar de acuerdo con el ajuste a los Ingresos por 
Venta de Vehículos Nuevos por que las consideraciones de la DGI no expresan 
base legal alguna que justifiquen la pretensión de la Administración Tributaria ya 
que de manera discrecional ha decidido no reconocer las ventas a la empresa 
Jurídica AC por ser una empresa del mismo grupo familiar. De igual manera alega 
el Recurrente, que la imposición pretendida es válida únicamente para el IVA 
cuando existe faltante de inventario. El Tribunal comprobó, que tanto el Director  
de Grandes Contribuyentes, como el Director General, fundaron sus Resoluciones 
en la facultad que les otorga el Artículo 105 numeral 10) de la Ley de Equidad 
Fiscal en concordancia con lo establecido en el Arto. 128 de su Reglamento. Es de 
conformidad con lo establecido en el Artículo 128 del Reglamento de la Ley de 
Equidad Fiscal, que la Administración Tributaria, aplica un margen de 
comercialización del 18% a las ventas declaradas que fueron facturadas por 
debajo del Costo por el Recurrente. Sin embargo es importante destacar que el 
Arto. 128 del Reglamento es una norma reglamentaria del Artículo 67 de la Ley de 
Equidad Fiscal, el que de manera expresa trata sobre las Omisiones y Faltantes 
en Inventarios cuando se omita registrar contablemente una adquisición, 
disponiendo que se presumirá que los bienes adquiridos fueron enajenados, Base 
legal que es aplicable para los efectos del IVA, tal a como lo ha alegado el 
Recurrente. El Tribunal considera acertado el agravio Recurrente, al comprobar 
que la norma jurídica o fundamentos legales utilizados para la determinación del 
Ajuste, no son aplicables al IR, es decir que la norma legal, se encuentra 
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erradamente aplicada, ya que la base legal del ajuste debe de estar constituida 
por los presupuestos y fundamentos de derecho del acto que corresponde. Razón 
por la cual el Tribunal considera que se está transgrediendo los presupuestos 
procesales establecidos en el Artículo 3 CTr., En relación al agravio manifestado 
por el Contribuyente, en la que, según él la Administración Tributaria de manera 
discrecional ha decidido no reconocer las ventas efectuadas a la empresa jurídica 
Automotores Cross por ser "una empresa del mismo grupo familiar". El Tribunal 
considera que el Director de Grandes Contribuyente omitió los fundamentos de 
Derecho para sostener parcialmente el ajuste realizado en concepto de Ingresos 
por Venta de Vehículos Nuevos, y considera que el ajuste sostenido ha sido 
determinado de manera discrecional al sostenerlo sin fundamentación legal, lo que 
transgrede lo establecido en el numeral 6) del Artículo 162 CTr. Por lo tanto no 
existen meritos de ley para mantener en firme el ajuste en concepto de Ingresos 
por Venta de Vehículos Nuevos a cuenta del Impuesto Sobre la Renta (IR).
5.24.2. DGI debe pronunciarse sobre las solicitudes de los contribuyentes 
(Resolución No. 8-2011)
Del estudio realizado a los alegatos de hecho y de derecho expresados por el 
Recurrente y la resolución impugnada mediante el presente Recurso de Apelación, 
el Tribunal considera necesario efectuar un análisis exhaustivo sobre las 
supuestas transgresiones a los Principios de Legalidad, Principio de Seguridad 
Jurídica y el Derecho a La defensa, que el Recurrente expresa le fueron 
transgredido por el Administrador de Rentas, al no haberse pronunciado sobre la 
solicitud de la ampliación del plazo probatorio solicitado de conformidad al Arto. 92 
CTr. El TTA, considera que el fundamento y actuación del Administrador de 
Rentas del Centro Comercial Managua de no pronunciarse de manera formal y a 
través de la debida notificación, sobre la solicitud de prórroga del período 
probatorio realizada por el contribuyente, transgrede de manera directa una serie 
de Principios Constitucionales que retoma nuestro Código Tributario  en su 
Considerandos IV y V, propiamente el Principio de Seguridad Jurídica, principio 
que promueve la plena confianza de los ciudadanos en sus instituciones y se les 
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protege de la arbitrariedad de los funcionarios, dedicando especial atención a los 
derechos y garantías de los contribuyentes. De estas afirmaciones se desprende 
que el Administrador de Rentas  no cumplió los requisitos obligatorios del debido 
proceso, debiendo pronunciarse sobre la solicitud de prórroga a la cual está 
obligado al tenor de lo establecido en el Arto. 65 CTr., el cual establece 
textualmente: “Arto. 65 Toda Resolución o acto que emita la Administración 
Tributaria y que afecte los derechos, deberes u obligaciones del contribuyente o 
Responsables, debe ser notificado a estos por escrito dentro de los términos y 
procedimientos legales establecidos en este Código. Y que en concordancia con lo 
establecido en la parte in fine del numeral 2) del Arto. 7 CTr., el cual, establece 
literalmente: "En los casos que corresponda, los plazos se contaran a partir del día 
hábil inmediato siguiente al de la notificación", el TTA determina que la acción del 
Administrador de Rentas de haber dictado y notificado el auto de conclusión del 
plazo probatorio y Estado de Resolución Determinativa, sin haberse pronunciado 
sobre la solicitud de prórroga, lesiona el principio del debido proceso, el principio 
de seguridad jurídica y limita el derecho a la oportuna defensa del Contribuyente 
de autos, no habiendo una tutela procesal efectiva de los derechos y garantías del 
Contribuyente de autos e impidiendo de esta manera que el Contribuyente gozara 
de ese derecho, mismo derecho que el funcionario le previno hacer uso del mismo 
mediante el Acta de Cargos y por tanto tal acción va en detrimento de presentar 
oportunamente medios probatorios en contra de los ajustes formulados por la 
Administración Tributaria. La omisión del pronunciamiento de la solicitud de la 
prórroga del plazo probatorio causa indefensión al Contribuyente de autos y como 
consecuencia la invalidez de los actos que sobreviven, ya que se altera la 
sustanciación del proceso administrativo. Queremos expresar que el Tribunal 
Tributario Administrativo es respetuoso de las garantías procesales que tiene 
derecho el Contribuyente y como aplicador del Principio de Legalidad en el 
presente caso es respetuoso de lo determinado por nuestro Código Tributario y 
demás normas ordinarias, así como de lo establecido en nuestra Constitución 
Política, sobre las alegaciones constitucionales señaladas por el Recurrente, esta 
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instancia administrativa considera satisfechos tales derechos y garantías con la 
presente Resolución, en la que reconocemos las mismas.
5.24.3. Desistimiento en la etapa de apelación (Resolución No. 19, 20, 21 2011)
En relación al desistimiento presentado por el Contribuyente y la aceptación del 
mismo por parte del Director de la DGI, al TTA no le queda más que dar 
cumplimiento a la voluntades de la partes dentro del presente proceso 
administrativo. Tomando en consideración que con respecto al Desistimiento 
presentado, en el Código Tributario el Recurrente no hay disposiciones en el que 
se determine la forma de tramitar el desistimiento, debemos recurrir a las 
disposiciones procesales contenidas en el Código de Procedimiento Civil de 
Nicaragua. De acuerdo con el Arto. 385 Pr., "El que haya intentado una demanda 
puede desistir de ella en cualquier estado del juicio, manifestándolo así ante el 
Juez o Tribunal que conoce del asunto". No obstante, el trámite y la consecuente 
Resolución que en tales casos debe recaer, depende de la oportunidad en que 
desista, según se expresa en el mismo Código en el Arto. 385 Pr. El Tribunal 
concluye que la expresión de voluntad manifestada por el Recurrente al desistir 
del presente Recurso de Apelación, así como la voluntad del Director de la DGI de 
aceptarlo tiene primacía sobre cualquier otra circunstancia, donde debe accederse 
a este desistimiento solicitado y tener por desistido el Recurso de Apelación y 
consecuentemente mandar a archivar las presentes diligencias de esta instancia, 
en la que queda firme la resolución de Recurso de Revisión, en vista que la partes 
no presentaron el acuerdo en referencia.
5.24.4. Excepciones corresponde oponerlas al recurrido (Resolución No. 60-2011)
El Contribuyente interpuso ante esta instancia Excepción Perentoria de Falta de 
Acción en el demandante, en contra del Director General de Ingresos. El Tribunal 
considera que la Excepción opuesta por el recurrente debe ser rechazada de 
plano, siendo que el Arto. 818 Pr., establece con meridiana claridad que: 
“EXCEPCIÓN es la exclusión de la acción o la contradicción por medio de la cual 
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el demandado procura diferir o extinguir la acción intentada”, donde en el caso 
que nos ocupa, la acción la promueve el Recurrente, que es quien acude ante el 
Tribunal realizando un pedimento y exponiendo los perjuicios que le causa un acto 
previo de la Administración Tributaria; situación jurídica que está señalada en el 
Arto. 813 Pr, el que define literalmente a la acción como “el medio legal de pedir 
en juicio lo que se nos debe”, concepto que a su vez concuerda con lo expresado 
en el numeral 5) del Arto. 94 CTr., de cuya letra se colige que uno de los requisitos 
que deben contener los recursos a los que tienen derecho los contribuyentes y/o 
responsables en contra de actos de funcionarios de la Dirección General de 
Ingresos (DGI) es la “Petición que se formula, exposición de los perjuicios 
directos o indirectos que se causan y bases legales y técnicas que sustentan el 
recurso…” De lo cual el Tribunal determina que, el Contribuyente al momento de 
interponer el Recurso de Apelación ante el despacho del Director de la DGI es 
quien está ejercitando la acción, donde el Titular de la Administración Tributaria se 
convierte en autoridad recurrida, y  no tiene lógica la pretensión del Recurrente de 
oponer excepciones ante esta instancia, cuando es él quien ejerce la acción y las 
excepciones, de conformidad al Código de Procedimiento Civil, sólo le asisten 
oponerlas al demandado. En el caso de autos el Recurrente no puede asumir un 
carácter procesal que no le corresponde, pues el Arto. 935 Pr, respecto de las 
partes en el proceso deja sentado que: “Ninguno puede figurar indistintamente 
como actor o reo en una misma causa, sino cuando haya contrademanda”. Por lo 
que el Tribunal determina que la excepción opuesta es notoriamente 
improcedente.
5.24.5. Personería debe legitimarse durante el proceso administrativo (Resolución 
No. 3-2011)
El Contribuyente interpuso Recurso de Apelación, argumentando que no le fueron 
valoradas las documentales presentadas en la etapa probatoria del Recurso de 
Revisión las que se tuvieron como no presentadas. Del examen al expediente 
fiscal, el Tribunal comprobó que efectivamente dichas documentales 
denominadas por el Contribuyente como muestras de créditos significativos fue 
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presentada por el señor I.J.S.P, mismo que no acreditó su capacidad para actuar 
en el acto de presentar escrito. Comprobándose que hasta fecha del día trece de 
Julio del año dos mil diez mediante escrito presentado por el Apoderado Especial 
del Contribuyente adjuntaron copia certificada del Poder General de 
Administración. El Tribunal considera que la capacidad para actuar y obrar en el 
proceso debe de estar debidamente acreditada por todo aquel que quiera ser 
parte dentro del mismo, calidades que la debe de acreditar con su primer 
actuación para que le den la intervención de ley que en derecho corresponde y 
ostente la capacidad procesal en cada una de sus actuaciones. Encontrándose 
que en el escrito presentado y firmado por I.J.S.P, visible en el folio 1752 al 1755 
del expediente fiscal, este no acreditó su capacidad para actuar, ni refirió en que 
carácter lo hacía, con ello trasgrediendo el Arto. 1029 Pr., que establece: “Todo el 
que se presente en juicio como actor o demandado, por un derecho que no sea 
propio, aunque le corresponda ejercerlo por razón de su oficio o de investidura 
que le venga de la ley, como el apoderado, el guardador por su pupilo, el Síndico 
por la comunidad u otro que esté en igual caso, acompañará con su primer 
escrito o gestión los documentos que acrediten su personalidad, sin lo cual no 
será admitida su representación…”. Siendo lo actuado por el Director General de 
Ingresos conforme a derecho al tener por no presentado dicho escrito. En la que 
se le debe recordar al Recurrente de autos que debió ser más precavido en 
cumplimiento de su mandato, si consideraba que iba estar fuera de la República 
debió haber dejado sustituto, o retomar la causa en que estaba el Apoderado 
General de Administración con todas las rigurosidades de Ley. Donde el 
funcionario no puede suplir los hechos, debiéndose de tener presente el Principio 
Dispositivo y el de Aportación de Parte, donde el Juez no puede actuar a la 
voluntad de la ley, sino en la medida que la parte lo pretende, ni puede suplir la 
carga de aportación de hechos, de acuerdo a lo establecido en el Arto. 1027 Pr.
5.24.6. Prescripción de las obligaciones tributarias (Resoluciones No. 40 y 69-
2011)
El contribuyente alegando en su Recurso la Prescripción del IR correspondiente al 
periodo fiscal especial Enero 2005 a Diciembre 2005, e IVA del mismo período 
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correspondiente al periodo fiscal especial Enero 2005 a Diciembre 2005, en las 
que alega la Recurrente que la Administración Tributaria pretende aplicar el criterio 
de la prescripción por imperio de seis años según el Arto. 43 y 45 numeral 1) CTr. 
El Tribunal considera que el alegato utilizado por la Administración Tributaria para 
sostener la aplicación del término extraordinario de la prescripción carece de 
fundamentación de ley, ya que no se encuentran presentes los elementos de 
hecho, ni de derecho necesarios para justificar que el término a aplicar de la 
prescripción, es por el lapso de los seis años y no el término ordinario de cuatro 
años a como fue solicitado oportunamente por la Contribuyente. De igual manera 
el Tribunal comprobó que desde la fecha en que comenzaron a ser exigibles las 
obligaciones fiscales hasta el momento de la determinación de los ajustes 
mediante Resolución Determinativa han transcurrido más de cuatro años. El 
Tribunal comprobó que el Arto. 43 CTr., enuncia los plazos de la prescripción de la 
obligación tributaria en 4 años estableciendo lo siguiente. También se comprobó 
que en el presente caso no existen elementos que den paso o perfeccionamiento 
de la interrupción de la prescripción a como lo establece el Arto. 45 CTr. El 
Tribunal Tributario Administrativo considera que si el período fiscal Enero a 
Diciembre 2005 goza del privilegio legal de prescripción, los ajustes determinados 
como origen a dicho período son sin valor alguno, razón por la cual no pueden ser 
revisados períodos fiscales prescritos.
5.24.7. Principio de motivación de las resoluciones administrativas (Resolución No. 
31, 77 y 103-2011)
El Contribuyente aduce que no fueron apreciados sus argumentos al momento de 
emitir la Resolución Determinativa el Administrador de Renta de Bluefields, en la 
que alega la transgresión del Artículo 162 CTr., numeral 5). El Tribunal de previo a 
conocer el fondo, considera que se debe pronunciar sobre el señalamiento del 
Recurrente, para una tutela efectiva de los Principios de Debido Proceso, 
Legalidad y Seguridad Jurídica, dejando claramente establecido que no existe 
justificación ni motivos para transgredir los derechos del administrado que son 
irrenunciables, ni los requisitos obligatorios que debe contener una Resolución 
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Determinativa. El Tribunal comprobó que efectivamente la Resolución 
Determinativa, no cumple con los requisitos 5) y 6) del Arto. 162 CTr., se puede 
percibir que el funcionario de la Administración de Renta de Bluefields en su 
considerando IV) estableció únicamente lo siguiente: “Que después de analizar 
que el contribuyente no presentó los documentos y argumentos descrito en el 
considerando III de esta Resolución Determinativa, se estableció lo siguiente 
modificar los ajustes siguientes: Mantener los Ajustes efectuados al IVA 
correspondiente al período 2005/2006 al Contribuyente, Por lo que el referido 
funcionario público no valoró ni desvirtúo los alegatos del Recurrente, 
transgrediéndose con ello el Principio de Petición, Legalidad, así como el del 
Debido Proceso, que son garantías que tutelan los derechos individuales básicos 
e inalienables que ostenta toda persona en un Proceso Administrativo.  
Observándose que no hay una motivación racional entre los hechos expuesto por 
el Recurrente, lo considerado y resuelto, siendo incongruente por falta de 
motivación lógica, la Resolución Determinativa, razón por la cual se debe declarar 
la anulabilidad.  En consecuencia vuelvan los autos a su lugar de origen para su 
debido trámite de ley. 
5.24.8. Recurso de Hecho debe interponerse en el plazo de ley (Resolución No. 
13-2011)
Del examen realizado al escrito de interposición del Recurso de Hecho, el Tribunal 
comprobó que el Recurrente identificó la Resolución de Derecho contra la cual 
recurre, Resolución del Recurso de Revisión S/N, de las tres de la tarde del día 
diez de Octubre del año dos mil diez, requisito indispensable para la admisibilidad 
de dicho recurso, que no es otro que la misma Resolución contra la cual Recurrió 
de derecho; constando en el testimonio su respectiva notificación; así como la 
Resolución en virtud de la cual se rechaza la Apelación (Resolución RES-ADM-
APEL-012-11/2010). El TTA ante esta pretensión, le corresponde revisar si la 
cuestión de procedencia planteada es congruente con las disposiciones legales 
pertinentes para este tipo de Recursos y si se cumplieron cada unos de los 
términos para la preparación del Recurso de Hecho; comprobándose que dicha 
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solicitud de Testimonio fue presentada hasta el sexto día hábil después de 
notificado la negativa de tramitar el Recurso de Apelación. El Tribunal considera 
que el recurso intentado no cumple con los requisitos formales extraordinarios que 
la ley señala para la interposición y admisibilidad del Recurso de Hecho, el que se 
fundará y sustanciará bajo las solemnidades de los Artos. 477 Pr., y siguientes, de 
acuerdo a lo establecidos en el Arto. 96 numeral 4) CTr. El Tribunal no puede 
pronunciarse sobre la causa de inadmisibilidad del Recurso de Apelación 
declarada por el titular de la Administración Tributaria, ya que el mismo Recurso 
de Hecho intentado ha incumplido con la formalidades de solicitar el testimonio 
dentro de tercero días después de denegada la apelación, siendo la solicitud de la 
misma extemporánea de acuerdo a lo ordenado por el Arto. 481 Pr. Donde el 
Tribunal consideró que al Recurrente no se le ha negado el derecho de recurrir y 
de acuerdo al estudio del expediente, dicho derecho se le ha respetado, pero que 
al ejercer tal derecho debió hacer uso de ciertas premisas tales como: el tiempo y 
la forma de solicitar el testimonio o copias certificadas, que aunque la parte 
Recurrente es acreedora del derecho a la impugnación de la Resolución de 
Revisión, no hizo prevalecer su derecho dentro del término de ley. En 
consecuencia se rechaza el trámite del Recurso de Apelación por la vía de Hecho 
interpuesto.
5.24.9. Recurso de Hecho cumple con requisitos para su admisión (Resolución 
No. 102-2011)
El Contribuyente interpone Recurso de Hecho en contra de la Resolución 
Administrativa de Apelación  del Director General de Ingresos. El Tribunal ante 
esta pretensión, le corresponde revisar si la cuestión de procedencia planteada es 
congruente con las disposiciones legales pertinentes para este tipo de Recursos. 
El Tribunal también considera que el Recurso de Hecho es un Recurso 
extraordinario que cabe en determinados casos; a diferencia de la Apelación 
ordinaria o de derecho, el Recurso de Hecho se interpone ante el Tribunal 
Superior que ha de conocer el Recurso cumpliendo con las solemnidades 
establecidas en el Arto. 477 Pr., y tiene lugar cuando la parte ha apelado y ésta ha 
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sido denegada indebidamente. Teniendo como finalidad el Recurso de Hecho, 
demostrar ante el Superior que el recurso interpuesto y no admitido es procedente 
y por tal razón debe admitirse para corregir cuando esta negativa se ha producido 
al margen de lo que establece la ley de la materia. El Arto. 477 Pr., estipula que 
negada la apelación por el Juez, debiendo haberse concedido, el apelante, con las 
piezas testimoniadas que estipula el mismo artículo, recurrirá por el de hecho; 
como se puede observar, en el caso de autos, el Escrito de Recurso de Apelación 
fue presentado por el Contribuyente al doceavo día hábil después de haber 
recibido la notificación por escrito de la resolución del Recurso de Revisión, 
Recurso de Apelación que fue denegado a pesar de ser presentado en tiempo. En 
el presente caso, el Tribunal constató que el Recurso de Apelación fue interpuesto 
en tiempo y forma en contra de la resolución del Recurso de Revisión, y que éste 
fue denegado indebidamente por la Administración Tributaria de acuerdo a nuestra 
legislación procesal administrativa. Por tal motivo la resolución del Recurso de 
Revisión  es apelable de conformidad al Arto. 99 CTr., y no es ésta una 
Resolución que no amerite impugnación. Por lo que de conformidad al Arto. 93 
CTr., que establece: “Los actos y resoluciones que emita la Administración 
Tributaria por los que se determinen tributos, multas y sanciones, o que afecten en 
cualquier forma los derechos de los contribuyentes o de los responsables, así 
como las omisiones, podrán ser impugnados por los afectados en las formas y 
plazos que establece este Código”, el Tribunal Tributario Administrativo encuentra 
ajustada a derecho la pretensión del Recurrente que se ordene admitir el trámite 
del Recurso de Apelación, por lo que no queda más que declarar la procedencia 
del Recurso denegado y girar el correspondiente oficio para el cumplimiento de lo 
ordenado en esta resolución.
5.24.10. Tutela del debido proceso (Resolución No. 12-2011)
El Contribuyente alega la falta de motivación jurídica y la violación de los 
Principios de Seguridad Jurídica, Legalidad, Derecho a la Defensa y Debido 
Proceso, y que los ajustes carecían de sustento legal y técnico para su 
formulación. El Tribunal comprobó que los errores técnicos y legales señalados 
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por el Recurrente y que fueron cometidos por la Administración de Rentas son 
errores estrictamente procedimentales, ya que los actos procesales examinados 
no afectan disposiciones prohibitivas o preceptivas, sino más bien a cuestiones de 
forma. Mediante la resolución del Recurso de Revisión el Director de la DGI está 
restableciendo los derechos al Contribuyente para que este ejerza su defensa 
como corresponde al ajuste que le imputa la Administración de Rentas. El Tribunal 
considera que con la Resolución emitida por el Director de la  DGI, este no le ha 
confirmado ajuste alguno al Contribuyente, ya que no ha habido pronunciamiento 
sobre el fondo del proceso, más bien ha declarado nulo lo actuado y ha mandado 
a regresar las diligencias a su lugar de origen con el fin de que la Autoridad 
Administrativa anterior haga las rectificaciones pertinentes en la formulación de los 
ajustes, todo de conformidad y apego a las funciones que le confiere el Arto. 152 
numeral 4) CTr., que establece que la DGI como instancia revisora, tiene entre 
otras, la atribución de resolver en segunda instancia el Recurso de Revisión y 
revisar las actuaciones de sus inferiores de acuerdo a lo establecido en el Código 
Tributario, por tratarse de un recurso vertical, sustanciarlo y resolverlo en armonía 
con el Arto. 98 CTr. Por lo que no cabe más que regresar el expediente para su 
tramitación, y así el Administrador de Rentas proceda a hacer un análisis 
exhaustivo sobre el fondo, mediante una resolución debidamente motivada, 
apegándose a las leyes ordinarias y a nuestra Constitución Política.
5.25. DEDUCCIONES DE IR
5.25.1. Deducciones deben corresponder al período en que se generan 
(Resolución No. 1-2011)
El Contribuyente interpuso Recurso de Apelación en contra de los ajustes 
formulados por la Administración Tributaria por no reconocerle las deducciones a 
las que tiene derecho, aduciendo que en el caso de la venta de la propiedad 
inmueble están conformadas por el valor de adquisición más todas las mejoras, 
las cuales estando documentadas, manifiesta el Recurrente que no se le han 
querido reconocer. El Tribunal comprobó que efectivamente el Recurrente reportó 
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un sin número de gastos correspondientes al período desde el año 1997 hasta el 
30 de Junio del año 2009, en su Declaración del Impuesto Sobre la Renta (IR) 
período fiscal 2008/2009; comprobándose que gastos por la suma de 
C$11,308,804.73 no corresponden al período auditado, ya que pertenecen a 
otros períodos, así como gastos personales de limpieza, compra de herramientas, 
compra de químicos e insecticida para planta, seguro contra incendio de 
residencia, consumo de servicio básico, pago de tarjeta de crédito e Impuesto 
Aduanero. Así mismo se encontró gastos en que no se refleja a quién fue 
pagado, documentales visibles en cedulas de análisis y detalle en los folios 1226 
al 1244 del expediente fiscal. Así mismo se comprobó que la suma de 
C$17,937,710.10 el Recurrente no ha soportado con pruebas pertinentes y útiles 
su justificación, debidamente conceptualizado cada uno, ya que dichos gastos 
deben estar vinculados directamente con las mejoras de la propiedad, donde se 
refleje el gasto con su soporte complementario. El Tribunal debe pronunciarse en 
base al período fiscal declarado del 01 de Julio 2008 al 30 de Junio 2009, por lo 
que se debe desestimar las documentales aportadas como gastos incurridos 
desde el periodo 1997 al 2001 por no corresponder al período fiscal, ya que sería 
ir en contra de ley expresa. El Arto. 17 de la Ley de Equidad Fiscal establece: 
“Arto. 17. Gastos no deducibles. No serán deducibles de la renta bruta: 1. Los 
gastos y deducciones que se hayan causado o incurrido en otros períodos;…” Por 
lo que se considera que lo razonado por la Administración Tributaria está 
ajustado a derecho, cumpliendo con el Principio de Legalidad.
5.26. DEVOLUCIÓN DEL IVA
5.26.1. Devolución del IVA a las iglesias y denominaciones religiosas (Resolución 
No. 37-2011)
El Contribuyente manifiesta su desacuerdo con los argumentos presentados por la 
Autoridad Administrativa en todo el proceso y de manera particular con lo 
expresado en el considerando único de la resolución del Recurso de Revisión. El 
Tribunal Tributario Administrativo comprobó que el contribuyente solicita que le 
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sea reembolsado (IVA) por la suma de C$577,804.69, de los cuales el Director 
Jurídico Tributario, no accede a la devolución en vista que las facturas de Auto 
Nica, M & M Mantica, Syscom, Indumuebles, S. A., Inmobiliaria Oriental y Enitel, 
“No está Vinculado con actividad directa”. El Tribunal comprobó que estas 
facturas cumplen con todos los requisitos de ley establecidos como son: la fecha 
del acto, el nombre, razón social o denominación, numero RUC del vendedor o 
prestatario del servicio, dirección y teléfono en su caso, la cantidad y la clase de 
los bienes, precio unitario y el total de la venta con el traslado del IVA, todo de 
conformidad a lo establecido en el Arto. 124 del Decreto 46-2003 en concordancia 
con el Arto. 1 del Decreto No. 1357, Ley para el Control de las Facturaciones y 
que estas facturas se encuentran correctamente registradas en sus auxiliares 
contables, comprobantes de cheques debidamente jornalizados y justificadas de 
conformidad a lo establecido en el último párrafo del Arto. 12 de la Ley No. 453, 
Ley de Equidad Fiscal, de igual manera se comprobó que el Contribuyente de auto 
cumplió con el procedimiento y requisitos establecidos en el Arto. 97 numeral 1) 
del Reglamento de la Ley de Equidad Fiscal, el que textualmente dice: Artículo 
97.- Exoneraciones a universidades y otros. El MHCP, devolverá el IVA pagado 
en la adquisición local de bienes y servicios por las universidades, centros de 
educación técnica superior, iglesias, denominaciones, confesiones y fundaciones 
religiosas, conforme el procedimiento y requisitos siguientes: 1) Presentar 
mensualmente en la DGI, solicitud de devolución, debiendo acompañar original y 
fotocopia de las facturas y listado de las mismas, en la cual, se consignará la 
fecha, número de factura, nombre y número RUC del proveedor, valor de la 
compra y monto del IVA pagado. En base a todos elementos expuestos, el 
Tribunal no encontró fundamentos para sostener la negativa de la devolución por 
parte de la Administración Tributaria.
5.26.2. Devoluciones del IVA correctamente soportadas (Resolución No. 18-2011)
El Contribuyente interpuso Recurso de Apelación en contra de la Resolución del 
Recurso de Revisión, alegando que ésta transgrede los Principios de Legalidad 
Tributaria y los Artículos 125, 27 y 58 de la Constitución Política de la República 
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de Nicaragua, y la Ley No. 89 “Ley de Autonomía de las Instituciones de 
Educación Superior.” Manifestando el recurrente, se le niega la solicitud de 
Reembolso del IVA. Del detalle de las facturas solicitadas a devolución del IVA, 
correspondiente al mes Febrero del año dos mil diez, en relación a los créditos 
fiscales en concepto de reparación de Aires Acondicionados, compra de papelería 
y útiles de oficina, mantenimiento de vehículo, reparación y mantenimiento de 
Edificio, servicios profesionales, Propaganda y Publicidad, y viajes al exterior, el 
Tribunal Tributario Administrativo determina que estos gastos se encuentran 
correctamente justificados y soportados de conformidad a ley, los cuales son 
necesarios para el cumplimiento del objetivo constitucional de la Universidad. 
Razón por la cual el Tribunal determina reformar la resolución de Recurso de 
Revisión, acogiendo la pretensión del Contribuyente de autos en los créditos 
fiscales anteriormente pormenorizados.
5.26.3. Requisitos del trámite de devoluciones del IVA (Resoluciones 10 y 98-
2011)
El Contribuyente manifiesta que le causa Agravios la comunicación Interna del 
Director Jurídico Tributario No. DDT/ARR/00461/2009 al considerar esta 
pretensión o devolución del IVA presentado por su mandante es Improcedente por 
no haber nexo de causalidad entre el monto actual excluido en la comunicación 
interna. El Tribunal procedió analizar el detalle de la solicitud de devolución del 
IVA del mes de Junio del año dos mil ocho, en la que se encuentran incorporadas 
las facturas del proveedor Solpro, S, A., en dicho detalle el Recurrente solicita la 
Devolución del Impuesto al Valor Agregado (IVA) por la suma de C$1,720,620.63 
(un millón setecientos veinte mil seiscientos veinte Córdobas con 63/100) 
habiendo incluido en este detalle facturas con fechas del mes de Mayo del año 
dos mil ocho. Dichas facturas, fueron excluidas debido a que la Administración 
Tributaria alegó que no corresponden al mes que se está solicitando el reembolso. 
En relación a esto el Tribunal considera que los montos solicitados por el 
Contribuyente están debidamente soportados y apegados a derecho, por 
comprobarse que estos gastos por servicios de alquiler de equipos y reparación de 
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montacargas son generadores de renta, ya que son utilizados para las diversas 
etapas de producción de la empresa, por lo que de conformidad a lo establecido 
en los Artos. 12 Numeral 1), 42, 43 y 49 de la Ley de Equidad Fiscal; y Arto. 99 
numeral 2) de su Reglamento y el Decreto 13-57, Ley para el Control de la 
Facturaciones, se procede a reconocer el crédito fiscal de esas facturas.
5.27. FISCALIZACIÓN Y REVISIÓN CONTABLE 
5.27.1. Errores de suma de la DGI en perjuicio del contribuyente se revisan de 
oficio (Resolución No. 70-2011)
Al haber examinado los documentos que presenta como soporte de su pretensión, 
el Tribunal determina que los mismos no son suficientes para reconocer su 
alegato. Por todo lo cual, esta instancia no puede estimar el agravio formulado por 
el Contribuyente en relación al reconocimiento de costos en los Ingresos no 
declarados del Impuesto Sobre la Renta del Período 2007/2008. Sin embargo, por 
la sanidad del proceso y en virtud de la tutela y protección de los Derechos y 
Garantías del Contribuyente y basado en el Principio de Seguridad Jurídica 
consagrado en el Considerando V) del Código Tributario de la República de 
Nicaragua, el Tribunal debe modificar el ajuste a los Ingresos no declarados de los 
que se ha hecho referencia, en tanto que la Factura No. 146, fue totalizada por los 
funcionarios de Auditoría de la Administración de Rentas de Rivas con un valor de 
C$1,480,000.00 (un millón cuatrocientos ochenta mil Córdobas netos), siendo lo 
correcto C$1,408,000.00 (un millón cuatrocientos ocho mil Córdobas netos), esto 
según se comprobó del examen de la copia de esa factura (Folios 85y 440 del 
expediente fiscal) y de la suma de los Ingresos no declarados contenida en Cédula 
Detalle de Ventas de Mayo 2008 (Folio 83 del expediente fiscal). Por lo que el 
Tribunal procede a modificar el ajuste en concepto de Ingresos no declarados en 
el IR del Período 2007/2008.
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5.27.2. Fiscalización efectuada por DGI central es procedente (Resolución No. 42-
2011)
El Contribuyente manifiesta que le causa agravios el hecho de pretender practicar 
una auditoria fiscal con Credenciales que no cumplen con los requisitos de Ley, ya 
que el Director de Fiscalización no está facultado por Ley expresa para realizar o 
practicar auditoria. El Tribunal no encontró la existencia de acto o disposición legal 
que exprese o determine la ilegalidad de la Disposición Técnica 017-2007, 
“Acreditación de Auditores Fiscales por la Dirección de Fiscalización de la 
Dirección General de Ingresos”., la cual fue emitida por el Director General de 
Ingresos, en el desempeño de las funciones conferidas de conformidad con el 
Arto. 15 numerales 2) y 5) de laLey Creadora de la Dirección General de Servicios 
Aduaneros y de Reforma a la Ley Creadora de la Dirección General de Ingresos, 
en concordancia a los establecido en los Artos. 147 y 152 numeral 3) del Código 
Tributario de la República de Nicaragua. Determinada la vigencia y aplicabilidad 
de la Disposición Técnica 017-2007, el Tribunal considera que no se ha 
transgredido el Principio de Legalidad expresado por la parte Recurrente mediante 
los Artos. 115, 130, 138, 152, Cn., Artos. 3 numeral 4) CTr. Al contrario, se 
considera que la Administración Tributaria tiene toda la competencia para realizar 
la acción fiscalizadora mediante la Dirección de Fiscalización Central, sin perjuicio 
de las acreditaciones emitidas por la Dirección de Grandes Contribuyentes o 
Administraciones de Rentas del país, establecidas en los Artos. 26 y 28 del 
Decreto 01-2005, todo con el objetivo de garantizar el cumplimiento de las metas y 
norma de aplicación jurídicas a todos los contribuyentes, lo que está acorde con la 
actividad de fiscalización que tiene como fin garantizar el cumplimiento de la 
norma positiva mediante su aplicación en la esfera jurídica tributaria y por la 
naturaleza jurídica de la función administrativa ejercida por la Administración 
Tributaria. El Tribunal considera la Credencial emitida por el Director de 
Fiscalización, se encuentra apegada a derecho, ya que ésta acción no va en 
detrimento o violación de los derechos de los contribuyentes.
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5.27.3. Integración de las cuentas de Mayor deben respaldarse con auxiliares 
(Resolución No. 4-2011)
El Contribuyente interpuso Recurso de Apelación, por no estar de acuerdo con los 
ajustes formulados por la Administración Tributaria a los rubros Costo de Venta, 
Gastos Administrativos, Gasto de Venta y Retenciones que le fueron realizadas 
correspondientes al período fiscal 2007-2008. El Tribunal procedió a analizar el 
costo de venta correspondiente al período fiscal 2007/2008 comprobando que con 
fecha veinte de Agosto del año dos mil nueve, la Administración Tributaria 
procedió a solicitarle al Contribuyente mediante Requerimiento de Información 
Tributaria No. 27732 visible en el folio No. 0006, para que presentara soportes de 
los costos reflejados en la declaración del IR, los que no fueron suministrados en 
ninguno de los Procesos Administrativos, ya que estos no rolan en el expediente 
fiscal, ni suministrada como prueba en este proceso. Del folio No. 105 al folio 108 
del expediente fiscal, rolan los registros contables en el cual aparecen reflejados 
mensualmente los movimientos de sus costos los que son detallados a manera 
general siendo estos tomados de los comprobantes de diario visibles del folio No. 
109 al folio 120 del expediente fiscal, que del folio No. 164 al 167 rola la 
correspondiente declaración del IR acompañada del Balance General, Estado de 
Pérdidas y Ganancias y Balanza de Comprobación al treinta de Junio del año dos 
mil ocho, en la balanza de comprobación la cuenta No. 4020-01 cuenta de registro 
para el costo de venta se encuentra registrado el saldo al costo pero, el 
Recurrente no suministró los registros auxiliares del movimiento al costo en el cual 
se puedan determinar cuáles fueron las cuentas y los cargos aplicados a este 
rubro,  ya que no se puede identificar que documentos soportes corresponden al 
costo y al gasto por lo que queda demostrado que el Recurrente de autos no ha 
suministrado las pruebas para desvanecer el ajuste determinado por la 
Administración Tributaria, e incumple lo establecido en el Arto. 89. CTr., “En los 
procedimientos tributarios administrativos o jurisdiccionales, quien pretenda hacer 
valer sus derechos o pretensiones, deberá probar los hechos constitutivos de los 
mismos”. Mediante el examen de los ajustes a los Gastos Administrativos, Gasto 
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de Venta y ajuste a Retenciones de IR que le fueron realizadas (período fiscal 
2007-2008), el Tribunal comprobó que el Contribuyente de autos no soportó 
correctamente los ajustes en concepto de gastos no reconocidos. Razón por la 
cual dicha impugnación debe desestimarse y mantener en firme los ajustes 
determinados.
5.27.4. Información suministrada por el Contribuyente (Resolución No. 5-2011)
El Contribuyente interpuso Recurso de Apelación expresando que no acepta el 
ajuste al IR períodos 2004/2005 y 2005/2006, en concepto de Ingresos 
Financieros no Declarados, puesto que éste ajuste está determinado con reportes 
que no fueron suministrados por el Contribuyente y que presentan errores de 
cálculos y además no cuentan con firma de un funcionario de la Empresa. El 
Tribunal ha comprobado que los reportes encontrados en los papeles de trabajo 
de auditoría, con los cuales fueron determinados estos ajustes, contienen los 
datos generales de la Empresa y  constan con el sello de la misma, con lo que se 
comprueba que efectivamente fueron suministrados por el Recurrente; y que éste 
los presentó como medios de pruebas de descargo del Acta de Cargos en escrito 
del 20 de Noviembre del año 2009 visible del folio No. 1327 al folio No. 1332 del 
expediente fiscal, mismas pruebas que fueron valoradas en su momento por la 
Administración Tributaria, siendo estos Comprobantes de Diario, Auxiliares 
Contables, donde no aportaron elementos adicionales para desvanecer el ajuste 
formulado, además estos reportes fueron evaluados para los casos de ingresos 
que no fueron ajustados y de los cuales el Recurrente no hace ninguna objeción. 
El Tribunal considera que el Recurrente de autos no presentó elementos 
probatorios para desvirtuar el ajuste determinado, ni ha presentado elementos 
justificativos de derechos que demuestren que fueron declarados falsos los 
reportes, según lo aducido en su libelo de apelación. Por lo que se considera que 
los ajustes a los Ingresos financieros, períodos 2004/2005 y 2005/2006 se 
encuentran correctamente formulados por la Administración Tributaria.
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5.27.5. Hecho generador no se comprobó (Resolución 5-2011)
El Contribuyente expresa en su libelo de apelación que no acepta los ajustes 
formulados al IR en concepto de Ingresos no declarados por Alquiler de 
Inmueble, períodos 2004-2005 y 2005-2006 puesto que la Empresa nunca ha 
recibido ingresos bajo este concepto, ya que estas viviendas nunca han sido 
alquiladas y no han sido habitadas por familiares de los socios, sino más bien por 
los mismos socios que donaron las propiedades a la Sociedad. El Tribunal ha 
comprobado a través de Certificación emitida el día veinte de Noviembre del año 
dos mil diez, que en el Libro de Actas de la Sociedad, se encuentra el Acta No. 2 
en donde reunidos todos los miembros de la Junta Directiva, acuerdan “que las 
casas del Km. 19 carretera a Masaya, casa No. 59 Lomas del Valle y casa No. 
155 del Dorado seguirán siendo habitadas por los socios y no se les cobrará 
rentas”. Así mismo se comprobó que el Libro de Actas fue suministrado a 
auditoría, según escrito del tres de Agosto del año dos mil nueve, visible del folio 
No. 158 al folio No. 162, en donde auditoría tuvo a la vista dicha acta; por lo que 
en base a dicha Certificación se comprueba que el Contribuyente no ha percibido, 
ni devengado ingresos bajo el concepto de Alquiler de Inmueble por estas 
viviendas, lo que hace que dicho ajuste no tenga razón de ser, por lo que el 
Tribunal determina desvanecerlos. 
5.27.6. Plazo para finalizar auditoría fiscal no contemplado en la ley (Resolución 
No. 30-2011)
El Contribuyente manifiesta que le acusa agravios el hecho que el proceso de 
auditoría fue realizado fuera de la norma de tiempo que la Administración 
Tributaria ha utilizado para realizar este proceso de revisión pues, éste duró trece 
meses, lo cual le causó gastos adicionales por atender a los funcionarios que 
estuvieron en ese procedimiento, considerando que no se ha cumplido con el 
debido proceso y se ha violentado su elemental derecho de ser tratada por igual 
ante la Ley, derecho establecido en al Arto. 27 de La Constitución Política de la 
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República de Nicaragua. El Tribunal determinó que en las leyes tributarias 
vigentes no existe un plazo fatal para la realización y culminación de los procesos 
de auditorías fiscales (Reparos Fiscales). El Artículo 161 CTr. no establece plazo 
para que la DGI emita la Resolución Determinativa por lo que no existe sanción 
procesal al tiempo transcurrido en el proceso de auditoría tributaria, existiendo en 
el Código Tributario los momentos en que si hay términos fatales en la que puede 
operar el Silencio Administrativo.
5.28. FORMAS DE PAGO DEL IR
5.28.1. Aporte patrimonial al Capital Social no sujeto a retención de IR (Resolución 
No. 22 y 33 2011)
El Contribuyente interpuso Recurso de Apelación en contra de la resolución del 
Recurso de Revisió expresando que le causa agravios la mencionada resolución 
al interpretar errónea y antojadizamente el aporte patrimonial definitivo realizado 
por el Sr. JJDS, además vulnera sus derechos al pretender aplicar 
retroactivamente la Ley No. 712 y el Decreto No. 93-2009, transgrediendo de esa 
manera los Principios Constitucionales de Seguridad Jurídica, Legalidad e 
Interdicción de la Arbitrariedad, especialmente al no concederle constancia donde 
se indique que el mencionado aporte no es constitutivo de renta. Para el Tribunal 
es importante dejar establecido que tanto la legislación común a través del Título 
Preliminar del Código Civil, parágrafo segundo en el Arto. IV que señala: “La ley 
sólo puede disponer para lo futuro y no tendrá jamás efecto retroactivo. …” como 
la Constitución Política, Arto. 38, establecen que “La ley no tiene efecto 
retroactivo”. De manera especial el Arto. Vigésimo Primero de la Ley No. 712, Ley 
De Reformas y Adiciones Ley de Equidad Fiscal determinó la Vigencia de la 
misma, estableciendo literalmente que: “La presente ley entrará en vigencia a 
partir del primero de Enero del año dos mil diez. Establecido lo anterior se hace 
necesario examinar el momento que surgió el hecho y las bases jurídicas que 
sirvieron de fundamento de las resoluciones emitidas por los funcionarios de la 
Administración Tributaria y determinar la ley a aplicar para que se haga 
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prevalecer los derechos y garantías tanto del administrado como del 
administrador. El Tribunal comprobó que el aporte de Patrimonio Definitivo se 
realizó mediante Escritura Pública del día diez de Diciembre del año dos mil 
nueve. De lo antes señalado el Tribunal determina que nos encontramos con una 
situación en la que se ha aplicado una norma de la Ley No. 453, Ley de Equidad 
Fiscal con consecuencias jurídicas diferentes, derivada de la reforma que ésta 
norma sufrió y los hechos facticos objeto del recurso. El Tribunal considera que la 
aplicación del Arto. Primero de la Ley No. 712, según carta No. 
DCE/0143/06/2010 del 11 de Junio del año dos mil diez, realizada por el Director 
Jurídico Tributario y confirmada por el Director General de Ingresos, no está 
acorde al Principio de Legalidad Tributaria, puesto que no se puede aplicar de 
manera retroactiva la ley al acto realizado por el Recurrente. De ahí se ve la 
imposibilidad jurídica de razonar jurídicamente todo acto o resolución en base a 
dicha Norma Jurídica contenida en la Ley No. 712, ya señalada anteriormente, 
por cuanto los hechos facticos y posibles generadores de la obligación tributaria 
no nacieron bajo el dominio de la ley vigente. Por lo que no queda más que 
proceder a examinar el fondo en base a la Norma vigente al momento del 
otorgamiento del Instrumento Jurídico de conformidad a lo establecido el Titulo 
Preliminar del Código Civil de la República de Nicaragua, en lo referente a los 
efectos de la Ley, contenidos en el parágrafo II), Arto V que señala: Los conflictos 
que resultaren de la aplicación de leyes dictadas en diferentes épocas, se 
decidirán con arreglo a las disposiciones siguientes: Numeral 10) Todo derecho 
real adquirido bajo una ley en conformidad con ella, subsiste bajo el imperio de 
otra; pero en cuanto a su ejercicio y cargas; y en lo tocante a la extinción, 
prevalecerán las disposiciones de la nueva ley.” … y Numeral 19) Los actos o 
contratos válidamente celebrados bajo el imperio de una ley, podrán probarse 
bajo el imperio de otra por los medios que aquella establecía para su justificación; 
pero la forma en que debe rendirse la prueba estará subordinada a la ley vigente 
al tiempo en que se rindiere”. Es claro para el Tribunal que tanto el Arto 6, como 
el Arto. 5 de la Ley No. 453, Ley de Equidad Fiscal, y lo establecido en los Artos. 
7 y 8 de su  Reglamento, no contemplan el aporte de patrimonio definitivo como 
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un hecho generador de renta. Al no existir un hecho generador de renta a la luz 
de los Artos. 3, 4 y 5 de la Ley de Equidad Fiscal, resulta inaplicable la expresión 
jurídica “será considerado como aumento de renta, cualquier otra forma legal que 
se disponga de bienes inmuebles.”, contenida en el Arto. 6 de la Ley 453, que 
pretende realizar el Director General de Ingresos y en la que funda su resolución 
del Recurso de Revisión. Tal aplicación roza directamente con el contenido del 
Arto. 3 y 5 de la misma Ley de Equidad Fiscal, violando por tanto el Principio de 
Legalidad y Seguridad Jurídica. Por lo que no resulta coherente, ni con la Ley, ni 
con la política del Estado, gravar la inversión privada, por lo que al Tribunal 
Tributario Administrativo no le queda más que declarar con lugar el presente 
Recurso de Apelación.
5.28.2. Pago Mínimo Definitivo de IR sobre márgenes de comercialización 
(Resolución 7-2011)
El contribuyente expresa sentirse agraviado por la exclusión del tratamiento de la 
aplicación del pago mínimo definitivo sobre sus márgenes de comercialización 
que sufre, en relación a los contribuyentes que tienen la misma situación y que 
están señalados en el párrafo segundo del Arto. 63 del Reglamento de la Ley de 
Equidad Fiscal como quedó reformado por el Arto. 3 del Decreto No. 08-2010 que 
modificó el Arto. 9 del Decreto No. 93-2009, ya que según el Recurrente, es una 
discriminación en perjuicio de su representado contraria al Principio de Igualdad 
ante la Ley. Al examinar el fundamento legal señalado por el Apelante,  el 
Tribunal no encontró los elementos de convicción aportados por el Recurrente 
que demuestren que tengan el beneficio que pretende se le reconozca y que ha 
señalado como violentado. En el folio No. 02 del expediente fiscal rola consulta 
de obligaciones por Contribuyente, en la cual la Administración Tributaria en la 
fecha treinta y uno de Diciembre del año dos mil nueve, le hacen de oficio el 
cierre de la obligación del Anticipo (IR) para posteriormente el primero de Enero 
del año dos mil diez, realizarle la apertura de la obligación del Pago Mínimo 
Definitivo apegado a Ley No. 712, Ley de Reformas y Adiciones a la Ley No. 453, 
razón por la cual, en ningún momento la Administración Tributaria ha violentado 
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el Principio de Igualdad del Recurrente a como lo estipula el Arto. 27 Cn., y que 
en el Arto. 9 del Decreto No. 93-2009 (reformado por el Decreto No. 08-2010), se 
determinan de manera taxativa y detallada en su segundo párrafo, cuales son las 
actividades económicas que podrán tributar el Pago Mínimo del (1%) sobre 
ventas o márgenes de comercialización al expresar textualmente: Artículo 9. 
“Las personas naturales o jurídicas que podrán tributar el pago mínimo del 1 % 
(uno por ciento) bajo el concepto de comisiones sobre ventas o márgenes de 
comercialización de bienes o servicios, serán las que realicen las Actividades 
siguientes: Corretaje de Seguros, Corretaje de Bienes y Raíces, agencias de 
viajes, casas y mesas de cambios de monedas extranjeras, las distribuidoras 
minoristas de combustibles y los supermercados inscritos como grandes 
contribuyentes”. Por lo tanto las reformas a la Ley No. 453 y al Decreto 46-2003, 
han venido a reformar el sector económico del Recurrente y la aplicación a las 
normas legales reformadas ha sido correctamente aplicada y no de manera 
extensiva a como pretende que se aplique el contribuyente al otorgarle una forma 
de Declarar el pago mínimo del (IR) distinta a la de su actividad económica. 
5.28.3. Retención de IR por inmuebles enajenados en el primer semestre de 2010 
(Resolución No. 50-2011)
El Contribuyente manifiesta que le causa agravios la Resolución que apela, 
argumentando que la DGI no puede bajo ninguna circunstancia tergiversar o
adulterar el contenido del Arto. 35 del Decreto No. 93-2009, Reglamento de la 
Ley No. 712, “Ley de Reformas y Adiciones a la Ley de Equidad Fiscal”, cuando 
este artículo declara que las escrituras hechas o formalizadas con anterioridad 
a la entrada en vigencia dicho Decreto, pagarán el uno por ciento (1%) de 
retención vigente en el año dos mil nueve, siempre y cuando inicien su proceso 
de inscripción catastral durante los primeros seis meses del año dos mil diez y 
que dicho Artículo en ninguna de sus partes expresa de que tiene que Iniciarse 
y concluirse el proceso de inscripción durante los primeros seis meses del año 
dos mil diez, por lo que pide se revoque la resolución anteriormente 
pormenorizada y se ordene que el pago que le corresponde pagar sea del 1%) 
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en concepto de Retención del IR por Renta Ocasional. La Administración 
Tributaria tanto en la resolución de Revisión como en el Recurso de Reposición 
ha sostenido que el periodo del proceso de inscripción catastral para el 
presente caso venció el treinta de Junio del año dos mil diez, para lo cual el 
sujeto pasivo debió presentar el Certificado Catastral y Avalúo Fiscal 
debidamente actualizado y que los trámites administrativos de ley fueron 
posterior a la fecha dieciséis de Julio del año dos mil diez. El Tribunal comprobó 
que el Contribuyente inicio el proceso de inscripción de la propiedad dentro de 
los primeros seis meses del año dos mil diez,  por lo que el Tribunal considera 
que si bien es cierto de hecho y derecho hay una obligación Tributaria, el 
Recurrente ha sido constante en los diferentes recursos ordinarios anteriores en 
mantener que el objeto de su recurso, es en cuanto a la aplicabilidad del 
porcentaje en concepto de Retención a cuenta del IR y no sobre si hay o no una 
obligación tributaria, más bien la está asumiendo como propia para inscribir 
dicha propiedad inmueble en el registro respectivo, al tener la Escritura Pública 
de enajenación de bien inmueble antes de la entrada en vigencia de la Ley 712. 
Su pretensión principal es que se le aplique alícuota del 1% (uno por ciento) y 
no la del 3% (tres por ciento) por haber dado inicio sus tramite de inscripción 
durante los primeros seis meses del año dos mil diez. El Decreto No. 93-2009, 
en su Arto. 35 estableció “Retención de actos ocasionales por transmisión 
de bienes. Para la aplicación del artículo primero de la Ley No. 712 y el artículo 
8 de este Reglamento, a los actos ocasionales provenientes de las 
enajenaciones de bienes muebles e inmuebles ocurridas antes de la entrada en 
vigencia de la Ley, que cuenten con escritura pública, y que inicien su proceso 
de inscripción catastral durante los primeros seis meses del año 2010, se les 
aplicará la alícuota del 1% (uno por ciento) de retención vigente en el año 
2009”. Por lo que no se debe de tomar la fecha de inspección que realiza la DGI 
para emitir el avalúo catastral como fecha de inicio del proceso de inscripción. 
La ley es clara al señalar: a) que cuenten con escritura pública; y b) que inicien 
su proceso de inscripción catastral durante los primeros seis meses del año 
2010. Concurridos ambos elementos se debe aplicar la alícuota del 1% (uno por 
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ciento) de retención. En base a lo anterior se debe desestimarse lo razonado 
por el Titular de la Administración Tributaria.
5.28.4. Retención salarial es sobre el total del ingreso del trabajador (Resolución 
No. 2-2011)
El Contribuyente manifiesta que le causa agravios el ajuste formulado en concepto 
de Retenciones en la Fuente (IR) ya que, a los empleados solamente le aplicaron 
la tasa del 2% por la comisiones ganadas y que la Administración Tributaria no le 
toma en cuenta dichas Retenciones, también le causa agravios los ajustes en 
concepto de Retenciones en la Fuente (IR) salarios. El Tribunal ha comprobado 
que el ajuste formulado por la DGI se originó por la diferencia existente entre las 
Retenciones en la Fuente (IR) Declaradas y aplicadas a los Señores S.M.M. y 
S.M.M, contra la Tarifa progresiva establecida en el Arto. 21 de la Ley de Equidad 
Fiscal, ya que el contribuyente a las comisiones por ventas percibidas 
mensualmente únicamente le aplicó la Tasa del 2%. Además de los Ingresos 
percibidos en concepto de Comisiones de Ventas, se pudo comprobar que los 
empleados anteriormente referidos reciben una salario básico asignado más 
viáticos de alimentación (ver folios Nos. 631 al 638 del expediente fiscal) a los 
cuales no se realiza ningún tipo de retención de Impuesto, los que al momento de 
aplicarles la tarifa progresiva, resulta una diferencia contra los montos presentados 
en la Declaración de Retenciones en la Fuente, razón por la cual, es evidente que 
el contribuyente no aplicó correctamente los cálculos, todo de conformidad a lo 
establecido en los Artos. 21 de la Ley de Equidad Fiscal y Arto. 74 de su 
Reglamento. El Tribunal considera que si bien es cierto, las políticas sociales de la 
empresa de asignar un salario “SIMBOLICO” a los señores mencionados son bien 
acogidas por incentivar a los trabajadores, resulta que estos beneficios están 
determinados por la ley como parte de los ingresos constitutivos de renta de 
conformidad a lo establecido en el Arto. 5 de la Ley  de Equidad Fiscal y el Arto. 7 
de su Reglamento, y que en los folios 238 al 244 del expediente fiscal, se constató 
que en las nóminas de pago del contribuyente se encuentran insertos los nombre 
de los señores mencionados, comprobando de esta manera que ambos son 
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funcionarios de la empresa y que devengan un salario al que se le debía efectuar 
la retención correspondiente.
5.28.5. Retención no efectuada debe soportarse con Carta Ministerial (Resolución 
No. 9-2011)
El Contribuyente argumenta que su representada no está obligada a realizar las 
Retenciones en la Fuente (IR) Otros, pretensión fundamentada en base a Cartas 
Ministeriales otorgadas de conformidad al Arto. 123 numeral 3) de la Ley de 
Equidad Fiscal, por lo que impugna en su totalidad los ajustes formulados por la 
Administración Tributaria a las Retenciones de IR, períodos 2006-2007 y 2007-
2008, y además aduce que en base al Arto. 84 del Decreto 46-2003, Reglamento 
de la Ley de Equidad Fiscal no son sujetos obligados a retener. El Tribunal 
Tributario Administrativo comprobó  que el Recurrente de autos no presentó los
elementos probatorios que justifiquen el hecho de no cumplir con la obligación 
tributaria que emana de la Ley al sujeto pasivo de realizar las retenciones 
respectivas, al no presentar los soportes debidamente conceptualizados de cada 
egreso para desvanecer el ajuste formulado por la Administración Tributaria; no 
aportó ni los Contratos de Trabajo y Servicios Profesionales, ni las Cartas 
Ministeriales que avalen la exención alegada para no aplicar la Retención IR en 
estos pagos; pues las Cartas Ministeriales y Constancias de Exención 
presentadas por el Recurrente y visibles del folio No. 501 al folio No. 553 del 
expediente fiscal, están dirigidas únicamente para todas aquellas actividades que 
estén en función de cumplir con sus objetivos como Fundación sin fines de lucro; 
no así para las actividades remuneradas que realice la misma Fundación. Por lo 
que el Tribunal determina mantener en firme dichos ajustes por estar 
correctamente formulado y sostenido por el Titular de la Administración Tributaria.
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5.29. QUEJA
5.29.1 Queja debe ser sobre hechos consumados (Resolución No. 6-2011)
El Contribuyente interpuso Queja sobre la negativa del Administrador de Renta de 
recepcionar escrito de descargo el último día del periodo concedido por el arto. 
161 CTr., argumentando incumplimiento del Arto. 64 CTr., por parte del referido 
funcionario, donde manifiesta el Recurrente que quede constancia de que le fue 
vulnerado el derecho a la Defensa, ya que posteriormente el Recurrente cree que 
le puedan declarar extemporáneo su escrito de descargo. El Administrador de 
Renta alega a su favor que actuó en base al Decreto No. 55-2009, que establece 
el horario laboral de las 8:00 AM a 1.00 PM en las Instituciones Públicas. Que si 
bien es cierto que todas las Administraciones de Rentas continúan laborando de 
1:00 pm a 4:00, es porque el Director General de Ingresos solicitó al Ministro de 
Hacienda y Crédito Público la autorización de que todas las Administraciones de 
Rentas laboraran con la finalidad que los contribuyentes pudieran realizar sus 
pagos correspondientes con el horario normalmente establecido antes que el 
Decreto entrara en vigencia, razón por la cual el Ministro dio la orden que 
laboraran de 1:00 pm a 4:00 pm únicamente las oficinas de recaudación de las 
diferentes administraciones de rentas las cuales no están facultadas para recibir 
documentación de los contribuyentes, pues la única función de dicha oficina es la 
de recibir declaraciones y pagos. El Tribunal ha podido comprobar que nos 
encontramos con una situación de aplicación de una norma y de las posibles 
consecuencias jurídicas de la misma, situación de la cual el Quejoso señala, nació 
la violación al derecho a la defensa de su representado, resultando un 
desconocimiento a este bien jurídico procesal. El Quejoso ha sido claro y preciso 
al expresar que la interpone ante el posible hecho que le puedan declarar 
extemporáneo la presentación del escrito de descargo, que es un acontecimiento 
jurídico que no se ha presentado aún. De lo anteriormente señalado se desprende 
dos aspectos a considerar, el primero se refiere al tema sobre la pretensión del 
Recurrente de salvaguardar su derecho a la defensa, al respecto queremos 
expresar que el Contribuyente al tener una inconformidad del proceso de 
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determinación de la obligación tributaria, debió de utilizar los recursos ordinarios 
que ofrece el Código Tributario, sea por cuestiones de aplicación de la norma 
sustantiva tributaria o del procedimiento administrativo al que es sometido, que 
afecta de cualquier forma su derecho, conforme el Arto. 93 del mismo Código, sin 
embargo en el presente caso el representante del Contribuyente utiliza la Queja 
como un medio de defensa de esos derechos procesales, cuando el uso de la 
misma tiene connotaciones de carácter disciplinario, de comportamiento personal 
del funcionario de la Administración Pública, por tal motivo el uso de la Queja no 
es el medio idóneo para ejercer la defensa de sus garantías procesales, estando 
obligado a usar los recursos ordinarios que la ley le ofrece y que hemos señalado
con anterioridad. El Segundo aspecto a considerar se refiere a que la presente 
queja tiene como motivación el temor del Contribuyente, que al no permitírsele 
presentar sus pruebas de descargo dentro del proceso de determinación de la 
Obligación Tributaria, eventualmente afecte sus derechos. Queremos expresar 
que en materia tributaria los recursos administrativos o mecanismos de Queja en 
contra de la Administración Tributaria deben ampararse en actos consumados que 
ocasionen violaciones a los derechos de los Contribuyentes y no basarse en 
presunciones, por lo que sería Juzgar anticipadamente. El Tribunal Tributario 
Administrativo considera que al comprobarse el uso inadecuado de la presente 
Queja por parte del representante del Contribuyente y la falta de señalamiento del 
perjuicio directo, no puede tenerse lo señalado por el Recurrente como una 
conducta disciplinaria atípica en las actuaciones del Administrador de Renta.
5.29.2. Queja debe ser por faltas disciplinarias de la DGI (Resolución No. 15-2011)
El Contribuyente interpuso Queja por el actuar del Administrador de Renta de 
Sajonia Licenciado Yamil Avilés, al no dar trámite a solicitud del 27 de Julio de 
2010, en cuanto a reconocer los gastos por destrucción fiscal soportado con acta 
del MINSA, en la que pide que se oriente al Administrador de Renta de Sajonia la 
emisión de las respectivas actas de destrucción fiscal. El Administrador de Rentas  
alega a su favor que actuó en base al Arto. 12 numeral 8) de la Ley de Equidad 
Fiscal y Arto. 28 numeral 1), 2), y 3) de su Reglamento. Al valorar la petición del 
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Recurrente, el Tribunal considera que en la petición especifica del Quejoso, este 
pide se admita la Queja, se analice la documentación adjunta y que se oriente al 
Administrador de Renta de Sajonia la emisión de las respectivas actas de 
destrucción fiscal, con lo cual se puede determinar que nos encontramos con una 
situación que debe de ser dilucidada por los diferentes medios impugnativos que 
establece el Código Tributario, lo cual sería pronunciarse sobre el fondo de la 
pretensión del Recurrente y no sobre la actuación del Administrador de Rentas en 
el marco de sus funciones, donde se debe dejar claro al Contribuyente que en su 
pretensión, debió de utilizar los recursos ordinarios que ofrece el Código 
Tributario, sea por cuestiones de aplicación de la norma sustantiva tributaria o del 
procedimiento administrativo al que es sometido, que afecta de cualquier forma su 
derecho conforme el Arto. 93 del Código Tributario, sin embargo en el presente 
caso el representante del Contribuyente utiliza la Queja como un medio de 
legitimación del acto de destrucción de bienes, cuando el uso de la Queja tiene 
connotaciones de carácter disciplinario o del comportamiento personal del 
funcionario de la Administración Pública. Por lo que no queda más que declarar la 
Improcedencia de la presente Queja.
5.30. SILENCIO ADMINISTRATIVO POSITIVO
5.30.1. Silencio Administrativo Positivo y Principio de legalidad (Resolución No. 
78-2011)
El Contribuyente manifestando que la contestación denegatoria a su petición de 
Constancia de Exención del IR solicitada ante la Dirección Jurídica Tributaria DGI 
no tiene ninguna validez por haber sido emitida a destiempo, de acuerdo al 
término establecido en la Ley No. 350, Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo y por haber ganado su representada el derecho al 
Silencio Administrativo Positivo. Del examen realizado al expediente fiscal, 
pruebas aportadas en esta instancia Administrativa y alegatos de las partes, el 
Tribunal considera que se encuentra ante una imposibilidad jurídica de declarar 
con lugar el Silencio Administrativo Positivo invocado por el Apelante, pues de 
admitir dicho incidente en base a la aplicación del numeral 19) del Arto. 2 y 
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numeral 2) del Arto. 46 de Ley 350, sería contravenir el Principio de Legalidad 
Administrativa y atribuirse funciones que no le compete, ni a la Administración 
Tributaria, ni al Tribunal Tributario Administrativo, como es el hecho de otorgar una 
exención que sólo mediante Ley puede ser otorgada de acuerdo a lo establecido 
en el Arto. 53 CTr., que en su parte conducente dice: “La Exención Tributaria es 
una situación especial constituida por ley por medio de la cual se dispensa del 
pago de un tributo a una persona natural o jurídica. (…).” Ahora bien, el Tribunal 
para poder aceptar lo pedido por el Recurrente en base al Silencio Administrativo 
Positivo debe de tomar en cuenta si éste ostenta en base a la ley tal derecho y 
que la misma demuestre en autos el hecho que está exenta. Pues la Corte 
Suprema de Justicia, en Sentencia No. 0021-09 de las once de la mañana del día 
diez de Marzo del dos mil once en el considerando III estableció el siguiente 
criterio: “...ESTE SUPREMO TRIBUNAL CONSIDERA que toda vez que se 
interponga un Recurso de Revisión en tiempo y forma ante el Consejo 
Directivo del el INSS., como órgano de la Administración Pública, éste no 
debe nunca alegar vacío de ley, sino seguir los lineamientos de la Ley No. 
350, Ley de Regulación de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, 
es decir, que si no resuelve en el término de treinta días debe entenderse 
que opera el Silencio Administrativo Positivo a favor del solicitante, toda vez 
que nos encontremos ante un petición posible, lícita y determinada, nunca 
contra legem;(...)” No encontrándose en autos elementos de derecho que 
justifiquen que la entidad Recurrente goza del beneficio de una exención subjetiva. 
Comprobándose a través de la inscripción en el Registro Público Mercantil de 
Managua de la Escritura Pública (61) de Constitución de Sociedad Civil Particular, 
que la Sociedad  fue inscrita únicamente en el Libro de Personas del Registro 
Público de la Propiedad Mercantil para el Departamento de Managua, y no bajo el 
marco regulador de las organizaciones Civiles Sin Fines de Lucro, como es la Ley 
No. 147, “Ley General sobre Personas Jurídicas sin Fines de lucro”. Asimismo el 
Arto. 11 del Reglamento de la Ley No. 453, Ley de Equidad Fiscal, regula los 
casos de exenciones subjetivas, estableciendo quienes se entenderán bajo tales 
denominaciones, en donde el numeral 4) del cuerpo de ley anteriormente señalado 
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establece: “4) Asociaciones, fundaciones, federaciones y confederaciones 
civiles no lucrativas, las constituidas y autorizadas por la Ley No. 147, Ley 
General sobre Personas Jurídicas sin Fines de Lucro, publicada en La 
Gaceta, Diario Oficial No. 102 del 29 de Mayo de 1992.” De tal precepto 
anteriormente señalado y del examen al Instrumento Público se determina que la 
apelante no está constituida en base a la Ley No. 147, ya que la misma no ha 
probado su identidad de ostentar personalidad jurídica otorgada por la Asamblea 
Nacional. Por lo que el Tribunal determina que la negativa de extenderle 
constancia de exención del IR no vulnera los derechos del contribuyente, ya que 
admitir dicho beneficio de exención aplicando el Silencio Administrativo Positivo 
sería ir en contra del Principio de Legalidad Administrativa establecido tanto en 
nuestra Constitución Política en el Arto. 130 Cn., como lo regulado en el Arto. 3 
CTr.
5.30.2. Silencio Administrativo Positivo no se perfeccionó (Resolución No. 14-
2011)
El Contribuyente solicita declarar a su favor el Silencio Administrativo Positivo de 
conformidad a lo establecido en el Arto. 98 CTr., argumentando que la resolución 
del Recurso de Revisión le fue notificada extemporáneamente en razón de que el 
Titular de la Administración Tributaria se pronunció pasados los cuarenta y cinco 
días. El Tribunal comprobó que el Titular de la Administración Tributaria abrió a 
prueba el día hábil ocho, después de presentado el Recurso de Revisión, por lo 
que aplicando la supletoriedad establecida en el Arto. 4 CTr., ya que en el cuerpo 
de Ley invocado por el Recurrente no está establecido en qué momento se debe 
abrir a prueba el referido Recurso de Revisión, el Titular de la Administración 
Tributaria dio trámite el Recurso de Revisión y abrió a prueba mediante auto de las 
ocho notificado el día trece de Agosto del año dos mil diez, donde dicho período 
probatorio empezó a correr el día dieciséis de Agosto del año dos mil diez, por 
cuanto el día catorce y quince no corren por ser sábado y domingo siendo 
inhábiles. Y concluyendo dicho término probatorio el día viernes veintisiete de 
Agosto del año dos mil diez, siendo el día lunes treinta de Agosto del año dos mil 
Trascendencia jurídica de los precedentes del Tribunal Tributario Administrativo
197
diez el primer día del plazo fatal de los cuarenta y cinco días, donde no se deben 
computar como día hábiles los días sábados y domingos, los días que no labore la 
Administración Tributaria por vacaciones y feriados nacionales, en virtud que 
nuestra legislación tributaria vigente determina que los plazos se contaran en días 
hábiles es decir de lunes a viernes, de acuerdo a la Disposición Técnica No. 20-
2007 del 18 de Octubre del 2007 y el Arto. 19 del Decreto No. 1340, que disponen 
que durante las vacaciones los términos se suspendan y solamente son días 
hábiles de lunes a viernes. Por lo que el Tribunal considera que el Contribuyente 
ha hecho una mala interpretación del Arto. 98 CTr., al pretender que se cuente los 
diez días comunes de pruebas a partir de la interposición de su recurso, y 
determinó que a partir de la fecha del vencimiento del período probatorio a la 
fecha de notificación de la Resolución de Revisión, trascurrieron cuarenta y cinco 
días hábiles, es decir el último día del plazo fatal, por lo que se debe de 
desestimar la pretensión del Silencio Administrativo invocado por el recurrente.
5.30.3. Silencio Administrativo Positivo sólo cubre pretensiones hechas antes de 
su perfeccionamiento (Resolución No. 80-2011)
El Contribuyente solicita la devolución y/o compensación de saldo a favor de su 
representada por pago realizado de más en las Declaraciones del I.R. de los 
períodos 2004/2005, 2005/2006 y 2006/2007.  El Tribunal debe tener en cuenta el 
perfeccionamiento del Silencio Administrativo Positivo, en el Recurso de 
Reposición que interpuso el Contribuyente, el que se determinó de conformidad al 
Considerando V) que precede. Por lo que el Tribunal debe recordarle a las partes 
que el Silencio Administrativo Positivo, entendido como el efecto que opera 
cuando la Administración Pública omite su obligación de pronunciarse en tiempo y 
forma a la solicitud del administrado, trae como consecuencia que dicha solicitud 
se entienda resuelta expresamente a favor de este último. De aquí se desprende 
que el efecto mencionado, se circunscribe únicamente a las solicitudes concretas 
que haya planteado el sujeto pasivo, en este caso el Contribuyente. Por lo cual, la 
solicitud de devolución y/o compensación de saldo a favor precitada, se estimará 
dentro del perfeccionamiento del Silencio Administrativo Positivo, si la misma 
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estaba contenida en el Recurso de Reposición del que se ha hecho mérito. Al 
examinar el escrito de Recurso de Reposición y escrito de mejora, esta instancia 
administrativa comprobó, que la representación del Contribuyente pidió 
expresamente “…que se tomen en cuenta las pruebas documentales aportadas 
con respecto al ajuste del IVA sobre anticipos sobre contrato, los cuales rolan en 
el expediente de auditoría de acuerdo al Arto. 90 del CTr…”, siendo sobre la base 
de ésta única pretensión, que la entidad Recurrente fundamentó la mejora de su 
recurso. El Tribunal comprobó, de la lectura de misiva presentada el día cuatro de 
Enero del año dos mil once, que en ella la representación del Contribuyente 
solicita la devolución y/o compensación de saldo a favor en el IR; sin embargo, al 
examinar el expediente fiscal se comprobó que la solicitud de devolución fue 
presentada catorce días hábiles después de notificada la Resolución 
Determinativa y que la Auditoría practicada al Contribuyente no se dio por solicitud 
de devolución de impuestos, y que en todo el expediente fiscal, no se encontraron 
peticiones similares a la anterior. Siendo así las cosas, el Tribunal considera que 
debe ceñirse a lo establecido en el párrafo primero, Arto. 97 CTr., cuya letra 
prescribe que: “El Recurso de Reposición se interpondrá ante el mismo funcionario 
o autoridad que dictó la resolución o acto impugnado, para que lo aclare, 
modifique o revoque. El plazo para la interposición de este recurso será de ocho 
(8) días hábiles después de notificado el contribuyente y de diez (10) días hábiles 
para la presentación de pruebas, ambos contados a partir de la fecha de 
notificación del acto o resolución que se impugna”. De la lectura de este artículo, 
se colige que aquellas solicitudes o elementos probatorios presentados fuera del 
período que para el efecto establece la legislación tributaria, no pueden ser 
valoradas por la Autoridad Administrativa revisora, por adolecer estos de 
extemporaneidad. Por tal razón, el Tribunal determina que la solicitud de 
devolución y/o compensación de saldo a favor del IR, al presentarse fuera del 
período probatorio del Recurso de Reposición se volvió extemporánea, razón por 
la que no debió valorarse, y en base a la extemporaneidad de que adoleció la 
solicitud antes pormenorizada, sobre ésta no se perfeccionó el Silencio 
Administrativo Positivo invocado.
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CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES
El Tribunal Tributario Administrativo es tan peculiar en Nicaragua, como muchos 
otras instituciones jurídicas en nuestro sistema, aunque tal peculiaridad nos da la 
oportunidad de generar debate y de enriquecer y perfeccionar el Derecho. Sin 
embargo, debemos ser cuidadosos en el análisis del ordenamiento jurídico, en 
aras de comprender cada uno de los componentes del sistema. 
Antes de iniciar esta humilde obra, pude constatar que en el foro, se había puesto 
en entredicho la vigencia constitucional del Tribunal Tributario Administrativo, pero, 
entre tanta literatura fiscal, es prácticamente nada lo abordado al respecto. Y es 
que entre los estudios de Derecho tributario, se ha dedicado especial atención en 
el abordaje de los principio de legalidad y reserva de ley, así como en los
conceptos de impuestos, tasas y contribuciones especiales; por eso me pareció 
interesante el adentrarnos en la discusión sobre la trascendencia de un organismo 
cuyos criterios de interpretación se encuentran, gracias al beneficio tecnológico, al 
alcance de los usuarios del sistema tributario, permitiéndoles de esa manera 
contar con herramientas confiables para la aplicación de las normas tributarias.
Es así que del resultado de la investigación que acabamos de finalizar, y de 
acuerdo a los objetivos propuestos, podemos arrojar las siguientes conclusiones:
El quehacer de la Administración Pública, y principalmente de aquellos entes cuya 
función está orientada al conocimiento de los procedimientos administrativos, trae 
consigo una actividad creadora de criterios valiosos para la interpretación de las 
normas jurídicas, esto en la medida que el órgano analiza la ley y de acuerdo a los 
hechos presentados establece el Derecho aplicable, por lo que los usuarios 
pueden acudir para despejar sus dudas, al acervo que forman las resoluciones de 
estos organismos; máxime en materia tributaria cuyo cuerpo compilador, el Código 
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Tributario, dedica especial atención en los derechos y garantías de los 
contribuyentes, erigiendo al Principio de Seguridad Jurídica como uno de los 
pilares del sistema.
Y es que la seguridad jurídica permite prever las consecuencias y el tratamiento 
tributario de las situaciones y actuaciones de los contribuyentes, pudiendo 
pronosticar de previo, las correspondientes decisiones administrativas y judiciales. 
Esto significa que en el caso de los organismos administrativos tributarios, estos 
no pueden apartarse del criterio que han venido sosteniendo (salvo modificación 
de la ley y reglamentos conexos), pues al aplicar la ley de manera uniforme, no 
puede concebirse que casos similares se resuelvan de forma desigual. 
Tal premisa fortalece la confianza del administrado, en que el fallo de la Autoridad 
Administrativa dependerá solamente de la capacidad de las partes de demostrar 
los hechos constitutivos de sus pretensiones, y no de una interpretación antojadiza 
de la legislación tributaria. Aquí se observa que la confianza, se hace más 
necesaria en los órganos ubicados en la cúspide del procedimiento administrativo, 
pues una vez agotado la vía gubernativa el último criterio es el que prevalece, y se 
revertirá sólo por decisión de la autoridad judicial competente.
Asimismo, podemos concluir que los procedimientos administrativos son, en cierta 
medida, materialmente jurisdiccionales, pero sólo como expresión del principio del 
debido proceso administrativo, máxime cuando nuestra Corte Suprema ha dejado 
sentado que los principios del debido proceso en sede judicial, son también 
aplicables al procedimiento desarrollado en vía gubernativa. Lo anterior, se pone 
de manifiesto en la obligatoria observancia por parte de la Administración Pública, 
de los preceptos constitucionales procesales durante las etapas de impugnación 
de los actos administrativos.
En esos casos, aunque la Constitución Política es clara al otorgar de forma 
exclusiva la facultad de juzgar y ejecutar lo juzgado al Poder Judicial; también 
exige al Titular del Poder Ejecutivo, el deber de cumplir la Constitución y las leyes, 
y hacer que los funcionarios bajo su dependencia también las cumplan, siendo 
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una de las formas de garantizar este cumplimiento, la existencia del procedimiento 
administrativo. Este deber del Poder Ejecutivo, es en igual forma un privilegio, que 
equivale a que la Administración puede tutelar su actuar, y a través del 
procedimiento en su sede, puede corregir, reformar o revocar las decisiones que 
emita, todo previo a la intervención del Poder Judicial a través de los recursos 
correspondiente. La autotutela administrativa se erige entonces como una garantía 
de independencia del actuar de la Administración, haciendo que las decisiones en 
el ámbito de su competencia, no puedan ser intervenidas mientras no se haya 
agotado la vía de reclamación administrativa.
La facultad de la Administración Pública de tutelarse a sí misma, también se erige 
como una de sus atribuciones, y como tal la misma puede ser delegada en un ente 
que, dentro del Poder Ejecutivo, sea independiente de la Administración activa. 
Esto se refleja en el hecho de que la función ejecutiva es amplísima, y por lo tanto 
su titular debe auxiliarse de un conjunto de instituciones que ejerzan de forma 
específica las distintas formas en que se manifiesta esa función, concibiendo 
entonces al Gobierno como el conjunto de las instituciones creadas para ejercer 
las atribuciones referidas, donde la Carta Magna le otorga al Presidente de la 
República la Facultad de organizarlo y dirigirlo.
Es así que la Ley que regula la Organización, competencia y procedimientos del 
Poder Ejecutivo (Ley No. 290), establece que cada Ministerio es, en el ámbito de 
su competencia, el órgano delegado del Poder Ejecutivo para cumplir y hacer 
cumplir la Constitución y las leyes, asimismo contempla esta ley la posibilidad de 
que ciertas competencias sean realizadas por un ente separado de la estructura 
centralizada del Gobierno. Esta situación se define como descentralización 
administrativa, y sucede cuando la ley le otorga a un órgano, autonomía técnica y 
administrativa para ejercer determinada competencia administrativa. 
Por lo cual, recapitulando las ideas determinadas, se observa que el principio de 
autotutela administrativa se deriva de la disposición fundamental que obliga al 
Presidente de la República a cumplir y hacer cumplir la Constitución y las leyes, 
Autoridad que para el ejercicio de sus funciones se apoya en el Gobierno, en cuya 
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estructura, pueden existir entes descentralizados que ejerzan competencias
administrativas específicas de forma autónoma, y que dentro de estas atribuciones 
o competencias, se encuentra obviamente la facultad de autotutela administrativa; 
lo que no implica, sin embargo, que dicha autonomía prive al Poder Judicial de su 
facultad constitucional de ejercer la tutela de los derechos ciudadanos a través de 
los recursos y medios legales pertinentes.
Por lo tanto, el Tribunal Tributario Administrativo es, hoy por hoy, un organismo 
protector de los derechos y garantías de los contribuyentes, encargado de depurar 
la actuación de la Administración Tributaria activa, previó a dejar expedita la vía 
judicial. No obstante, la posibilidad de recurrir ante el Tribunal Tributario no 
significará siempre un fallo a favor del recurrente, aunque de conformidad al 
principio de seguridad jurídica, la resolución emitida debe ser imparcial y apegada 
a Derecho, con motivaciones claras, y valoraciones contables y financieras en su 
caso. La independencia del Tribunal garantiza a sus usuarios este enunciado, el 
mismo que fue retomado por los juristas Báez y Báez (2011), en la última edición 
de su obra, Todo Sobre Impuestos en Nicaragua, quienes refirieron que la 
fundamentación jurídica, y las siempre motivadas resoluciones de esta institución, 
son factores reconocibles en ella.
Al haber presentado este trabajo en poco o en nada se hizo referencia a la 
situación política interna de la nación, y no por ser indiferente a ella, sino porque 
todos los fundamentos a las hipótesis planteadas en esta obra, fueron en base a 
estudios y razonamientos de grandes doctos de la ley, de dentro y fuera del país, 
la motivación fue ante todo el descubrir y desentrañar la polémica, el conflicto, el 
fruto de la poca integralidad del ordenamiento jurídico nicaragüense, y presentar al 
lector las respuestas que se estimaron convenientes. 
Al hacer las recomendaciones se diría que, la escuela jurídica de Nicaragua, debe 
enriquecer el abordaje de puntos conflictivos del sistema, pero procurando 
apartarse de motivaciones o justificaciones políticas e ideológicas. Si bien es 
cierto, la emisión de los actos de los Poderes del Estado (legislativo, ejecutivo,
judicial o electoral) están colmados de estos ribetes, tal escenario es producto de 
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una realidad social que no debe contaminar al Derecho puro, donde los 
conocedores y estudiantes de la ciencia de la ley y su aplicación, deben cambiar 
este status desde el foro, mediante el ejercicio ético y objetivo de la profesión. 
Cuando nos toque efectuar una crítica, o analizar el desarrollo de un evento 
determinado, debemos ser ante todo imparciales, que el laboratorio de la 
consciencia no esté contaminado por apasionamientos subjetivos.
Al concluir esta investigación, existe satisfacción porque el contenido de la misma 
sigue las recomendaciones que en este momento me he atrevido a entregar, en 
realidad sólo espero que al examinarla, el lector encuentre un punto de referencia 
para los conflictos planteados, así como un argumento para apoyar o rechazar las
consideraciones vertidas. Es innegable que ante todo, la opinión del ser humano 
no es más que eso, una consideración que cualquiera puede rebatir, lo interesante 
es que el debate se enriquezca y a raíz de ello el conocimiento se expanda y la 
mejor solución emane al final de la discusión, preferiblemente una solución
“criolla”, y no una importación más de otro sistema al que pretendamos emular. En 
Nicaragua hay suficiente material para hacer lo anterior posible, tenemos grandes 
maestros y profesionales que con su experiencia, pueden hacer posible la 
consecución de soluciones surgidas de nuestra realidad, que a la postre, 
constituyen un eslabón más para el desarrollo y progreso de la nación. 
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